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Editorial
LA “PREVENCIÓN DE RIESGOS PSICOSOCIALES” 

EN ÉPOCA DE CRISIS Y REFORMAS: 
¿UNA CUESTIÓN DE FE O UN RAZÓN PERMANENTE?

Cristóbal Molina Navarrete
Director Académico del LARPSICO

Manuel García Jiménez
Coordinador Técnico del LARPSICO

Ya se apele al llamado “Espíritu de Filadelfia” - Primera Declaración In-
ternacional de Derecho de las Personas con vocación de universalidad y 
que, firmada el 10 de mayo de 1944, dio lugar a la Constitución de la OIT-
, ya se haga, algo más lejano en el tiempo pero más próximo en el espacio, 
al “Espíritu de la Pepa” - Primera Constitución moderna en la que se pri-
maba los derechos de los ciudadanos sobre los del poder, incluso vivien-
do aquéllos asediados por éstos y abandonados por sus autoridades-, lo 
cierto es que la modernidad y el progreso se identifican con un orden 
socioeconómico en el que, junto a los valores del crecimiento y el desarro-
llo, aparecen los de justicia y bienestar. Aquéllos no se entienden sin és-
tos, pues sin la defensa de la cohesión social y la dignidad de todas las 
personas no es posible un crecimiento sostenido, ni tampoco es posible la 
“paz social” que requiere, pues, como se afirma en la Constitución de la 
OIT:

“la pobreza, en cualquier lugar, constituye un peligro para 
la prosperidad de todos”

En consecuencia, continúa diciendo la Constitución de la OIT de 1944 
-todavía hoy vigente, y reafirmada en 1998-, la persecución del bienestar 
de todas las personas, en condiciones de seguridad económica, igualdad 
de oportunidades, libertad y dignidad, debe constituir “el propósito cen-
tral de cualquier política nacional e internacional”. Por lo tanto, todos los 
programas de acción institucional y social deben 

“juzgarse desde este punto de vista y aceptarse solamente 
cuando favorezcan, y no entorpezcan, el cumplimiento de 
este objetivo fundamental” –II- 

Puede parecer que estas apelaciones resultan más que modernas ran-
cias, antiguas. Pero no es así, más bien todo lo contrario. Incluso en un 
contexto de políticas de grave reducción de los presupuestos públicos, y 
también de contención y reducción de los costes laborales por parte de las 
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empresas, la integración de una dimensión conciliadora de ambas pers-
pectivas es inexorable. Baste traer a colación la Exposición de Motivos del 
Proyecto de Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, que se inicia de la siguiente guisa.

“El principal objetivo de la política económica del Gobierno es impul-
sar el crecimiento y la creación de empleo de la economía española, para 
garantizar el bienestar de los ciudadanos, crear oportunidades a los em-
prendedores y ofrecer una perspectiva de futuro más próspera, justa y 
solidaria” (sic)

Sin embargo, cuando se desciende de las grandes consagraciones nor-
mativas, de las grandes palabras, a la realidad diaria, esta voluntad cons-
tituyente -presente, como se ha visto, en todos los tiempos modernos y en 
todos los lugares civilizados, acá y allende el Atlántico-, parece cada vez 
más desplazada por la fe en la infalibilidad de los mercados financieros. 
Éstos piden “políticas de seguridad” sí, pero para ellos, a costa de la inse-
guridad -no sólo económica, también social, personal, familiar...- de la 
inmensa mayoría de los ciudadanos, esto es, de prácticamente todos los 
demás. Paradójicamente, en un tiempo en que el intenso impacto en las 
personas de esta crisis, tanto de los trabajadores -sea en términos de de-
valuación de sus condiciones de trabajo, sea en términos de una tasa de 
desempleo extrema, sobre todo en España-, como de la ciudadanía en 
general, exigiría atender más de cerca los problemas que se derivan para 
la salud mental de la población, la OIT, la OMS y la OCDE, constatan de un 
modo convergente que sucede todo lo contrario, la reducción de los presu-
puestos a tal fin. En consecuencia, se entraría en un círculo vicioso, de mane-
ra que la reducción de ciertas partidas de inversiones, sean públicas sean 
privadas, incrementa los riesgos y, a raíz de ello, se multiplican los daños y, 
por lo tanto, crecen los gastos sociales, con lo que una fórmula que se prome-
tía virtuosa -el recorte de ciertos costes sociales, vistos no como inversión 
productiva, sino como gasto social, por tanto prescindible sin más en contex-
to de crisis- se vuelve viciada, perpetuando el problema. 

La realidad muestra, sin embargo, que los países, al menos en el con-
texto europeo, con una mayor productividad, son también los que gozan, 
por lo general, de un mayor bienestar -Países Nórdicos, Alemania�-. Por lo 
tanto, al margen de que la política oficial de la Unión Europea en esta mate-
ria, por encima de la avasalladora gobernanza del número actual, sigue 
orientada por la necesidad de hacer converger productividad -valor hoy en 
alza- y calidad de vida en el trabajo -valor hoy “a la baja” en la subasta-, una 
elemental lección de historia enseña que liquidar, o reducir significativamen-
te, los programas de salud laboral en nombre del primado de la libertad 
económica, sólo nos puede ocasionar mayores debilidades productivas y re-
abrir las peligrosas válvulas de la inseguridad, la precariedad e, incluso, la 
violencia. De ahí, pues, la necesidad de tener en todo momento vinculados 
las medidas de crecimiento con las de bienestar.

A lo largo de este número se encontrarán múltiples ejemplos de estu-
dios y, sobre todo, experiencias, que evidencian que ese camino de armo-
nía entre lo económico y lo social, incluyendo éste como valor esencial el 
respeto de la dignidad de las personas y su equilibrio psíquico y social 
-en la empresa, en el grupo familiar, en la comunidad�-, es el único exito-
so. La modernidad no mira hacia la disolución del valor de la salud, en 
sentido clásico de la OMS -equilibrio personal y social-, sino más bien 
hacia restaurar o evidenciar su absoluta actualidad.

Estudios doctrinales

1
Estudios doctrinales
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LA EVALUACIÓN DE LA VIOLENCIA COMO RIESGO 
ORGANIZACIONAL: ACLARACIONES CONCEPTUALES, 

MODELOS EXPLICATIVOS Y METODOLOGÍAS

THE ASSESSMENT OF VIOLENCE AS A ORGANIZATIONAL 
RISK: CONCEPTUAL EXPLANATIONS, EXPLANATORY 

MODELS AND METHODOLOGIES

Dr. PULIDO-MARTOS, Manuel
Universidad de Jaén. 
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Resumen:
En el presente trabajo se ofrece una perspectiva de evaluación del aco-

so psicológico dentro del marco de la violencia organizacional. Se revisan 
conceptos como violencia, agresión y acoso psicológico, entre otros, y se 
describe un modelo teórico de violencia organizacional. Se analizan las 
dimensiones que constituyen el acoso psicológico y por último se discute 
sobre una serie de elementos a considerar en la evaluación del fenómeno. 
Concretamente se revisan los instrumentos más importantes y se sugiere 
el uso de metodologías alternativas para la evaluación del fenómeno

Abstract:
This paper provides an overview of assessment of psychological ha-

rassment within the framework of organizational violence. We review 
concepts such as violence, aggression and psychological harassment, 
among others, and describe a theoretical model of organizational violen-
ce. We analyze the dimensions that constitute psychological harassment 
and finally discusses on a number of elements to consider in assessing 
the phenomenon. Specifically we review the most important instruments 
and suggest the use of alternative methodologies for the assessment of 
the phenomenon.

Palabras clave:
Acoso psicológico, violencia en el trabajo

Keywords:
Mobbing, bullyng, violence at work

1. La violencia en el trabajo: un intento de delimitación 	
conceptual

Las consecuencias negativas de carácter económico, humano y social, 
asociadas a la violencia en el trabajo la sitúan en el punto de mira de me-
dios de comunicación, empresarios, representantes sindicales, profesio-
nales y académicos. Desde la Organización Mundial de la Salud (OMS) la 
violencia se contempla como un concepto genérico que incluye todos los 
tipos de conducta abusiva como son la humillación, la degradación o 
cualquier tipo de perjuicio al bienestar, dignidad y valor de una persona 
(World Health Organisation, 1997).

Definiciones genéricas y comprehensivas como la de la OMS abarcan 
un amplio rango de conductas, sin embargo en entornos organizacionales 
se precisan definiciones de carácter más operativo que ayuden a acotar 
de forma precisa el problema de la violencia en el trabajo. Cuando se ha-
bla de violencia, en ocasiones, no se utilizan definiciones operativas por 
considerar que existe un acuerdo general sobre el significado del término 
o que el fenómeno es considerado de la misma forma por todas las perso-
nas que lo utilizan (Griffin & Lopez, 2005). No obstante, no quedan claras 
las diferencias entre conceptos de amplia difusión como por ejemplo vio-
lencia y agresión. De hecho, lo que en nuestro país es conocido como 
violencia en el trabajo en el mundo anglosajón recibe el nombre de agre-
sión en el trabajo.

Para ayudar a comprender la diferencia entre estos dos conceptos fun-
damentales Griffin y Lopez (2005) recogen en su trabajo las dos perspec-
tivas de mayor influencia: Neuman y Baron (1998) y O’Leary-Kelly, Grif-
fin y Glew (1996). Según Neuman y Baron (1998) la violencia en el lugar 
de trabajo constituye un tipo específico de agresión. La agresión es un 
concepto global que agrupa todas aquellas conductas con las que una 
persona intenta causar daño a otros en el ámbito del trabajo, indepen-
dientemente de las consecuencias que se puedan derivar. Entre estas 
conductas los autores señalan la agresión encubierta, la agresión mani-
fiesta, la agresión verbal, el obstruccionismo y la violencia. La violencia 
constituye la forma de agresión más extrema y está vinculada a los ata-
ques que implican algún tipo de contacto físico.

En la propuesta de O’Leary-Kelly et al. (1996) la agresión se conceptua-
liza de manera muy similar. Vendría a ser el conjunto de conductas dañi-
nas dirigidas hacia otras personas dentro de una organización. No obs-
tante, la diferencia fundamental entre las dos perspectivas radica en la 
forma de entender el concepto de violencia. Si para Neuman y Baron 
(1998) la violencia era una forma extrema de agresión, para O’Leary-Kelly 
et al. (1996) la violencia representa el conjunto de consecuencias que se 
derivan de la puesta en marcha de conductas agresivas. Es decir, la agre-
sión es entendida como un proceso mientras que la violencia sería el re-
sultado de dicho proceso y por tanto no siempre la agresión va seguida 
de violencia.

Una diferencia más entre ambas perspectivas tiene que ver con los fac-
tores que motivan la agresión. Para O’Leary-Kelly et al. (1996) habría que 
distinguir entre la agresión motivada por factores organizacionales y 
otros tipos de agresión. En el primer caso se incluyen las conductas resul-
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tado de la acción de factores que caen bajo el control organizacional. Por 
ejemplo, llevar a cabo acciones violentas por parte de miembros de la or-
ganización como consecuencia de la presión en el trabajo, una supervi-
sión inadecuada o unas malas relaciones con otros compañeros, se consi-
derarían agresiones motivadas por factores organizacionales. Asimismo,  
las agresiones llevadas a cabo por personas que no forman parte de la 
organización, por ejemplo clientes o usuarios, pero que también son fruto 
de elementos organizacionales, se consideran agresiones motivadas por 
factores organizacionales. Valga como ejemplo la agresión de un paciente 
a un médico por esperar más de dos horas sobre la hora en que fue cita-
do.

Aunque Neuman y Baron (1998) también destacan la importancia de 
distinguir entre agresiones motivadas por factores organizacionales y 
aquellas que no lo son, no obstante entienden que para poder hablar de 
agresión debe existir, en el presente o en el pasado, algún tipo de relación 
laboral entre el agresor y la víctima. Para estos autores la agresión orga-
nizacional es la perpetrada por miembros de la organización o personas 
que en su día formaron parte de la organización. 

Distinguen estas acciones por tanto de otro tipo de conductas como 
robos en las empresas, actos vandálicos o acciones terroristas, todas ellas 
reguladas legalmente. De igual manera señalan que es necesario distin-
guir la agresión motivada por factores organizacionales de la violencia 
ocupacional que hace referencia al riesgo mayor al que están expuestos 
ciertos profesionales por la naturaleza de su actividad laboral, como 
taxistas, miembros de las fuerzas de orden público o profesionales de la 
salud o los servicios sociales. También, como apunta Mullen (1997), se 
etiquetaría como violencia ocupacional la asociada a actividades labora-
les que se llevan a cabo en lugares o en condiciones inseguras, como estable-
cimientos con horario nocturno o empresas situadas en lugares aislados.

Aún hechas las oportunas aclaraciones conceptuales, en nuestro país 
se sigue, en línea con la OMS, utilizando el concepto de violencia organi-
zacional para referirse a la agresión en el trabajo. De hecho, para los pro-
fesionales que trabajan directamente en la identificación y la prevención 
de la violencia organizacional resulta de gran utilidad la clasificación 
propuesta por la Occupational Safety and Health Administration (OSHA). La 
OSHA distingue cuatro subgrupos dentro de la violencia en el trabajo 
(CAL/OSHA, 1998). El Tipo I se asocia con robos, crímenes y otro tipo de 
actos delictivos llevados a cabo por individuos que no mantienen ningún 
tipo de relación con la organización. En el Tipo II se incluyen aquellos 
actos cometidos por clientes, pacientes o internos de una organización, es 
decir, individuos que de alguna forma son usuarios de los servicios de la 
organización. La violencia entre compañeros se corresponde con el Tipo 
III y haría referencia a todas las acciones perpetradas por empleados actua-
les de la organización o contratados por la misma en algún momento y que 
van dirigidas contra compañeros o antiguos compañeros. Por último, las ac-
ciones violentas llevadas a cabo por el entorno próximo del empleado, por 
ejemplo por familiares o conocidos, se incluyen dentro del Tipo IV.

En el desarrollo del presente trabajo también utilizaremos el término 
violencia organizacional o violencia en el trabajo sabiendo que realmente 
estamos hablando de agresión en el trabajo.

2. Modelo explicativo de la violencia en el trabajo

Las causas de las conductas violentas o agresivas en las organizaciones 
son muy variadas. Comprender los factores que motivan la violencia en el 
trabajo resulta de gran ayuda para el establecimiento de acciones preven-
tivas. En el modelo de agresión de Neuman y Baron (1998) (ver Figura 1) 
los factores que inciden sobre el desarrollo de conductas agresivas en el 
entorno de trabajo, se agrupan en factores sociales y factores situaciona-
les.

Figura 1. Modelo teórico de agresión en el trabajo. Adaptado de J. H. Neu-
man y R. A. Baron, 1998, Workplace violence and workplace aggression: 
evidence concerning specific forms, potential causes and preferred tar-
gets, Journal of Management, 24 (3), p. 401.

Dentro de los factores sociales, la provocación constituye una de las 
causas por la que se llevan a cabo conductas violentas. Los agresores co-
inciden en justificar sus acciones como respuesta a provocaciones previas 
por parte de compañeros (Stuart, 1981). Desde las teorías de la justicia 
organizacional (Greenberg, 1987) se muestra como la percepción de un 
trato injusto por parte del empleado puede ser motivo suficiente para la 
generación de conflictos, reacciones negativas y agresiones.

Otra de las causas tiene que ver con el clima organizacional relativo a 
la justicia. Con este término se hace referencia a las percepciones compar-
tidas de los miembros acerca del trato que reciben en sus lugares de tra-
bajo. Estas percepciones dan lugar a una interpretación de los elementos 
del entorno por parte de los empleados y a una respuesta asociada a esas 
interpretaciones. El clima organizacional relativo a la justicia no deja de 
ser un tipo específico de clima organizacional (Schneider & Reichers, 
1983).

Si los empleados perciben un trato injusto y continuado como parte del 
ambiente de trabajo en el que desarrollan sus tareas (clima organizacio-
nal relativo a la justicia negativo) es posible que se originen determinados 
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comportamientos violentos entre los mismos (Naumann & Bennett, 2000). 
Esto puede deberse a una reacción colectiva ante un ambiente injusto que 
conduciría a la agresión o a la reacción ante las normas organizacionales 
que permiten el trato injusto en la organización (Dietz, Robinson, Folger, 
Baron & Schulz, 2003). Relacionado con esto, y siguiendo la propuesta de 
Berkowitz (1996), los eventos que llevan a la frustración por bloquear la 
consecución de una meta pueden ocasionar una reacción violenta cuando 
se intuye una intencionalidad manifiesta en el bloqueo previo.

La diversidad de la plantilla es otro de los factores sociales. Son mu-
chas las organizaciones en las que coinciden empleados con diferentes 
características (edad, género, etnia, cultura, capacidad física o mental…). 
Aunque no siempre es así, estas diferencias pueden llevar a que entre los 
miembros de la organización se generen sentimientos negativos de afec-
to. Ello dificultaría, en algunos casos, las posibilidades de comunicación; 
y en otros fomentaría la aparición de estereotipos; lo que en último térmi-
no puede dar lugar al desarrollo de acciones violentas.

La permisividad hacia determinadas formas de violencia simbólica o 
verbal por parte de la organización o de sus grupos constituyentes puede 
llevar a creer a los empleados que determinadas prácticas próximas a la 
violencia extrema, no sólo son bien vistas en sus trabajos (Siehl, 1987), 
sino que además pueden obtener beneficios si las llevan a cabo. Los em-
pleados usan como guía un conjunto de “normas agresivas”. Asimismo, 
por las características actuales del mercado de trabajo y de las finanzas y 
tal y como viene recogiéndose en los distintos estudios sobre condiciones 
de trabajo y calidad de vida laboral, las normas sociales que garantizaban 
en un pasado una vinculación laboral estable del empleado con la organi-
zación están siendo sustituidas por contratos de carácter temporal con 
jornadas a tiempo parcial, lo que puede ser percibido de forma negativa 
por parte de los empleados.

El otro gran grupo de antecedentes en el modelo de Neuman y Baron 
(1998) lo constituyen los factores situacionales. Dentro de estos factores 
encontramos las prácticas asociadas con despidos masivos o con los pro-
cesos de downsizing. La supervisión y el control continuado, y cada vez 
más exhaustivo, de la productividad del empleado mediante registros de 
todo tipo (incluyendo los automatizados o electrónicos) se asocia a eleva-
dos niveles de estrés. Este tipo de prácticas podrían estar en la base de los 
comportamientos agresivos y violentos. Características estructurales en 
la composición de los grupos de trabajo, como el tamaño de los mismos, 
facilitarían que, cuando el número de personas es elevado, los autores de 
acciones violentas perciban que sus actos no van a ser detectados por to-
dos los miembros del grupo. Por tanto la posibilidad de pasar desaperci-
bido es mayor (Paulus & Nagar, 1989). Las condiciones ambientales del 
entorno de trabajo como temperaturas poco confortables, pobre calidad 
del aire o excesivo nivel de ruido también se han asociado con la produc-
ción de conductas violentas (Bandura & Rives, 1975).

El personal de nuevo ingreso en una organización, a través de los pro-
cesos de socialización organizacional conoce qué tipo de conductas son 
aceptadas en el entorno de trabajo e incluso aquellas que pueden ser re-
forzadas (O’Leary-Kelly et al., 1996). Por este motivo la socialización se 
considera un elemento clave en el desarrollo de la cultura organizacional. 

En algunos casos la organización acepta valores, normas, ideologías e 
identidades de tipo dominante que llevan a una cultura organizacional 
tolerante con la violencia, aunque no se explicite en modo alguno. En la 
década de los 90, en los Estados Unidos, se produjo una sucesión de inci-
dentes violentos en las oficinas del Servicio de Correos que dieron lugar 
a la conocida expresión going postal. A cualquier persona que se mostrase 
violenta se le aplicaba dicho término. El segundo volumen del informe 
elaborado por The United States General Accounting Office (GAO) a partir 
de estos incidentes, incidía en los efectos negativos del estilo de dirección 
autocrático empleado en diferentes oficinas (GAO, 1994). Ese estilo llevaba 
asociada la aparición de conflictos entre empleados y dirección y poten-
ciaba el desarrollo de una cultura organizacional negativa.

Atendiendo a los rasgos de personalidad, la personalidad Tipo A 
(PCTA), característica de personas que normalmente trabajan en situacio-
nes estresantes, se frustran fácilmente y no se muestran pacientes ni 
comprensivos, se muestra relacionada con la agresión (Holmes & Will, 
1985).

Además de los factores sociales, de los elementos situacionales y de los 
determinantes personales que influyen sobre la manifestación de la con-
ducta violenta, el modelo de Neuman y Baron (1998) incluye los aspectos 
emocionales. Los estados emocionales y los pensamientos que los mis-
mos generan pueden, junto a las evaluaciones de carácter cognitivo que el 
individuo lleva a cabo, determinar si se inicia una acción violenta o no. 
Cuando las personas experimentan emociones de tipo negativo es más 
probable que respondan de forma agresiva. De especial relevancia, con-
templando este grupo de factores, resulta la aplicación de modelos como 
el de Mayer y Salovey (1997) sobre inteligencia emocional, incluyendo la 
regulación de los estados afectivos. El análisis de las causas de la violen-
cia en el trabajo debe contemplar además otro tipo de antecedentes que 
estarían más allá de los límites de la organización, concretamente, en el 
entorno en el que la misma se encuentra ubicada. Desde la teoría organi-
zacional macro (Scott, 1992) cabría encontrar otros factores que podrían 
causar agresión y violencia en la organización. El estudio de las normas 
de la comunidad en la que está ubicada la organización y especialmente 
aquellas que favorecen el desarrollo de conductas violentas puede apor-
tar mayor grado de comprensión sobre las interacciones agresivas o vio-
lentas en la organización. O’Leary-Kelly et al. (1996) señalan que la teoría 
del aprendizaje social permitiría entender cómo los miembros de una 
organización ubicada en una comunidad eminentemente violenta pueden 
aprender a desarrollar conductas violentas a través del aprendizaje obser-
vacional, el modelado simbólico y la imitación de la violencia de esa co-
munidad.
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3. El acoso psicológico: un proceso específico de violencia en el 
trabajo

Son muchas las publicaciones científicas que en las últimas décadas 
han recogido diferentes formas de conductas inadecuadas u hostiles, o 
simplemente malas conductas (bad behavior) como las denominan Griffin 
y López (2005). Conceptos como desviación, agresión, conducta antiso-
cial, violencia, abuso, incivilidad o acoso psicológico se han utilizado 
para referirse a cualquier tipo de conducta intencional que tiene como 
finalidad dañar a los miembros de una organización. Concretamente, 
desde la Comisión Europea se ha señalado el abuso, incluido el psicológi-
co, como parte de la violencia presente en los entornos de trabajo. En un 
informe empleado por la Organización Internacional del Trabajo para la 
discusión en la Reunión de expertos encargada de elaborar un repertorio 
de recomendaciones prácticas sobre la violencia y el estrés, señala el aco-
so (diferenciando entre mobbing, bullying y acoso racial o sexual) como un 
elemento que forma parte de la violencia en el trabajo.

La investigación sobre el acoso psicológico ha pasado por distintas 
etapas desde que el profesor Leymann inició sus investigaciones a media-
dos de la década de los 80. Desde entonces se han empleado una variedad 
de términos como mobbing, bullying o harassment para referirse a un mis-
mo fenómeno psicosocial que consiste en el maltrato continuo y frecuente 
de una persona por parte de compañeros, superiores o, incluso, subordi-
nados, sin que pueda defenderse de las conductas que comprende el mal-
trato (Einarsen, 1999). Las acciones que comprende el maltrato llevan a la 
creación de un ambiente laboral hostil (Salin, 2001).

Las dimensiones, características o requisitos que deben presentarse 
para poder hablar de acoso psicológico guardan relación con los anteceden-
tes, las conductas específicas, las consecuencias y los procesos cognitivos y 
emocionales implicados en el fenómeno (Pulido, Palomo & Luque, 2007).

En cuanto a los antecedentes, aunque potencialmente puede afectar a 
cualquier trabajador, existen determinadas condiciones de trabajo y de-
terminados sectores que afectan a la incidencia del fenómeno (Einarsen & 
Johan, 2006; Einarsen & Skogstad, 1996). Aspectos deficientes en el diseño 
de los puestos de trabajo, estilos de mando y liderazgo inadecuados y la 
existencia de normas organizacionales que no contemplen aspectos mo-
rales se relacionan con la presencia de procesos de acoso en las organiza-
ciones (Leymann, 1996). Asimismo, sectores como el sanitario o el educa-
tivo presentan niveles mayores de acoso que el resto de sectores (Parra & 
Acosta, 2010).

Las conductas específicas de acoso hacen referencia a las acciones ne-
gativas, manifiestas o encubiertas, dirigidas a la víctima. La evaluación 
de las conductas implicadas en el acoso han dado lugar a la construcción 
de diferentes cuestionarios y han determinado, sobre todo en los prime-
ros trabajos de investigación, la incidencia del fenómeno. Siguiendo pro-
puestas como la de Zapf (1999) es posible identificar cinco categorías de 
conductas específicas de acoso: violencia física, aislamiento social, ata-
ques personales, amenazas verbales y difusión de rumores, y acoso rela-
cionado con el trabajo. Es posible valorar las conductas de acoso en el 
entorno de trabajo como conductas de tipo negativo por comprender la 

humillación, la intimidación o la hostilidad (Einarsen, 2000; Hubert, 
1997). Se asume que las conductas deben repetirse a lo largo del tiempo 
(Leymann, 1996; Niedl, 1995; Rayner & Hoel, 1997), además de ir dirigi-
das a un miembro de la organización (Hubert, 1997). En cuanto a los res-
ponsables de las conductas específicas pueden ser grupos de acoso o 
gang, o bien, individuos aislados (Piñuel, 2001).

Las consecuencias que se derivan del acoso pueden darse a nivel indi-
vidual u organizacional. Atendiendo al empleado acosado, es muy proba-
ble que de una u otra forma vea mermadas tanto su salud física como su 
salud mental (O’Moore, Seigne, McGuire & Smith, 1998). Las víctimas del 
fenómeno muestran síntomas psicosomáticos de estrés y síntomas psico-
lógicos como la ansiedad o la depresión (Mikkelsen, 2001); y síntomas 
propios de trastornos como el síndrome de estrés pos-traumático (Einar-
sen, 1999; Mikkelsen & Einarsen, 2002). En cuanto a las consecuencias de 
tipo organizacional, entre otros resultados se constata el abandono de la 
organización por parte de la persona acosada una vez que sus estrategias 
de afrontamiento no han conseguido frenar el proceso de acoso (Niedl, 
1996; O’Moore et al., 1998; Rayner, 1997).

Parece existir acuerdo en la literatura científica publicada que detrás de 
cada una de las conductas específicas debe existir una acción negativa o, 
al menos, las conductas tienen que ser percibidas como negativas por la 
víctima (Leymann, 1993). Este aspecto haría referencia a los procesos cog-
nitivos y emocionales implicados en el proceso de acoso. Otro elemento 
guarda relación con un desequilibrio de poder percibido que tiene que 
darse en las situaciones de acoso, es decir, la persona acosada debe sentir-
se en una posición o estatus desfavorable tanto formal como informal-
mente con respecto al agente de acoso (Einarsen & Skogstad, 1996).

4. Evaluación del acoso psicológico en el trabajo

Para poder abordar el estudio del acoso de una forma comprehensiva 
es necesario emplear metodologías e instrumentos de evaluación dirigi-
dos a detectar cada una de las dimensiones señaladas. La evaluación o 
medida por separado de alguna de las dimensiones, lo que es algo que 
caracteriza a la mayor parte de las investigaciones realizadas sobre el 
tema, sólo puede llevar a visiones parciales y sesgadas de un fenómeno 
complejo, poliédrico y caleidoscópico como es el del acoso psicológico. 
No debe olvidarse tampoco que los resultados derivados de la evaluación 
deben encuadrarse dentro de un marco teórico de nivel superior como el 
que ocupa el fenómeno de la violencia organizacional. Modelos teóricos 
como el de Neuman y Baron (1998), desarrollado en el presente trabajo, 
pueden ayudar a comprender mejor el proceso del acoso psicológico así 
como al desarrollo de estrategias de prevención.

En cuanto a los instrumentos empleados para la evaluación de cada 
una de las dimensiones, a continuación se ofrece un ejemplo de cada uno 
de ellos. Para una revisión más completa puede consultarse el trabajo de 
Peiró (1999).

Para el análisis de las condiciones de trabajo que pueden constituir 
antecedentes de la aparición del acoso, es posible emplear instrumentos 
que no son específicos de acoso psicológico pero que sí se han utilizado 
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ampliamente en nuestro país para el análisis de las fuentes de riesgo, 
variables moduladoras y reacciones ante situaciones estresantes (Peiró, 
1999). En nuestro país, por ejemplo, se ha adaptado el Cuestionario Psico-
social de Copenhague resultando el ISTAS21 (Moncada, Llorens, Navarro 
& Kristensen, 2005).

Respecto de las conductas negativas presentes en las situaciones de 
acoso se han desarrollado una serie de instrumentos a partir del listado 
de 45 conductas propuesto por Leymann (1996). Este tipo de instrumen-
tos pretenden evaluar la exposición de la víctima de acoso a una serie de 
conductas llevadas a cabo por personas de su entorno de trabajo, sin que 
la persona evaluada sepa que esas conductas hacen referencia al fenóme-
no del acoso psicológico. Además a partir del criterio estadístico estable-
cido por Leymann (1990), según el cual únicamente es posible hablar de 
acoso cuando alguna de las conductas negativas se repite como mínimo 
una vez por semana y durante un periodo de tiempo superior a los seis 
meses, los instrumentos también inciden en la evaluación de la frecuen-
cia y duración de las conductas negativas dirigidas a la víctima. En nues-
tro país, Moreno-Jiménez et al. (2006) han desarrollado un instrumento 
que, además de tener en cuenta los criterios de Leymann y la evaluación 
de conductas específicas, contempla la percepción del acoso, el análisis de 
factores organizacionales y de las consecuencias que se derivan de los 
procesos de acoso.

Para la evaluación de las consecuencias a nivel individual, López y 
Camps (1999), por ejemplo, recomiendan el empleo de escalas psiquiátri-
cas o la utilización del DSM-IV-TR, un manual para la evaluación de tras-
tornos mentales, para la identificación de determinados síntomas.

Para la evaluación los aspectos cognitivos y emocionales de esta di-
mensión es adecuado hacer uso de una serie de instrumentos y metodo-
logías que no se han contemplado, o se ha hecho de forma parcial, en la 
evaluación del acoso psicológico. A esto puede haber contribuido la opi-
nión de autores  como Frese y Zapf (1998) que mantienen que el empleo 
de instrumentos en los que se contempla la conciencia de la víctima sobre 
la situación que está viviendo puede dar lugar a una infravaloración del 
fenómeno. Es posible que muchas víctimas no quieran asumir el rol de 
víctima por la debilidad y pasividad que se asocia a este rol.

No es frecuente en nuestro país evaluar los aspectos cognitivos y emo-
cionales implicados en el proceso de acoso psicológico, no obstante, estos 
aspectos pueden incluso condicionar las consecuencias reales de las con-
ductas específicas de acoso sobre la víctima. Según Einarsen, Raknes y 
Matthiesen (1994) la frecuencia de las conductas de acoso , los factores de 
la situación relacionados con las diferencias de poder o las interacciones 
inevitables; o las atribuciones de la víctima sobre el acosador pueden de-
terminar la ansiedad y sufrimiento que causa una conducta específica. 
Además, tal y como señala Painter (1991), cualquier intento para estimar 
la incidencia de la violencia en el trabajo, incluido el acoso psicológico, 
debe considerar la evaluación subjetiva de la vulnerabilidad social en las 
respuestas de los individuos, así como el contexto social donde tiene lu-
gar el incidente en particular. Es importante diferenciar entre conductas 
negativas toleradas y no toleradas; y entre situaciones que pueden ser 
afrontadas por la víctima y aquellas en las que ésta no dispone de los re-
cursos suficientes para hacerles frente.

5. Metodologías y formas alternativas de evaluación del acoso 
psicológico

La necesidad de emplear instrumentos que no sean sólo cuestionarios 
con una base cuantitativa viene dada no sólo por la desatención de los 
procesos cognitivos y emocionales cuando se emplean instrumentos de 
este tipo sino por una serie de limitaciones unidas principalmente al uso 
de cuestionarios para la evaluación de las conductas específicas de acoso 
(Pulido & Luque, 2004). En una propuesta de Cowie, Naylor, Rivers, 
Smith y Pereira (2002) se incide en el uso de nuevas metodologías en la 
evaluación del acoso que vayan más allá del formato de cuestionario, ya 
que éste último al presentar una estructura inflexible no recoge una serie 
de detalles particulares asociados a cada situación ni puede descubrir 
nuevos hallazgos entorno al fenómeno. Aún cuando los cuestionarios 
señalados pueden ser muy útiles dentro de un proceso de evaluación de 
acoso psicológico, concretamente para determinar si las dolencias de la 
víctima son consecuencia de la actividad laboral y establecer el estado 
psíquico presente (Olmedo & González, 2006), existen alternativas 
metodológicas que resultan especialmente eficaces en las acciones 
preventivas por ofrecer una visión más profunda del fenómeno del acoso 
psicológico y los factores asociados. En definitiva, se trata de considerar 
para su análisis un grupo de elementos que se derivan de la consideración 
del acoso psicológico como un proceso incardinado en un marco 
conceptual más amplio como es el de la violencia en el trabajo y explicado 
a partir de modelos teóricos complejos como el de Neuman y Baron 
(1998).

Entre las alternativas se encuentran el empleo de auto-informes a tra-
vés de la utilización de diarios sistemáticos, los informes personales ob-
tenidos utilizando entrevistas estructuradas o a través de grupos de dis-
cusión, el empleo de la técnica de incidentes críticos; o los estudios de 
caso único. El empleo combinado de este tipo de metodologías, junto a 
los instrumentos que ya se vienen utilizando en España, permitiría un 
mayor conocimiento del problema del acoso psicológico y ayudaría a 
plantear soluciones de una forma más precisa, dirigidas a la prevención e 
intervención sobre el acoso psicológico.

El registro de lo que sucede a una persona acosada y el orden cronoló-
gico de los eventos es algo que puede ayudar a comprender mejor el fenó-
meno.  Las relaciones interpersonales y la forma en que se establecen y 
sustentan deben ser uno de los objetos de registro. Así es posible identifi-
car patrones de conducta a través del tiempo que ayuden a esclarecer si 
realmente se está dando una situación de acoso. En nuestro país el insti-
tuto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo (INSHT) ha creado un 
diario de incidentes que permite a la persona que está sufriendo una si-
tuación de acoso identificar acontecimientos y situaciones conflictivas en 
su trabajo (Ferrer et al., 2010).

Las entrevistas cara a cara permiten evaluar la forma en que las perso-
nas interpretan las situaciones que viven y cómo las describen, así como 
las personas implicadas en esas situaciones (Cowie et al., 2002). Posterior-
mente es posible analizar el contenido de la entrevista empleando méto-
dos cualitativos como la Grounded Theory (Glaser & Strauss, 1967) para 
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determinar los tópicos y constructos que emergen del texto. Lewis y Or-
ford (2005), por ejemplo, han empleado las entrevistas semi-estructuradas 
para analizar los procesos sociales y el ambiente social presentes en las 
situaciones de acoso en el caso de mujeres víctimas.

Las ventajas que ofrece el empleo de grupos de discusión (Morgan, 
1995), especialmente por la exploración de tópicos no previstos y que sur-
gen del diálogo entre los participantes, permiten la obtención de informa-
ción cualitativa que ofrece una perspectiva del acoso psicológico muy 
distinta a la que ofrecen los cuestionarios. Esta técnica ya ha sido emplea-
da en una serie de investigaciones (Liefooghe, 2003; Liefooghe & Davey, 
2001; Liefooghe & Olafsson, 1999) con resultados complementarios a la 
visión estática que del acoso ofrecen las investigaciones que utilizan me-
todologías cuantitativas.

En una de las investigaciones comentadas (Liefooghe & Olafsson, 1999) 
ya se ha empleado la técnica de incidentes críticos (Flanagan, 1954) pi-
diendo descripciones a los participantes sobre personas que es muy pro-
bable que sean acosadoras y aquellas que es muy improbable que lo sean. 
Esto permite la investigación del acoso como un fenómeno social y cultu-
ral, ya que la técnica puede emplearse con personas no vinculadas al 
mundo del trabajo o pertenecientes a distintas organizaciones. Especial-
mente es recomendable su utilización cuando se quiere obtener un signi-
ficado bien organizacional, departamental o grupal acerca del acoso.

El estudio intensivo de un caso de acoso psicológico puede contribuir 
al desarrollo de teorías y aplicaciones diversas en torno al fenómeno 
como ha ocurrido con otros fenómenos dentro de las ciencias sociales. 
Los estudios de caso único pueden generar nuevas hipótesis de trabajo y 
cuestiones de investigación para ser tenidas en cuenta en los trabajos con 
poblaciones de mayor volumen. En el ámbito del acoso psicológico Lewis 
(2004) utiliza como técnica el análisis de contenido para explorar por se-
parado el concepto de acoso psicológico en los discursos de un grupo de 
15 profesores que se identifican como víctimas del fenómeno. En nuestro 
país se han publicado trabajos como los de Montalbán y Alcalde (2002) o 
Parés (2005) centrados en el análisis de experiencias personales de aco-
so.

6. Conclusión

El empleo combinado de diferentes metodologías, junto a los instru-
mentos que ya se vienen utilizando en España, permitiría un mayor co-
nocimiento del problema del acoso psicológico y ayudaría a plantear so-
luciones de una forma más precisa, dirigidas a la prevención e interven-
ción sobre el acoso psicológico. Además, resulta imprescindible reinter-
pretar los resultados de la aplicación de los diferentes instrumentos y 
metodologías considerando los factores y elementos que integran los mo-
delos explicativos de la violencia en el trabajo.
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GESTIÓN DEL ESTRÉS OCUPACIONAL EN MODELOS DE 
RELACIONES LABORALES COMPETITIVOS: 

EXPERIENCIAS DE ALEMANIA Y SUECIA

OCCUPATIONAL STRESS MANAGEMENT MODELS 
COMPETITIVE RELATIONS: 

EXPERIENCES GERMANY AND SWEDEN

RODRÍGUEZ CONTRERAS, Ricardo 
LABOUR Asociados

SUMARIO:

1. Introducción
2. El proceso de implementación del Acuerdo Marco Comunitario de 

Gestión del Estrés en Alemania
3. La gestión del estrés laboral en Suecia: el impacto de los acuerdos 

comunitarios1

4. Reflexión Final

1  Información basada en gran parte en un estudio elaborado por Kaj Frick en el marco del 
estudio coordinado por LABOUR ASOCIADOS para la Comisión Europea.
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Resumen:
En países como Alemania y Suecia, la situación previa a la firma del 

Acuerdo Marco Europeo sobre gestión del estrés laboral suponía una 
atención significativa a ese problema de salud laboral. En ninguno de los 
dos casos existía una legislación específica sobre el estrés laboral, pero la 
obligación de identificar y evaluar los riesgos psicosociales, a través de 
diferentes métodos, se encontraba aceptada y desarrollada, contando con 
el apoyo institucional de los organismos nacionales encargados de la sa-
lud y seguridad en el trabajo. Ello suponía una actitud pro-activa de los 
agentes sociales a abordar y tratar este asunto. En este sentido, la firma 
del Acuerdo Marco no añadió medidas que pudieran considerase nuevas 
a las ya existentes, por lo que no se cambió la regulación legal. Sin embar-
go, la implementación del Acuerdo Europeo sobre Estrés sí tuvo como 
efecto positivo recuperar la tensión del debate y relanzar la actividad de 
evaluación de los riesgos psicosociales.

Abstract:
In countries like Germany and Sweden, the previous situation to the 

signing of European Framework Agreement on work stress management 
posed a significant attention to the problem of occupational health. Nei-
ther of two cases there was specific legislation on workplace stress, but 
the obligation to identify and assess psychosocial risks through different 
methods, was accepted and developed, with institutional support from 
national agencies responsible on health and safety at work. That would 
mean a pro-active attitude of social partners to deal with this issue. In 
this sense, the implementation Framework Agreement did not add new 
measures that would consider

to the existing ones, so it did not change the legal regulation. However, 
implementation of the Stress European Agreement had the positive effect 
to recover the tension of the debate and relaunch the psychosocial risk 
assessment activity.

Palabras clave: 
Estrés laboral, modelo de relaciones laborales, acuerdos marco euro-

peos, diálogo social, riesgos psicosociales

Keywords:
Stress at work, labor relations model, European framework agree-

ments, social dialogue, psychosocial risks

1. Introducción

Las siguientes notas para este artículo están basadas fundamentalmen-
te en el estudio sobre la implementación del Acuerdo Marco sobre el Es-
trés relacionado con el Trabajo (AMET) que LABOUR ASOCIADOS reali-
zó para la Comisión Europea1, durante 2009 y 2010. En el marco de la 
valoración general que afectaba a todos los Estados miembro de la Unión 
Europea, se elaboraron varios estudios de caso, entre ellos sobre Alema-
nia y Suecia, como un medio de observar con más detalle aspectos cuali-
tativos referidos al impacto de la implementación. En ambos países, la 
situación anterior a la implementación del Acuerdo europeo respecto a la 
gestión de los riesgos psicosociales y en concreto del estrés, condicionó  el 
impacto del mismo.

El estudio permitió una apreciación transversal sobre la situación antes 
y después del acuerdo en los Estados miembro de la UE, así como de sus 
distintos puntos de partida y percepciones respecto al AMET. Varios te-
mas controvertidos surgieron como resultado de nuestro análisis, de los 
que ahora solo destacaría dos. 

En primer lugar, la complejidad de la valoración del estrés y de los ries-
gos psicosociales en general.  No nos detendremos en este tema, pero re-
sulta evidente que la naturaleza multidimensional del estrés y consecu-
entemente, la conceptualización, el enfoque y las medidas adoptadas para su 
tratamiento siguen siendo desiguales en el conjunto de la Unión, algo pa-
radójico cuando segun la Agencia de Bilbao para la seguridad y salud en el 
trabajo (OSHA), el estrés es el segundo problema de salud más común en el 
trabajo y afecta al 22% de los trabajadores de la UE-27 (en 2005).	

El segundo tema controvertido tiene que ver con la eficacia del instru-
mento elegido, es decir, del Acuerdo autónomo a nivel europeo entre los 
agentes sociales como método de implementación de acciones en el nivel 
nacional. Obviamente, la discusión sobre si la implementación del AMET 
ha mejorado el tratamiento del estrés en los Estados miembro no puede 
abordarse desde la perspectiva de una relación directa causa-efecto. Sin 
embargo, desde la perspectiva del propósito y los objetivos que deberían 
cumplir los Acuerdos autónomos establecidos en el Tratado de Lisboa, 
resulta legítimo preguntarse por su papel como desencadenante de con-
ductas y del aumento de sensibilidad sobre esta materia. Más aun, sobre 
su incidencia en el incremento del nivel de protección de la salud de los 
trabajadores, que es una competencia de la Unión. Si bien esta cuestión 
puede resultar polémica, puede afirmarse que el AMET tiene como valor 
añadido su dimensión europea, que lo convierte en un instrumento difu-
sor de la necesidad de tratar desde determinado enfoque el fenómeno del 
estrés. Como consecuencia, a pesar de los limites que le impone su natu-
raleza no legislativa, persigue una equiparación entre los diferentes Esta-
dos miembro, con el fin de que el nivel de protección de los trabajadores 
se incremente en aquellos que hasta entonces no mostraban avances en el 
tratamiento de este tema ni instrumentos apropiados para comenzar a 
hacerlo.

1  Dirección General de Empleo, Asuntos Sociales e Igualdad de Oportunidades. “Study on 
the implementation of the European social partners’ agreement on work related stress”. Labour 
Asociados. Ricardo Rodriguez (coordinador del estudio y co-autor del informe final)
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2. El proceso de implementación del AMET en Alemania2

Como es conocido, Alemania fue la primera nación del mundo en pro-
mulgar una Ley de Aseguramiento de Accidentes de trabajo en 1894. 
Como otros países de nuestro entorno  occidental, posee dos sistemas 
diferenciados para la gestión de las contingencias derivadas de accidentes 
y enfermedades, en función de que su origen ha sido laboral o no. 

La participación de los interlocutores sociales en la seguridad y salud 
en Alemania está muy institucionalizada. Baste mencionar que la Consti-
tución alemana obliga a consultar a los interlocutores sociales respecto a 
los procedimientos legislativos que se inicien relativos a la seguridad e 
higiene de los trabajadores.3 El modelo público alemán de prevención de 
riesgos laborales se sustenta en las Berufsgenossenschaften,  asociaciones 
profesionales que se corresponderían con las Mutuas de Accidentes de 
Trabajo y Enfermedades Profesionales españolas, aunque con bastantes 
diferencias en su concepción y modelo de gestión que no permiten ser 
explicadas en el marco de estas breves notas. Sin embargo, una de ellas 
resulta relevante a los efectos de este artículo, y es que los interlocutores 
sociales están representados y participan en los órganos de decisión de 
estas Mutuas - denominémoslas así - las principales instituciones que 
desarrollan tareas de prevención.

La legislación alemana más importante sobre salud y seguridad que 
incluye los riesgos y el estrés psicosociales está constituida, en primer 
lugar, por la Ley de Seguridad e Higiene (Arbeitsschutzgesetz) que en su 
artículo 3 establece la obligación para los empresarios de tomar las medi-
das necesarias  y actuar sobre los factores condicionantes que afectan a la 
salud y seguridad de los trabajadores en su puesto de trabajo con el fin de 
evitar los riesgos laborales. 

Más concretamente, al definir los principios generales de la actuación 
de los empresarios, el artículo 4 adopta un enfoque amplio al exigir que 
los riesgos psicosociales se tengan en cuenta en el momento de realizar 
las evaluaciones de riesgo. 

Para terminar con el resumen del marco legal aplicable, además de la 
Ley sobre los médicos de empresa, los ingenieros de seguridad y otros 
especialistas en la seguridad en el trabajo (Arbeitssicherheitsgesetz), habría 
que citar los libros Quinto y Séptimo del Código Social que tratan este 
tema. El concepto de “tarea preventiva ampliada” introducido en 1996 
incluye el deber de las Mutuas de aconsejar y apoyar a empresarios y 
trabajadores en los aspectos relacionados con la salud, lo que incluye los 
factores psicosociales. Finalmente, hay que mencionar que algunas Orde-
nanzas establecen obligaciones sobre aspectos psicosociales.4

2  Información basada en gran parte en un estudio elaborado por Helmut Hägele (ISG- Institut 
für Sozialforschung und Gesellschaftspolitik GmbH. Köln) en el marco del estudio coordinado 
por LABOUR ASOCIADOS para la Comisión Europea

3  Las organizaciones más importantes son la Confederación Alemana de Sindicatos (DGB) y 
la Confederación Alemana de Asociaciones Empresariales (BDA).

4 Por ejemplo, la Ordenanza sobre centros de trabajo con unidades de visualización 
(Bildschirmarbeitsplatzverordnung), en cuya sección 3 se precisa que deben identificarse y eva-
luarse también los riesgos psicosociales como parte de la evaluación general de riesgos.

Respecto al impacto de la legislación comunitaria sobre salud y seguri-
dad en Alemania, como en la gran mayoría de los Estados miembro de la 
Unión Europea, la transposición y aplicación práctica de la Directiva 
Marco 89/391/CEE supuso en general una influencia positiva. Esta in-
fluencia se manifestó especialmente en una mayor atención pública hacia 
los problemas derivados de la falta de seguridad, así como en las medidas 
que fueron tomadas en el campo de los riesgos psicosociales, incluido el 
estrés. No obstante, varios análisis recientes señalan que siguen existien-
do insuficiencias en la aplicación de la Directiva5. Los principales déficits 
que se han mencionado conciernen a la situación en las PYMES, así como 
en el sector público. 

El elemento común es que los riesgos psicosociales no son todavía su-
ficientemente tenidos en consideración en la evaluación de riesgos y 
cuando ésta se realiza, se aprecia una aplicación  en muchos casos inco-
rrecta de todos los pasos necesarios para proceder a realizar una evalua-
ción de riesgos de calidad, incluyendo una evaluación de los efectos de 
las medidas tomadas. 

Los resultados de un estudio realizado en 2004 entre una muestra re-
presentativa de comités de empresa mostró que aproximadamente la 
mitad de los centros de trabajo con más de 20 trabajadores habían llevado 
a cabo al menos una evaluación de riesgos en el centro desde la introduc-
ción de la Ley de Seguridad e Higiene en 1996. Otro 10% contestó que tan 
solo se había llevado a cabo parcialmente. Estos datos dejan fuera a los 
centros de trabajo en los que no existe representación de comités de em-
presa - lo que supone prácticamente la mitad de los trabajadores alema-
nes - y donde, presumiblemente, la situación respecto a la realización de 
la evaluación de riesgos no sea mejor.

La situación anterior a la firma del AMET

Con esta situación legal e institucional, no es de extrañar que ya a prin-
cipios de este siglo, los riesgos psicosociales en el trabajo en Alemania fi-
gurasen como un tema propio en la agenda de las relaciones laborales en 
el marco de la empresa. Los agentes sociales, especialmente los sindica-
tos, habían promovido distintas medidas dirigidas a gestionar este tipo 
de riesgos.  En el Congreso bienal sobre seguridad y salud en el trabajo 
denominado “A plus A”6 de 1999 y 2001, la Confederación Alemana de 
Sindicatos (DGB) organizó distintos actos y ofreció información sobre el 
estrés psicosocial7, actividades que continuaron posteriormente mediante 
iniciativas para aumentar la sensibilización pública, la formación de los 
miembros de los comités de empresa en el sector privado y los comités de 
personal en el sector público. Por ejemplo, se creó y desarrolló una red de 
asesoramiento y consulta para los comités de empresa y de personal, in-
cluyendo el estrés psicosocial en la agenda de las Mutuas.

5  Hägele, H.: Social partners’ Involvement in Risk Assessment at the Workplace in Germany 
(Implicación de los Interlocutores Sociales en la Evaluación de Riegos en el Centro de Trabajo 
en Alemania). Informe nacional para el Ministerio de Empleo de Francia, Colonia. 2008.

6  Esta exposición es un evento líder a nivel mundial en su campo, y recibe más de 50.000 
visitantes. Aproximadamente 6.000 de ellos participan en el congreso que se realiza simultá-
neamente.

7  Schröder, M.: Eröffnungsrede - Manuscrito, Berlin 2003.
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Además, en 2002, el Ministerio Federal de Empleo y Asuntos Sociales, 
apoyado por los sindicatos, lanzó la iniciativa “Nueva calidad del traba-
jo” (INQA), que incluía la acción “Juntos contra el Estrés” (Gemeinsam ge-
gen Stress). Para los sindicatos alemanes, resultaba evidente que la evalua-
ción de riesgos es uno de los elementos clave para mejorar las condiciones 
de trabajo, por lo que defendían incluir los factores psicosociales en las 
evaluaciones de riesgos e identificar y adoptar las medidas adecuadas.

Es conveniente recordar que en Alemania no existe una definición co-
mún para estrés, ni para los factores que lo pueden causar. La definición 
utilizada por la institución alemana de estandarización (DIN EN ISO 
10075) establece que el estrés mental “es la suma de todos los factores que 
tienen un efecto psicológico sobre las personas y cuyo efecto es psicológi-
co”. El estrés se define como una situación desagradable para el individuo 
causada por peligros psicológicos. La persona vive esa situación como 
amenazadora, o crítica, o inevitable, o relevante8. La definición de estrés 
psicológico se utiliza en los materiales de difusión como folletos y guías 
para la integración de los aspectos psicológicos en las evaluaciones de 
riesgo que publican las autoridades públicas9. Con frecuencia se utiliza 
estrés psicológico como sinónimo del término estrés, aunque el estándar 
oficial establece una diferencia entre los dos.

En este sentido, tanto el enfoque como el significado con que se utiliza 
el término estrés están cercanos a la definición y descripción que se hace 
del mismo en el AMET. Es decir, el estrés laboral representa más que una 
enfermedad, un síntoma que requiere averiguar la causa que lo origina y 
no todos los factores estresantes conducen necesariamente a una enfer-
medad. Más aún, existe un consenso generalizado en que las personas 
reaccionan de forma individualizada y muy diferente al estrés.

La posición de los agentes sociales en la implementación

Derivado del compromiso adoptado en el Acuerdo, las organizaciones 
patronales y sindicales  que representan a los interlocutores sociales ale-
manes a nivel europeo informaron a sus miembros afiliados sobre el 
mismo. Desde una perspectiva organizativa, la implementación del 
AMET por los agentes sociales alemanes fue realizada sobre todo por las 
organizaciones territoriales y sectoriales afiliadas a la DGB y a la BDA, 
aunque el nivel de empresa fue tenido muy en cuenta. 

Los interlocutores sociales alemanes, de forma conjunta o por separa-
do, organizaron y/o participaron en varias conferencias y seminarios 
donde presentaron (a veces juntos y a veces no) el Acuerdo marco euro-
peo a un público muy diverso, desde expertos de salud y seguridad  y de 
prevención a personal de gestión y ejecutivos, etc. 

Dentro de las actividades de difusión, se publicaron artículos en me-
dios específicos dirigidos a los actores implicados por el mismo, como los 

8  BAuA (Hrsg.): Toolbox  Version 1.1 - Instrumente zur Erfassung und Bewertung psychischer 
Belastungen: Handbuch, Dortmund 2005.

9  BAuA/INQA (Hrsg.): Integration der psychischen Belastungen in die Gefährdungsbeurteilung 
- Handlungshilfe, Dortmund 3. Aufl. 2008.

formadores, los trabajadores de las Mutuas, etc. Las organizaciones de 
empleadores y sindicales de carácter sectorial, por su parte, también lle-
varon a cabo varias acciones, juntos y por separado, como seminarios, 
folletos, CDs de información, etc.10 

Sin embargo, la labor de las autoridades públicas, por ejemplo, a través 
de los inspectores de trabajo, para apoyar la implementación fue comple-
mentaria o prácticamente inexistente - se trataba de un acuerdo autóno-
mo - y los inspectores de trabajo y los institutos laborales) se centraron 
más aún en su propia actividad. 

La posición de los sindicatos alemanes no fue especialmente positiva 
durante el proceso de  negociación del Acuerdo. Los argumentos princi-
pales utilizados se referían a que el estrés laboral no es un concepto sufi-
cientemente concreto o al menos comúnmente aceptado, así como que un 
Acuerdo europeo no era el instrumento apropiado para hacer frente al 
complejo problema de los riesgos psicosociales, particularmente por la 
falta de obligatoriedad legal del acuerdo y, consecuentemente, su falta de 
exigibilidad ante los tribunales de justicia.

Además, como suele ser habitual en otros campos de las relaciones la-
borales, los sindicatos alemanes temían y temen que el nivel alemán de 
protección de las condiciones de trabajo, que suele estar definido por le-
gislación, pudiera descender como consecuencia del Acuerdo conjunto 
alcanzado por los interlocutores sociales europeos. 

Por el contrario, las organizaciones empresariales se encontraban ma-
yoritariamente a favor del AMET, argumentando que el enfoque amplio 
con que se entiende el estrés laboral en el Acuerdo permite alcanzar solu-
ciones a la medida de las necesidades en cada ámbito de negociación, es-
pecialmente en el nivel de empresa a través de los acuerdos alcanzados 
entre los interlocutores sociales. También como es la posición habitual de 
las organizaciones empresariales, el Acuerdo dotaba de un instrumento 
efectivo, fortalecía el diálogo social y no habría necesidad de adoptar me-
didas legislativas, a través de una directiva.

Como resultado de esta disparidad de criterios entre los interlocutores 
sociales alemanes, no es de extrañar que tan sólo se llevaran a cabo con-
juntamente unas pocas actividades, justo inmediatamente después de la 
firma del Acuerdo, que apenas tuvieron continuidad después.

El AMET  y la negociación colectiva

Obviamente, la negociación colectiva resulta un medio idóneo para 
desarrollar la implementación del AMET. En Alemania, la evaluación de 
riesgos como herramienta más importante para prevenir los riesgos psi-
cosociales, ha sido objeto de la negociación colectiva en el nivel de empre-
sa. En general, tanto antes como después de la implementación del 
AMET,  los convenios que hacen referencia a la promoción de la salud y/o 
a la seguridad e higiene en el trabajo no incluían los riesgos psicosociales, 
aunque parece que la situación evoluciona positivamente: en 2004, el 14% 
de empresas alemanas con comités de empresa (especialmente las empre-

10  “European Social Partners (ed.): Implementation of the European autonomous Framework 
Agreement on work-related stress”, Bruselas 2008, pág. 11.
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sas grandes) tenían al menos un convenio que trataba la promoción de la 
salud y la seguridad en el trabajo; es decir aproximadamente unos 285.000 
centros de trabajo tenían un acuerdo de este tipo. En una encuesta de 
2007, el porcentaje había aumentado hasta un 19,7%. 

En todo caso, las estadísticas disponibles no permiten realizar compa-
raciones fiables, si bien parece desprenderse de las mismas que la dimen-
sión de la salud y seguridad laboral ha mejorado en extensión y cobertura 
durante los últimos años, al menos en el nivel de empresa. No obstante, 
resulta difícil y desde luego muy aventurado, establecer una relación en-
tre la relativa mejora producida durante ese periodo y la implementación 
del AMET. Al contrario, otras opiniones señalan que este Acuerdo no 
afectó sustancialmente a la negociación de los convenios colectivos. 

A estos efectos, cabe destacar uno de los convenios colectivos más im-
portantes, firmado en junio de 2010 entre los interlocutores sociales del 
sector de la banca que cubre aproximadamente a 250.000 trabajadores en 
la banca pública y privada. Además del incremento salarial, los firmantes 
incorporaron una declaración conjunta dirigida a reducir el estrés entre 
los trabajadores del sector, particularmente entre aquellos que asesoran y 
aconsejan a los clientes sobre sus inversiones. Este colectivo se considera 
un grupo de riesgo por la gran presión que reciben debido a la necesidad 
de cubrir unos mínimos de ventas en productos financieros. 

Sin embargo, la declaración se aplica y es válida para todos  los demás 
trabajadores, al estipular que los directivos o encargados superiores  de-
ben evitar las cargas de trabajo inapropiadas en los subordinados. En 
particular, los objetivos (de ventas o de cualquier otro indicador) fijados 
deben ser justos, alcanzables, específicos y claramente formulados,  te-
niendo en cuenta las necesidades de los clientes. Los medios de comuni-
cación alemanes crearon el eslogan “Más dinero y menos estrés” para 
ilustrar el enfoque y el tratamiento dado por este convenio colectivo.11

Esta declaración debe contemplarse como una excepción en el contexto 
ya señalado de la escasa atención a los temas relacionados con la salud y 
seguridad que suelen formar parte de los convenios colectivos en Alema-
nia y que se reducen a la regulación del tiempo de trabajo (trabajo por 
turnos, duración de los descansos, flexibilidad del horario laboral, etc.) y 
la organización del trabajo en las personas de más edad, así como de 
otros grupos de trabajadores que precisan de una protección específica 
(por ejemplo, los trabajadores jóvenes). Es la legislación (leyes y ordenan-
zas) directamente la que se ocupa y regula otros aspectos de la salud y la 
seguridad.

Convenios de empresa

Como es conocido, los comités de empresa en Alemania están com-
puestos solo por representantes de los trabajadores y no por los sindica-
tos. Sin embargo, aproximadamente tres cuartas partes de los miembros 
de los comités de empresa son afiliados a los sindicatos y, obviamente, 
existe una importante cooperación entre ambas instancias de representa-

11  www.finanzen100.de/nachrichten/mehr-geld-und-schutz-vor-stress.htm
. 02.07.2010.

ción; por ejemplo, los sindicalistas pueden acceder a los centros de traba-
jo y participar en las reuniones del comité de empresa, si éstos lo acuer-
dan. Los comités de empresa pueden alcanzar acuerdos con la Dirección 
que afectan a las condiciones de trabajo, y sus cláusulas devienen vincu-
lantes y directamente aplicables. 

Desde la perspectiva de la jerarquía normativa, estos acuerdos no pue-
den empeorar las condiciones acordadas en los convenios de ámbito su-
perior (sectoriales) en cuanto a remuneración u otros aspectos laborales o 
sociales. 

Por su parte, en el informe conjunto elaborado por los interlocutores 
sociales europeos sobre el resultado de la implementación del Acuerdo se 
señala que el AMET dio lugar a la firma de convenios colectivos a nivel 
de empresa, tanto en el sector privado como público.  En general, los 
agentes sociales alemanes consideraron que la conclusión de estos acuer-
dos se ha visto favorecida por el AMET, al establecer procedimientos en 
la organización del trabajo y en el flujo interno de comunicación con el 
objetivo de reducir el estrés laboral.12 

Además de los ejemplos que los interlocutores sociales europeos sumi-
nistraron en el Informe conjunto elaborado en 2008, existe dificultad para 
constatar si se han producido más acuerdos en el sector privado que ha-
yan incorporado el AMET. Esta dificultad se debe a varios motivos, uno 
de ellos es que en los centros de trabajo y en las empresas habitualmente 
se celebran una pluralidad de acuerdos de carácter laboral, además de los 
convenios, por lo que resulta complicado realizar un seguimiento de di-
chos acuerdos. Además, no es fácil obtener datos empíricos sobre conve-
nios de empresa: incluso en la recopilación documental más importante 
de convenios colectivos, que consta de más de 10.000 documentos, no se 
pueden identificar aquellos que puedan clasificarse como  relacionados 
con el estrés laboral, para lo que sería necesaria una investigación ex-
haustiva que pudiera ofrecer información más detallada. Este déficit de 
información refleja también la relativa, por no decir escasa, importancia 
que se concede al estrés en las relaciones laborales. 

Una implementación con repercusión limitada 

En resumen, la valoración sobre la implementación del AMET en Ale-
mania muestra luces y sombras. Por una parte, no supuso la adopción de 
ninguna acción legislativa ni se llevó a cabo ninguna modificación legal. 
Tampoco se produjo un acuerdo general a nivel nacional entre los interlo-
cutores sociales que facilitase o canalizase la implementación, por lo que 
no se generaron obligaciones entre las partes y, de este modo, pudiera ser 
llevado ante los tribunales nacionales. 

El AMET supuso un impulso o una recuperación del debate sobre to-
dos los aspectos relacionados con el estrés laboral, debate favorecido por 
la multitud de actividades de difusión que se realizaron (como por otra 
parte, ocurrió en la gran mayoría de los Estados miembro). En este senti-
do, contribuyó a una mayor concienciación y comprensión sobre la im-

12  “European Social Partners (ed.): Implementation of the European autonomous Framework 
Agreement on work-related stress”, Bruselas 2008, pag. 23.
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portancia y relevancia del estrés en el trabajo, especialmente en el sector 
público y en las pequeñas empresas.

Como consecuencia de la necesidad de implementar el Acuerdo - re-
cordemos que el Acuerdo es jurídicamente vinculante y su implementa-
ción también, aunque pueda realizarse de distintas formas de acuerdo 
con las peculiaridades nacionales -, se reavivó el debate sobre el estrés y 
muchos directivos de las empresas y sindicalistas y representantes de los 
trabajadores se enfrentaron a este tema por primera vez. No solamente el 
AEL promovió el debate, sino que lo hizo sobre bases más objetivas, pro-
porcionando una cierta metodología para la discusión de los temas más 
relevantes.

La cuestión sobre el valor añadido aportado por el Acuerdo respecto a 
la situación anterior existente en Alemania no puede responderse de for-
ma categórica. Para algunos sindicalistas,  la contribución del AMET para 
mejorar el tratamiento del estrés en términos de eficacia o de aumento de 
protección de la salud de los trabajadores podría considerarse como rela-
tivamente baja.

La falta de obligatoriedad en la aplicación del contenido del AMET es 
uno de los aspectos más criticados por parte de los sindicatos alemanes. 
A ello añadieron que, en principio, el AEL sólo afectaría a los trabajado-
res y empresas afiliados de los interlocutores sociales que suscribieron el 
Acuerdo autónomo en cada Estado miembro; es decir, no se aplicaría en 
empresas que no sean miembros de la organización empresarial que sus-
cribió el Acuerdo o bien cuando no existe una representación sindical 
suficiente en la empresa para garantizar su aplicación. Esta reserva no se 
puede aplicar al sector público, en el que la tasa de afiliación sindical está 
por encima de la media.

El debate sobre la idoneidad del medio elegido para afrontar este tema 
sigue existiendo entre los sindicatos alemanes. Existen dudas sobre si los 
acuerdos autónomos no vinculantes suscritos entre los agentes sociales 
son la forma adecuada de hacer frente a temas complejos relacionados 
con la salud y seguridad, como el estrés laboral, especialmente en un sis-
tema de relaciones laborales como el alemán, que ya está muy regulado 
de por sí.

Claves del debate sobre estrés laboral

Distintos aspectos del estrés laboral sigue siendo objeto de discusión 
en Alemania. En primer lugar, el más importante tiene que ver con la 
constatación de la baja cobertura que se proporciona al estrés en el marco 
de la evaluación de riesgos, es decir, apenas se considera esta dimensión 
en el momento de la identificación y valoración de los riesgos. En segun-
do lugar, continúa siendo un concepto polémico desde la perspectiva 
médica y laboral, insistiéndose en su complejidad y sofisticación.  A ello 
se une que no existe una definición común de estrés ni una posición com-
partida sobre su alcance en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo. 

Por ejemplo, las autoridades laborales en las regiones (Länder) abogan 
para que la salud y seguridad no contemple algunos de los factores que 
pueden considerarse como causantes del estrés laboral. 

En su opinión, la ansiedad por la pérdida del trabajo, los salarios bajos, 
o bien las incertidumbres generadas en los trabajadores por la demanda 
de mayor flexibilidad requieren enfoques psicológicos más exhaustivos 
que el que puede ofrecer la salud laboral13. 

Por otra parte, la controversia es notable respecto a la influencia y efec-
tos de ciertos factores causales del estrés laboral, como el comportamien-
to de los superiores jerárquicos, los conflictos entre compañeros de traba-
jo y otros problemas de índole social y personal. 

Otro aspecto en discusión son los problemas relacionados con formas 
válidas, fiables y objetivas de medición y evaluación del estrés y de los 
riesgos psicosociales en general14, lo que conlleva la necesidad de un ex-
pertise profesional cualificado para la aplicación de procedimientos que se 
consideran complejos. 

También se polemiza sobre la diferenciación entre factores relaciona-
dos con el trabajo y aquellos que no lo son, así como sobre las influencias 
multifactoriales (factores laborales combinados con factores privados). 
Una encuesta entre expertos de salud y seguridad muestra que 39% de 
las causas de estrés psicológico están relacionadas con el trabajo. 26% de 
los factores causales están relacionados con desarrollos sociales, 24% con 
la familia, y 11% con el tiempo libre.15

Los sindicatos siguen señalando a las pequeñas empresas como las que 
están más estresadas, como consecuencia de los obstáculos que existen 
para aplicar una evaluación de riesgos adecuada. También se mencionan 
las deficiencias existentes en este aspecto en el sector público.

Por su parte, los empresarios y sus organizaciones insisten en que el 
estrés puede tener una relación más amplia con el inevitable dinamismo 
de la economía y la competitividad de las empresas, así como la necesaria 
adaptación al cambio: en resumen, el estrés laboral puede también consi-
derarse en esa dimensión, lo que añade incertidumbre en su calificación. 
Por ello, propugnan que  las medidas que se tomen deberían tener un 
enfoque más individual.

Finalmente, sobre todo los sindicatos alemanes alertan sobre las nue-
vas formas de estrés psicológico, ejemplificadas en el “presentismo” (tra-
bajadores enfermos que van a trabajar) que se encuentran fuera del ámbi-
to del AMET, por lo que no pueden ser tratadas con los instrumentos que 
proporciona el Acuerdo.

13  Länderausschuss für Arbeitsschutz und Sicherheitstechnik (Hrsg.): Integration psychischer 
Belastungen in die Beratungs- und Überwachungspraxis der Arbeitsschutzbehörden der 
Länder, LV 52, o.O. 2009, p. 14.

14  Metz, A.-M.; Degener, M.; Pitack, J.: Erfassung psychischer Fehlbelastung unter den As-
pekten Ort und Zeit, Forschungsbericht 1026, Dortmund u.a. 2004.

15  Paridon, H.: Ausmaß, Stellenwert und betriebliche Relevanz psychischer Belastungen bei 
der Arbeit. Ergebnisse einer Befragung von Arbeitsschutzexperten, iga-report Nr. 5, Dresden/ 
Essen 2004, p. 15.
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3. La gestión del estrés laboral en Suecia: el impacto de los 	
acuerdos comunitarios16

La situación anterior al Acuerdo Marco Comunitario

Igual que ocurría en Alemania, el estrés laboral ya había sido un tema 
relevante en la agenda institucional, en la legislación y en las relaciones 
laborales, en el marco de la cooperación, a nivel central y local, entre los 
interlocutores sociales con anterioridad a la firma del AMET. La recon-
versión industrial que tuvo lugar durante los años 60 del siglo pasado 
hizo del estrés laboral un tema de dialogo entre sindicatos. LO - la mayor 
federación sindical de trabajadores manuales (blue collar)- ya encargó un 
informe sobre los cambios en la organización en la economía moderna 
(Dahlström et al., 1966) cuyos resultados sobre los aspectos psicosociales 
fueron muy controvertidos. Otro informe posterior en 1970 (Bolinder & 
Ohlström, 1971) expuso con detalle la existencia de varias formas de es-
trés laboral entre los trabajadores de casi todos los sindicatos que forman 
parte de la federación LO. 

Otras investigaciones realizadas sobre estrés, organización del trabajo 
y aspectos conexos (por ejemplo, Gardell, 1976) demostraron la importan-
cia del problema del estrés laboral, contribuyendo a su conceptualización 
teórica. Como resultado de estos trabajos, el estrés fue incluido entre las 
reformas laborales que se realizaron en los años 70 sobre distintos aspec-
tos de las condiciones de trabajo, incluyéndolo como parte de las condi-
ciones del entorno 

A pesar de tales reformas de los años 70, el número de demandas rela-
tivas a la salud de los trabajadores creció rápidamente durante los años 
80. Muchas de ellas estaban relacionadas con los riesgos ergonómicos que 
dan lugar a daños músculo-esqueléticos, pero también se registraron 
varios casos relacionados con el estrés. Como consecuencia de esta pre-
sión,  el estrés laboral fue considerado como uno de los factores principales 
que contribuía a los problemas ergonómicos (SOU 1990:49), modificándose la 
Ley sobre condiciones de trabajo en 1991 para subrayar la dimensión  psico-
social y el deber de los empresarios de gestionar activamente también los 
riesgos psicosociales que afectasen a la salud de los trabajadores.

En este contexto, los interlocutores sociales suecos participaron activa-
mente en la negociación del acuerdo sobre el estrés laboral a nivel euro-
peo, probablemente con la intención de que contribuyeran a promover 
aún más las actuaciones en el nivel nacional. 

La posición de los agentes sociales en la implementación del AMET

La dinámica de las relaciones laborales en Suecia, su tradición y cultu-
ra, es la base de cultivo para que los interlocutores sociales cooperen en 
temas de estrés laboral y entorno laboral, lanzando iniciativas a nivel 
central y local.  

16  Información basada en gran parte en un estudio elaborado por Kaj Frick en el marco del 
estudio coordinado por LABOUR ASOCIADOS para la Comisión Europea.

Las organizaciones empresariales y sindicales suecas acordaron imple-
mentar el acuerdo mediante la elaboración de unas orientaciones y reco-
mendaciones a sus afiliados. En sus directrices sobre cómo aplicar el 
AMET, los agentes sociales señalaron la necesidad de adaptar las acciones 
a las condiciones cambiantes del entorno, y especialmente a la situación 
de las pequeñas empresas. Las numerosas iniciativas que se adoptaron 
voluntariamente, y con frecuencia de forma conjunta, en desarrollo del 
Acuerdo europeo incluyen, por ejemplo, guías y materiales de informa-
ción y de formación conjunta, así como otro tipo de proyectos, algunos de 
los cuales contaron con recursos para apoyar la realización de medidas 
relacionadas con el estrés laboral en el nivel local y de empresa. 

Hay que reseñar que la mayoría de estas iniciativas contra el estrés la-
boral forman parte de actuaciones más amplias dirigidas a mejorar el 
entorno laboral y las condiciones de trabajo. Las acciones en el sector pú-
blico fueron incluso más numerosas. 

Es decir, se realizaron muchas iniciativas voluntarias para implemen-
tar el AMET, aunque muchas de ellas se habían diseñado y comenzado a 
poner en marcha antes de su firma, por lo que en bastantes ocasiones no 
hacen referencia al mismo. En cualquier caso, forman parte de la imple-
mentación del Acuerdo europeo y muchas de estas medidas se tomaron 
con la cooperación de los interlocutores sociales, tanto a nivel nacional 
como a nivel local y de empresa. Varias de ellas de carácter voluntario  se 
describen en el Informe conjunto elaborado por los  interlocutores socia-
les europeos en 2008, ya citado. 

A pesar del buen entendimiento en la implementación y de la coopera-
ción, los interlocutores sociales tienen valoraciones distintas sobre cómo 
se ha implementado el AMET. Los empresarios opinan que la combina-
ción de la legislación obligatoria existente sobre este tema, junto con la 
supervisión de la SWEA y las iniciativas de carácter voluntario adoptadas 
en colaboración con los sindicatos son la mejor forma para tratar la com-
plejidad de los riesgos relacionados con el estrés laboral y, por lo tanto, 
para implementar el acuerdo. 

En cambio, los sindicatos difieren de esta opinión y creen que queda 
mucho por hacer, e incluso dudan de que se haya hecho lo suficiente para 
la implementación legal del AMET. Argumentan dos razones principal-
mente. En primer lugar, la supervisión que realiza la SWEA es débil, ya 
que se ha reducido drásticamente la  financiación y el número de inspec-
tores de trabajo y, por tanto, la tarea que realizan. Además, tras las fuer-
tes críticas recibidas por los empresarios, la SWEA tampoco se ha mostra-
do activa en la aplicación de las normas más concretas referidas a los 
riesgos psicosociales. Como consecuencia, los inspectores pueden super-
visar en pocas ocasiones cómo los empresarios actúan cuando detectan 
riesgos de estrés.

En segundo lugar, los sindicatos opinaron que la implementación legal 
del AMET hubiera requerido que se incluyeran cláusulas vinculantes en 
los convenios colectivos de ámbito sectorial. Sin embargo, los empresa-
rios se negaron a ello, argumentando que se trataba de una doble regula-
ción.
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La negociación colectiva y el AMET

El sector privado, que cuenta con el 69% de todos los empleados, está 
formado por unas 300.000 empresas. Aproximadamente 60.000, que re-
presentan una gran mayoría de todos los trabajadores empleados en el 
sector privado, son miembros de las organizaciones empresariales secto-
riales dentro de Svenskt Näringsliv. Estos sectores abarcan aproximada-
mente entre 500 y 700 convenios colectivos (Kovar, 2010) y en bastantes de 
ellos se pueden encontrar convenios-guía y proyectos de cooperación que 
buscan luchar contra el estrés laboral. Algunos ejemplos son: 

- El Convenio-Guía sobre condiciones de trabajo (o entorno laboral) del 
sector del Acero, Procesamiento de Metal y Minería que parafra-
seando el contenido del AMET establece que “Se realizarán esfuer-
zos para organizar el trabajo con el fin de que los trabajadores pue-
dan influir en su situación laboral”. También afirma que, “ son im-
portantes las inversiones realizadas para modificar la organización 
del trabajo y así reducir las limitaciones y el control sobre las perso-
nas “. En este convenio, un grupo de trabajo conjunto ha investigado 
el entorno laboral en trabajos de oficina, centrándose en las condicio-
nes psicosociales. 

- Los interlocutores sociales en el sector de la construcción han iniciado 
un proyecto de investigación para estudiar el estrés laboral en pro-
yectos de construcción de distinta índole y en diferentes condicio-
nes.

- Los interlocutores sociales consideran la información y la formación 
como instrumentos estratégicos para aumentar la concienciación 
local sobre el estrés laboral y las actividades contra el mismo. Sin 
embargo, los cursos centrales de formación en temas de entorno la-
boral -llevados a cabo por Prevent, - se han visto reducidos en gran 
medida desde que el gobierno retiró los subsidios que recibían en 
2007. Para compensar esto parcialmente, Svenskt Näringliv y LO 
firmaron un acuerdo recientemente para subvencionar la formación 
a nivel nacional  en temas de entorno laboral con una dotación de 10 
millones de coronas suecas por año, desde 2010 a 2014. 

Los sindicatos apoyan en general las actuaciones que realizan las aso-
ciaciones empresariales de forma voluntaria, a menudo con acciones 
conjuntas, para evaluar y reducir el estrés laboral y otros riesgos del en-
torno laboral. Sin embargo, los sindicatos, especialmente los del sector 
privado, consideran que la implementación no ha sido plena y queda lejos 
de lo deseado (LO y Unionen, 2010). Su postura puede explicarse mejor a 
la luz de los siguientes hechos:

- La SWEA hizo circular en 2003 un borrador con su propuesta de dis-
posiciones sobre riesgos psicosociales. Los sindicatos lo aceptaron 
abiertamente mientras que los empresarios lo criticaron con dureza, 
ya que interferiría en su prerrogativa empresarial. Los empresarios 
abogaron por la cooperación voluntaria de los interlocutores sociales 
en estos temas, y no por la regulación de los mismos

-En 2004, la SWEA informó a los interlocutores sociales que se había 
cerrado el proyecto de disposiciones. Los motivos que argumentó 

para esta decisión fueron la fuerte oposición de los empresarios y, a 
su vez, el entonces reciente acuerdo europeo firmado para orientar 
las acciones futuras contra el estrés laboral

- En 2007, los sindicatos del sector privado incorporaron cláusulas vin-
culantes relativas al entorno laboral en la negociación de los nuevos 
convenios colectivos. Sin embargo, los empresarios rechazaron estas 
clausulas (con una excepción, ver más abajo), oponiéndose, una vez 
más, a que las condiciones de trabajo estuviesen bajo la supervisión 
de la Ley sobre Entorno Laboral, y al mismo tiempo,  reguladas a 
través de la negociación sectorial.

La única excepción de convenio colectivo vinculante es el suscrito en-
tre el sindicato de trabajadores de la electricidad (SEF) y los empresarios 
locales afiliados en EIO. Tras una huelga en 2004, el sindicato de electri-
cistas consiguió que los empresarios aceptaran incluir una serie de rei-
vindicaciones dentro del convenio colectivo. Entre ellas se encontraba 
una sección vinculante sobre condiciones de trabajo con mejoras que in-
cluían la posibilidad de alcanzar acuerdos para retrasar las fechas de 
instalación con el fin de reducir los niveles de estrés, que a su vez podrían 
haber dado lugar a riesgos sobre la seguridad. Como parte del convenio 
colectivo de carácter general alcanzado entre las partes, la sección 12:2 
contiene cuatro artículos que resumidamente  establecen que:

1. El empresario está obligado por ley y por este convenio colectivo a 
mantener un entorno laboral sano y saludable. Esto implica, por 
ejemplo, que el empresario organizará y planeará el trabajo de tal 
forma que el trabajador no esté expuesto a una carga de trabajo física 
o psicológica que pueda dar lugar a una enfermedad o a un acciden-
te.
2. Cualquier representante sindical o del sindicato local que conside-
re que no se está cumpliendo con el deber legal del empresario de 
velar por la salud y seguridad de los trabajadores, lo notificará inme-
diatamente al empresario.
3. El empresario se reunirá lo antes posible con el sindicato para de-
cidir las medidas que se llevarán a cabo. Si no se llega a un acuerdo 
al respecto, en un plazo máximo de cinco días las partes acudirán 
conjuntamente a la oficina local de la Autoridad Sueca de condicio-
nes de Trabajo (SWEA) para obtener una decisión final sobre el asun-
to en cuestión.
4. El no cumplimiento con los deberes establecidos en la legislación 
y con la decisión final que se apruebe, constituirá una violación del 
convenio colectivo. Sin embargo, si se ha sancionado al empresario 
por este incumplimiento según la Ley sobre condiciones de trabajo, 
no se abonarán daños.

Por otra parte, excepto en el convenio firmado el 1 de abril de 2005 
(FAS 05) para trabajadores del sector público municipal, muy pocas medi-
das adoptadas para reducir el estrés laboral hacen referencia al AMET.
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Elementos para la valoración de la implementación del AMET

Dado el nivel anterior de concienciación y de experiencia de que dispo-
nían los agentes sociales suecos, puede deducirse que casi todas las ini-
ciativas tanto de carácter obligatorio como voluntarias adoptadas para 
implementar el acuerdo europeo forman parte de otras medidas más am-
plias que tuvieron su origen en el país antes de la firma del AMET. La 
implementación del acuerdo ha contribuido a modificar poco el estado de 
las cosas, al menos de una forma directa, aunque parece que su aplica-
ción sí ha podido tenido otros efectos indirectos.  

Uno de los efectos positivos del AMET ha sido que la Autoridad Sueca 
Laboral sobre Condiciones de Trabajo (SWEA) ha visto incrementadas sus 
competencias y la labor de supervisión con relación al estrés laboral y 
otros riesgos psicosociales. La función de supervisión se basa en la Ley 
sobre condiciones de trabajo que menciona los riesgos psicosociales, junto 
con el deber institucional de evaluar y, si es necesario, de actuar contra 
los riesgos del entorno laboral en general, psicosociales y de otra índole. 
Las actuaciones de esta Agencia se apoyan también en las disposiciones 
lo que se denomina la Gestión Sistemática del Entorno Laboral (SWEM), 
que transpone la Directiva Marco a la legislación sueca. Los interlocuto-
res sociales suecos se muestran de acuerdo en que la SWEM es el princi-
pal instrumento legal para introducir mejoras en el entorno laboral,  y 
por tanto para aplicar el AEL.

Existe un acuerdo generalizado entre los interlocutores sociales y la 
Autoridad SWEA de que la Gestión Sistemática del Entorno Laboral 
(SWEM) es el principal instrumento para reducir el estrés laboral. 

Se trata de un sistema, obligatorio, para vigilar y prevenir permanente-
mente la salud y seguridad en el trabajo. Las múltiples iniciativas singu-
lares iniciadas sobre el estrés - por ejemplo, sobre la formación para en-
tender este fenómeno u otros proyectos de reorganización del trabajo- se 
coordinaron a través de la SWEM en el nivel local. Es el empresario el 
responsable de organizar y dirigir las actividades de prevención, pero 
con la cooperación de trabajadores y sindicatos en todos sus aspectos, lo 
que incluye desde la definición de los problemas y objetivos hasta la rea-
lización de auditorías para la mejora de la eficacia de la SWEM.

Sin embargo, los resultados obtenidos son mejorables y existen datos 
de que el no cumplimiento con las disposiciones de la SWEM no se cum-
plen o no apropiadamente. Por ejemplo, según la Agencia SWEA en 2010, 
aproximadamente el 40 por ciento de las observaciones y notas de mejora 
(que podrían ser el equivalente a las actas de inspección españolas) seña-
lan que los empresarios deben corregir deficiencias en la gestión de los 
riesgos laborales. 

Varios estudios muestran que el estrés continúa siendo uno de los 
principales riesgos contra la salud, a pesar de las muchas medidas volun-
tarias adoptadas por los agentes sociales y de que la prevención y la ges-
tión sistemática (y sistémica) de los riesgos laborales tutelada por la 
SWEM ha sido obligatoria desde 1992. 

A pesar de que se han realizado varias investigaciones con conclusio-
nes claras, hasta ahora apenas se ha reconocido mayoritariamente la en-
fermedad de origen psicosocial como algo causado por el trabajo (Wester-

holm, 2008). Distintos estudios demuestran que las estadísticas de acci-
dentes de trabajo y enfermedades  subestiman en mucho los problemas 
de falta de salud laboral (Sundström-Frisk & Weiner, 2004). Y otros seña-
lan que el estrés laboral continúa siendo un grave problema. Por ejemplo, 
entre el 25 y 30 por ciento del profesorado sueco informa de problemas 
para conciliar el sueño varias veces por semana como resultado del estrés 
laboral17. 

Por tanto, todos los sindicatos aún consideran el estrés laboral como el 
mayor o uno de los mayores problemas del entorno laboral (LO, Unionen, 
Lärarförbundet y SACO, 2010). Los esfuerzos para realizar la 
implementación del AMET no han evitado que el estrés laboral constituya 
el peor de los riesgos laborales para la salud para los trabajadores del 
sector oficinas y uno de los peores para los trabajadores manuales.

4. Reflexión final

En resumen, en países como Alemania y Suecia, la situación previa a la 
firma del AMET ya suponía una atención consistente sobre los problemas 
derivados del estrés laboral. En ambos casos, no existía una legislación 
específica sobre el estrés, pero la obligación de identificar y evaluar los 
riesgos psicosociales, a través de diferentes métodos, ya se encontraba 
muy aceptada y desarrollada, contando con el apoyo institutcional de los 
organismos nacionales encargados de la salud y seguridad en el trabajo. 

Ello suponía una actitud pro-activa de las organizaciones sindicales y 
empresariales (en menor medida) a abordar y tratar este asunto. 

En este sentido, la firma del AMET no añadió en ninguno de estos dos 
países la adopción de medidas que pudieran considerase como nuevas o 
adicionales a las ya existentes con anterioridad a la firma del acuerdo. 
Todos los instrumentos que se utilizaron y las medidas tomadas fueron 
de carácter “blando“. Ni se introdujeron regulaciones legales ni se modi-
ficaron disposiciones ya existentes. 	

Sin embargo, la implementación del Acuerdo tuvo como efectos positi-
vos que sirvió para reiniciar o recuperar el  impulsar sobre cómo tratar la 
evaluación de los riesgos psicosociales.

17  Datos del informe conocido como AHA. Salem, 2010
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Resumen:
Las empresas españolas de mayores dimensiones están incorporando 

de una forma significativa “protocolos de gestión del acoso moral en el 
trabajo”. Aunque el número no es muy significativo todavía, sí empieza a 
consolidarse una experiencia muy relevante, en el plano cualitativo, para 
ser analizada con detalle. La clave no está en garantizar que se extienden 
suficientemente por buena parte de las empresas, sino en establecer un 
sistema de incentivos y controles que favorezcan su eficacia real, a fin de 
evitar incurrir en el error de intercambiar rituales protocolarios por prác-
ticas preventivas.

Abstract:
The great dimension Spanish companies are incorporating in a me-

aningful way “management protocols of work harassment”. Although the 
number is not already significant, it has grown as a very important expe-
rience in terms of quality, to be analyzed in detail. The key is not to gua-
rantee their extension enough in many of companies, but to set a system 
of incentives and controls to favour their current effectiveness, to avoid 
making the mistake of exchange formal rituals into preventive practices.

Palabras clave: 
Acoso moral en el trabajo, protocolos de prevención, acuerdo marco 

sobre violencia en el trabajo

Keywords:
Harassment at work, prevention protocols, Violence at work Fra-

mework Agreement

1. Introducción

Entre los riesgos psicosociales en el trabajo de mayor significación, más 
que en el plano cuantitativo –con ser relevante-, en el cualitativo –por ser 
muy graves las consecuencias que se derivan de su no prevención-, sigue 
ocupando el centro de la escena el “acoso moral en el trabajo”. Pese a los 
cada vez mayores pasos que se dan en torno a su sanción, incluyéndolo 
como una conducta típica penal –artículo 173 CP-, e incluso al reforza-
miento de las vías de tutela cautelar y reparadora que han supuesto nue-
vas leyes laborales, como es muy especialmente la reciente Ley 36/2011, 
de 11 de octubre, Reguladora de la jurisdicción social, lo cierto es que en 
el plano preventivo no contamos con una acrisolada experiencia. El con-
junto de las empresas españolas de más de 10 trabajadores –por debajo, 
que son la mayoría (más del 90%), no se suele analizar ante el coste que 
representaría tal investigación y los escasos efectos que produciría, por 
otro lado evidenciables sin la investigación-, se sitúa por debajo de la me-
dia de los países europeos en el llamado “ranking ESENER”. 

Nos referimos a la I Encuesta Europea realizada a directivos de empre-
sas y representantes de seguridad y salud, que ha arrojado luz, por vez 
primera –a su albur se han realizado algunas otras en el ámbito autonó-
mico, como es el caso de Andalucía-, en torno a cuánto se “preocupan” 
las empresas de este tipo de riesgos y, sobre todo, cuánto se “ocupan” 
realmente de hacer algo por evitar el riesgo, o al menos para corregir su 
existencia. Si la media europea está en torno al 30%, nosotros apenas al-
canzamos un 18%. Esta diferencia aún es mayor si de introducir procedi-
mientos sistemáticos de gestión se trata, pues el carácter residual que 
tienen todavía hoy en nuestra experiencia la implantación de “procedi-
miento de gestión del acoso en el trabajo contrasta con la profusión de los 
mismos en países como Suecia, Irlanda, Reino Unido, o, por citar países 
más pequeños, Bélgica. Como ha constatado el INSHT, la mejor forma de 
prevenir la violencia moral en las organizaciones laborales es, sin duda, 
adoptando medidas de tipo organizativo, entre las que debe incluirse un 
procedimiento interno o no judicial de prevención, a ser posible integral, de 
tal riesgo –Notas Técnicas Preventivas 891 y 892, que ofrece un análisis 
detenido de cómo podrían implantarse, sobre todo en el plano de la nego-
ciación-. 

Ahora bien, que no tengan una implantación sistemática, difundida en 
la vida cotidiana de las empresas, para hacer de ellos una práctica pre-
ventiva suficientemente relevante, tanto en el plano estadístico –la reali-
dad en cifras o representación numérica de la vida social y económica- 
cuanto operativo, en modo alguno significa que no exista ya un impor-
tante número de dispositivos de este tipo, en buena medida, en espera de 
su registro, análisis y evaluación para comprobar su eficacia. En esta di-
rección, serían ya varios centenares –no existen registros al respecto, ni 
tampoco estudios al respecto, pero estimamos que deben ser más de mil 
(en un registro de más de 2 millones de empresas, quizás no sea mucho 
en un plano estadístico, pero sí cualitativamente, atendiendo al dato ab-
soluto- las organizaciones que cuentan con diversos “protocolos” al res-
pecto, ya relativos al acoso laboral en todas sus formas, ya a algunas de 
sus modalidades. Pero ¿son experiencias exitosas?... ¿Los costes de su im-
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plantación –costes de transacción y costes de oportunidad- están bien 
empleados?

No pretendemos en este estudio adentrarnos en tan compleja cuestión, 
que exige técnicas de investigación más amplias y empíricas, habiéndose 
ya dado diversas iniciativas a tal fin –algunas en el marco del LARPSI-
CO-. Aunque en la sección relativa a exposición comentada de experien-
cias de acción preventiva se haya incluido un trabajo de la profesora Pilar 
RIVAS en esta línea, si bien para la Comunidad Autónoma de Cataluña. 
A ese respecto, debe subrayarse cómo las AAPP han dado un paso hacia 
adelante al respecto, destacando sendos Protocolos de la de la Adminis-
tración General del Estado (en adelante AGE) de 2011 –uno respecto del 
acoso moral, y el otro respecto del acoso de género-, evidenciando, no 
obstante, un cierto retraso respecto de otras autonómicas (Cataluña, Na-
varra, País Vasco…)-. Pero aquí buscamos un enfoque más limitado y 
previo, si bien necesario, como es el poner de relieve cuáles serían las 
principales claves que debería reunir un modelo tipo de protocolos de 
estas características, a fin de garantizar tanto la flexibilidad de adaptación 
a cada realidad organizativa cuanto una razonable seguridad en torno a 
sus características básicas y a su tasa de eficacia.

2. La reactivación de los protocolos de gestión del acoso en el 
trabajo como dispositivo preventivo

Como acabamos de decir, a pesar de su escasa dimensión en términos 
relativos y absolutos, no puede ya ignorarse que empieza a haber un vo-
lumen de “procedimientos internos” de gestión del acoso –en sus diver-
sas modalidades, integralmente, o solo para alguna de ellas-, que ofrecen 
una imagen bien diferente de lo que sucedía hasta hacer un par de años. 
Esta incipiente, pero constatada, activación de la experiencia de los proto-
colos de gestión preventiva del acoso moral en el trabajo responde a dife-
rentes motivos. No es tampoco el momento de llevar a cabo un análisis 
exhaustivo de esta más que evidente realidad experimental emergente. 
Bastará en este momento con llamar la atención sobre los principales ca-
nales que están incidiendo en este incremento de los protocolos de ges-
tión del acoso en el trabajo, cuya existencia ya en sí misma pone de mani-
fiesto un dinamismo evolutivo en el ámbito de la prevención de riesgos 
importante, aunque tal aumento no se acompañe de una mayor eficacia 
preventiva real, sobre las organizaciones, al menos de momento y sin 
perjuicio de la necesidad de verificar este dato con estudios de campo de 
amplio espectro, que den la fiabilidad necesaria a esta observación.

El primer factor importante para esta activación “protocolaria” es la 
puesta en práctica del mandato del artículo 48 Ley Orgánica de Igualdad 
entre Mujeres y Hombres. Esta proyección empresarial del mandato legal, 
a partir de procesos negociadores, más o menos formales, con los repre-
sentantes de los trabajadores, están constituyendo un factor importante 
de desarrollo, si bien, al mismo tiempo da lugar a más que notables con-
fusiones con la problemática de la igualdad de oportunidades y la lucha 
contra la violencia laboral de género. Un segundo factor significativo es la 
inclusión de los mismos en la negociación colectiva de sector, no ya sólo 
de empresa, sin duda en parte derivada de un mayor compromiso con el 

Acuerdo Marco Europeo sobre violencia y acoso en el trabajo –en adelan-
te AMEVA-, firmado en 2007 e introducido en nuestro sistema de relacio-
nes laborales en 2010, pero realmente el factor que incidiría más en ello es 
también la proyección convencional del mandato legal referido, esto es 
del artículo 48 LOIHM. 

Una tercera razón reside, sin duda, en la mayor actividad institucional 
sobre este tema, sobre todo a partir  de la multiplicación de actuaciones 
de la ITSS. No obstante, debe tenerse muy en cuenta que, a diferencia de 
lo que sucedería con las evaluaciones de riesgos psicosociales, la mayor 
parte de las cuales se están haciendo en nuestro país a partir del requeri-
miento inspector, estas actuaciones no suelen derivar en la incorporación 
a las empresas de un protocolo preventivo en materia. Finalmente, y 
como cuarta razón relevante, es igualmente evidente que en este ámbito 
comienza a tener un cierto calado, si bien sólo en las grandes empresas y 
de momento “sólo por goteo”, el modelo de la autorregulación de mejora 
basado en la llamada “responsabilidad social corporativa”. 

Sea como fuere, estamos ante una realidad emergente que conviene 
analizar en todas sus dimensiones, tanto cognitivas como institucionales. 
Aquí, sin embargo, nos limitaremos a exponer un modelo de análisis ba-
sado en las modernas técnicas de “normalización”, conforme a las cuales, 
desde pautas no estrictamente normativas, esto es, no directamente vin-
culantes, se fijan por las autoridades con poder social reconocido, además 
de institucional, un prototipo de autorregulación –unilateral o colectiva-, 
que ayude a las empresas a mejorar su acción. De este modo, se evitan los 
riesgos de una extremada dispersión y se posibilitan políticas de incenti-
vación de modelos más ajustados y, por tanto, con mayor fiabilidad en 
orden a su eficacia práctica, evitando incurrir en el error tan típico de la 
prevención de riesgos laborales, como es la de entender que para actuar 
preventivamente “basta” con realizar una conducta formalizada –como 
es el evaluar, o presentar un plan de prevención-, al margen de cuál sea la 
concreta realidad preventiva que deriva de ella.

3. El marco regulador de un eventual modelo de “normalización” 
de los procedimientos de gestión del acoso en el trabajo

España, al menos de forma aparente, no cuenta con un “modelo tipo” o 
“normalizado institucionalmente” de “código de conducta” o “código de 
buenas prácticas” al respecto. Sí existe, en cambio, en otras experiencias 
nacionales europeas –Irlanda-, o incluso fuera de la UE -Australia-. 

Al contrario, en nuestra experiencia jurídica parece dominar tanto la 
“incertidumbre normativa” al respecto como, en consecuencia, en aqué-
llas, todavía pocas, pero en crecimiento, prácticas llevadas a cabo, una 
gran “diversidad de prácticas de autorregulación”. Sin embargo, la reali-
dad reguladora es, a nuestro juicio, bien diferente. 

A día de hoy, sí que podemos encontrar las pautas normativas para 
delimitar un cierto “modelo-tipo regulador”, aunque sea a través de ins-
trumentos flexibles y, en todo caso, no vinculantes en sentido estricto 
–modelo de autorregulación soft law-. Dos son las piezas básicas para 
conformar ese marco regulador de la gestión de los conflictos derivados 
del riesgo de sufrir un proceso de acoso. 
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En primer lugar, la célebre Recomendación de 27 de noviembre de 1991 de 
la Comisión -Diario Oficial n° L 049 de 24/02/1992 p. 0001 – 0008-, relativa a 
la protección de la dignidad de la mujer y el hombre en el trabajo, y el 
“Código de Buenas Prácticas” que promueve en relación al acoso sexual, 
luego extendido a la modalidad de acoso por razón de sexo. Este instru-
mento tiene su raíz en la Resolución del Consejo de 29 de mayo de 1990 
sobre el mismo tema persigue implantar procedimientos adecuados para 
resolver el problema y evitar que se repita. A él llaman implícitamente los 
artículos 48 y 62 LO 3/2007, 22 de marzo, de igualdad efectiva entre mu-
jeres y hombres – LOIEMH-

Debe recordarse que a raíz de esta recomendación, el problema del 
acoso sexual fue reconocido por la mayoría de los Estados miembros, lo 
que se tradujo en la adopción o elaboración de textos legislativos en Bél-
gica, Francia, Alemania, Italia, Irlanda, Países Bajos y España, y de conve-
nios colectivos en determinados sectores en España, Reino Unido, Países 
Bajos y Dinamarca. No obstante, el “Informe de Evaluación de la Eficacia” del 
Código concluyó que la Recomendación y el Código de Prácticas no des-
embocaron en la aprobación de medidas suficientes para garantizar la 
instauración de un entorno laboral trabajo en el que el acoso sexual pu-
diera prevenirse y combatirse de manera eficaz. Dado que se trata de un 
ataque a la dignidad del individuo y de un obstáculo a la productividad, 
el problema merecía abordarse a nivel europeo, 

Desde esta perspectiva, se entiende que, de una parte, la evolución del 
posterior Derecho Antidiscriminatorio –desde el año 2000- tomara como 
un punto de referencia novedoso la adopción de medidas específicas con-
tra el acoso sexual, y también por razón de sexo, desde instrumentos 
vinculantes. La consulta a los interlocutores sociales hizo resurgir las 
discrepancias sobre el modo de luchar contra el acoso sexual, ya que las 
organizaciones patronales querían iniciativas nacionales y las sindicales 
un instrumento comunitario vinculante. De otra parte, y coincidiendo en 
que el acoso constituye un obstáculo para el “buen funcionamiento” –so-
cial y productivo- del mercado de trabajo, se reconocieron los conoci-
mientos prácticos y la experiencia que poseían los interlocutores sociales 
en la aplicación de medidas  contra el acoso sexual. Su acción podría pre-
sentarse en forma de un convenio europeo1. 

En segundo lugar, y en conexión con esta última afirmación, debe 
traerse a colación el Acuerdo Marco Europeo sobre violencia y acoso en el lugar 
de trabajo –en adelante AMEVA-. Este Acuerdo Marco Autónomo –no re-
forzado con una Directiva, sino eficaz sólo por el compromiso de influen-
cia de las partes europeas en sus afiliados nacionales- fue concluido por 
los actores sociales europeos el 26 de abril de 2007, y aplicado a la expe-
riencia española a través del Acuerdo de Negociación Colectiva para 2008 
–BOE 14 de enero-. 

1 Vid.  Comunicación de la Comisión, de 24 de julio de 1996, relativa a la consulta de los 
interlocutores sociales sobre la prevención del acoso sexual en el trabajo.

Con este acuerdo colectivo marco se viene a reforzar el papel del lla-
mado “diálogo social comunitario” como “vía de progreso” para las polí-
ticas de seguridad y salud en el trabajo2, así como para el desarrollo de 
las citadas políticas antidiscriminatorias, tal y como lo ha reconocido el 
propio AMEVA y avala la Comisión Europea. El Diálogo Social en gene-
ral, y la negociación colectiva en particular, pues, se revelaban como ins-
trumentos básicos tanto para la regulación como para la gestión de polí-
ticas de prevención del acoso.

Estos códigos de conducta-procedimientos de gestión están concebidos 
para su aplicación tanto en el sector privado como público, y en él se ani-
ma a los empresarios a que sigan las recomendaciones contenidas en ella, 
que resulte adecuada al tamaño y la estructura de su empresa. Para las 
pequeñas y medianas empresas, que suelen mantenerse al margen de 
estas prácticas, por su complejidad y coste, se resalta su flexibilidad, para 
adaptar algunos de los aspectos prácticos a sus necesidades específicas. 
El objetivo es garantizar que no se produzca el acoso –dimensión preven-
tiva- y, si ocurre, garantizar que se dispone de los procedimientos ade-
cuados para tratar el problema –dimensión correctora- y evitar que se 
repita –dimensión disuasoria-. Por consiguiente, pretenden fomentar la 
elaboración y la puesta en práctica de políticas y prácticas que establez-
can unos entornos laborales libres del acoso

Una cuestión importante para calibrar la eficacia de estos protocolos es 
recordar que una característica distintiva del acoso es que los trabajado-
res que lo padecen a menudo son reacios a quejarse. Por consiguiente, la 
ausencia de denuncias de acoso en un establecimiento determinado no 
significa que tal acoso no exista. Veremos cómo algunas empresas han 
respondido al cuestionario evidenciando que no hay “riesgo percibido”, 
lo que justificaría el que no hayan hecho nada específico hasta el momen-
to. Se olvida que tal silencio puede significar que las personas afectadas 
piensan que denunciarlo no sirve, que no se les tomará en serio, o temen 
las represalias. 

La aplicación de las recomendaciones preventivas y de procedimiento  
fijadas debería facilitar la creación de un clima laboral en el que esos te-
mores sean infundados. 

Sin duda, en estos instrumentos de regulación “suave” o blanda –“soft 
law”-, queda marcada la voluntad de reconocer una muy significativa 
flexibilidad en la autorregulación de estos procedimientos de gestión 
preventiva del acoso, en sus modalidades más diversas. Esta flexibilidad 
queda patente ya en la forma elegida para la plasmación del compromiso 
–renuncia a técnicas directamente vinculantes en el plano jurídico y a 
mandatos formulados de forma concreta, específica, para ser amplio 
“marcos de acción” adaptables-.

 Pero no menos cierto es que también es posible extraer de ellos una 
serie de pautas o un “catálogo de contenidos comunes de gestión” que 
deberían ser atendidos, como una suerte de “marco mínimo común deno-

2  Se insiste en ambos en que la ansiedad y el estrés que produce el acoso normalmente, 
antes o después, hacen que las personas que lo sufren pidan bajas por enfermedad, sean 
menos eficaces en el trabajo o dejen su empleo para buscar otro. A menudo los trabajadores 
sufren, además de las consecuencias negativas del propio acoso, el perjuicio para sus pers-
pectivas laborales a corto y a largo plazo que supone el verse obligados a cambiar de em-
pleo.
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minador”, por los diversos sujetos reguladores, ya sea a través de instru-
mentos de autorregulación unilateral –normativas de carácter interno- o 
bilateral –negociación colectiva-3.  

4. Claves básicas de ese eventual “modelo tipo normativo”

Estas pautas comunes pueden sintetizarse como sigue:
1º) Acotación de su ámbito funcional. Para el AMEVA, es reco-

mendable un procedimiento unitario de gestión preventiva y 
resolutoria –correctora- de las situaciones de acoso, de modo 
que incluya las diferentes formas o modalidades de acoso. En 
cambio, esta vocación expansiva, no debería confundirse con 
la un afán de inclusión de cualquier riesgo psicosocial, máxi-
me sin con ello se confunden “evaluación” e “intervención”

Esta opción unitaria del AMEVA, que en parte se aparta, pero sólo de 
modo parcial, de la visión más especializada del Código de Buenas Prác-
ticas de la Comisión respecto del acoso sexual, no dejará luego de suscitar 
problemas significativos de gestión. Entre otros, los conflictos que abre, a 
veces en potencia y otras realmente, entre los órganos de gestión del pro-
tocolo, pues aparecerá la tensión, incluso en la parte social, entre las “co-
misiones de igualdad” y los demás órganos, como el comité de seguridad y 
salud en el trabajo-. Pero, sea como fuere, lo cierto es que, según luego se 
analizará en detalle –cuantitativo y cualitativo- comienza a ser una prác-
tica seguida, sobre todo en los protocolos que se establecen a través de la 
negociación colectiva, y encuentra tanto razones normativas –el impulso 
normativo a los mismos que se deriva del artículo 48 LOIMH, que apare-
ce como una “factor de oportunidad” para los protocolos relativos a la ges-
tión del acoso laboral, respecto de los que hay una mayor duda legal-, 
como de eficiencia –menores costes por ser único el órgano gestor, mayor 
economía de escala, mejor difusión de la cultura que está en la base de 
todos estos comportamientos: el respeto a las personas en igualdad de 
dignidad-, para afianzarse, por lo que habrá que encontrar mecanismos 
que resuelvan tales tensiones de gestión y los “costes de transacción” que 
generan. 

En este sentido,  y por citar dos muy recientes y especialmente relevan-
tes, destacan el “protocolo de gestión del acoso” laboral, en todas sus moda-
lidades, del XIV Convenio Colectivo de la Industria Química – uno de ámbi-
to sectorial estatal-, y el “protocolo de gestión del acoso” del Convenio Colecti-
vo de Telefónica SAU –uno de ámbito empresarial estatal-. También, entre 
muchos otros, el Protocolo de la Agencia Estatal CSIC, que incluso llega a 
incluir en su ámbito funcional, sin perjuicio de que, como luego se verá, 
opere una restricción fuerte por vía de las técnicas de exclusión particu-
lar de conflictos que no respondan a situaciones de acoso moral muy 
graves, tanto “a situaciones de acoso” como de “estrés laboral” – II.1 (ob-
jeto del protocolo)-. También incorporan, en esta línea de vocación fun-
cional expansiva para el ámbito de actuación, otras “conductas inapropia-

3  Vid. MOLINA NAVARRETE, C. El Acuerdo Marco Comunitario para la gestión de la violencia 
y el acoso en el trabajo. Bomarzo. Albacete. 2008. 

das”, junto al acoso, el Protocolo para la detección, prevención y actuación de 
supuestos de acoso de la Universidad Jaime I de Castellón.

Los más expansivos al respecto son los que, no de forma mayoritaria, 
ni si quiera principal, como se verá con más detalle en el próximo aparta-
do, pero sin con creciente frecuencia, incluyen dentro de su ámbito todos 
los conflictos vinculados a factores de riesgo psicosocial. Así sucede, 
entre otros –preeminente este enfoque polivalente en el sector público-
universitario, cierto-, en el “procedimiento de prevención de riesgos labo-
rales”, para la “resolución de situaciones de riesgo psicosocial” de la Universi-
dad de Alicante4, o, a nuestro juicio como expresión más clara de una 
“práctica desviada” respecto del “tipo ideal-normativo”, en el “procedimiento 
de evaluación de los riesgos psicosociales” en la Universidad de Sevilla, que per-
mite dejar este actuar  a demanda o a “instancia de la persona afectada”, con lo 
que ya no se trataría propiamente de una evaluación primaria sino de un 
procedimiento de intervención psicosocial, como se decía. Es muy interesante 
este último, por la cantidad de  veces que se ha actuado en este tiempo 
–más de 14-, según se verá también en el análisis cuantitativo.

En cambio, son mayoría los que evidencian la pretensión de diversifi-
car claramente los protocolos, y por tanto también sus instrumentos de 
gestión, relativos al acoso laboral y los propios del acoso sexual o por ra-
zón de sexo. En este sentido diferenciador, por reciente y muy relevante, 
destacamos, y sin perjuicio del análisis más extenso e intenso en los apar-
tados siguientes, el Código de Conducta y Protocolo de Actuación de la 
Administración General del Estado –Protocolos AGE-. Ésta ha aprobado, 
casi de forma paralela, sendos Protocolos, uno para el acoso laboral –BOE 
1 de junio de 2011-, y otro para el acoso sexual y por razón de sexo –BOE 8 de 
agosto de 2011-5. 

2º) Técnica de tipificación de las conductas de acoso –moral, 
sexual o sexista-. La delimitación de los comportamientos 
prohibidos deberá hacerse de manera amplia, a fin de incluir 
la gran variedad de supuestos que la realidad de los conflic-
tos psicosociales asociados a tales procesos abarca. Por el 
contrario, debe huirse de definiciones estrictas, a veces más 
restrictivas que las legales

Sin perjuicio del análisis más sistemático y preciso que se hará en el 
apartado siguiente, sobre la base de toda la muestra elegida en este estu-
dio –más de 100 protocolos en total-, y a fin de ir evidenciando el porqué 
de las citadas “hipótesis de partida” con las que nos acercamos a esta in-
vestigación, aquí conviene poner de manifiesto de inmediato como la 

4  Punto 2 (objeto y ámbito de aplicación): “Este procedimiento tiene como objetivo establecer 
un método que, con todas las garantías y tomando en consideración a las personas y a los 
derechos que les son inherentes, sirva para posibilitar una solución extrajudicial a cualquier 
situación de riesgo psicosocial en el ámbito de la Universidad de Alicante. No serán admitidas 
las denuncias que no respondan a los fines a los que sirve este procedimiento”.  

5  El título V de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, se dedica al principio de igualdad en 
el empleo público. El capítulo III, de este título, contiene, entre otras, medidas referidas a la 
igualdad en la Administración General del Estado, y el mandato de negociar con la represen-
tación legal de las trabajadoras y trabajadores un protocolo de actuación frente al acoso sexual 
y por razón de sexo (artículo 62  y Disposición final sexta). Ese es el Protocolo acordado el 
27 de julio de 2011 por la Mesa General de Negociación de la Administración General del 
Estado y publicado en el BOE de 8 de agosto de 2011.
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realidad experimentada en nuestro país tiende a alejarse de este impera-
tivo. El gran problema no es (1) su “valor jurídico” sino (2) la “pérdida de 
utilidad práctica”.

Respecto a la cuestión jurídica, que aquí no interesa apenas –ya hemos 
dicho que este aspecto de la eficacia, no obstante su evidente interés, ha 
quedado fuera del análisis, por tener una dimensión más normativa y 
teórica, no obstante incidir claramente en el grado de eficacia a preconi-
zar de tales dispositivos-, baste con recordar que la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo ya ha dejado bien claro que este tipo de definiciones 
han de entenderse ajustadas a las finalidades que persigue, de naturaleza 
preventiva. En consecuencia, carecendo de un valor delimitador de carác-
ter propio –el que se hiciese afán de este aspecto ha llevado en algunos 
países, por ejemplo, incluso a que las normas (no ya los convenios o las 
prácticas) fueran declaradas contrarias a la Constitución-. Pero, como se 
decía, el interés de esta evidencia está sobre todo en llamar la atención 
sobre la “pérdida de utilidad práctica” de estas cláusulas protocolarias, in-
cluso a veces convencionales –pactadas colectivamente-, para el fin raíz 
que persigue en entero procedimiento: la promoción de una “cultura de 
gestión” preventiva más adecuada a estos riesgos mediante la elaboración 
y puesta en práctica de instrumentos de autorregulación y compromiso.

Por citar ahora tan sólo algún ejemplo de lo que puede entenderse 
“práctica desviada” –eludimos en este momento cualquier valoración, que 
está insito en la denominación, más usual, de “mala práctica”- respecto 
del “modelo tipo” promovido ideal-normativamente (en las piezas del 
marco regulador ya expuesto), cabe hacer referencia al “Protocolo de Ac-
tuación frente al acoso laboral en la Agencia Estatal CSIC” –acordado por el 
Comité de Seguridad y Salud el 24 de septiembre de 2008, y aprobado y 
hecho público por la Presidencia de la Agencia Estatal por Resolución de 
26 de enero de 2009-, conforme al cual, según dispone con toda nitidez su 
apartado V, se deja por completo fuera de la intervención psicosocial que 
marca el protocolo firmado con el ánimo de atender a los riesgos psicoso-
ciales –efecto excluyente- a todos:

“aquellos conflictos interpersonales localizados en un mo-
mento concreto, que se pueden dar en el marco de las relacio-
nes humanas y que afectan a la organización del trabajo y a 
su desarrollo, pero que no tienen la finalidad de destruir per-
sonal o profesionalmente a las partes implicadas”6. 

	 En suma, el protocolo diferenciaría claramente entre las situacio-
nes de anomalía que constituye el “acoso moral laboral”, como conducta 
que infringe de modo grave cualquier código, jurídico y ético, ya que se-
ría una forma de violencia psíquica extrema, con una clara intención do-

6  En “estos casos de conflicto, en los que los intereses de dos empleados parecen incompa-
tibles, los órganos de gestión de personal deberán asumir una función de liderazgo y harán 
las diligencias necesarias para resolver los conflictos latentes y presentes”. Queda claro que 
en este protocolo late la corriente de pensamiento que niega que el “acoso moral en el traba-
jo” sea un conflicto laboral especial, para tratarse tan sólo de una forma de violencia psíquica 
extrema, una “forma hostil de comunicación” que, precisamente, negaría el conflicto, pues no 
reconoce al interlocutor, a diferencia de los “conflictos laborales” que supone una comunica-
ción de diálogo, aunque sosteniendo posiciones contrarias. 

losa –“destruir personal o profesionalmente” a una persona- y los “con-
flictos psicosociales” derivados de los factores ambientales –relaciones hu-
manas y sociales- y organizativos. Justamente, y para hacer máxima la 
paradoja, los que, en principio, más claramente deberían reconducirse 
por la vía del protocolo, por ser un riesgo psicosocial, como reconoce el 
propio protocolo. Sin embargo, como ya se ha indicado, otros protocolos 
se dirigen en un sentido completamente  contrario, al dar cabida a todas 
estas situaciones de conflictos psicosociales en el trabajo.

Asimismo, quedan fuera de este protocolo toda conducta que no caiga 
dentro de las “definiciones estadísticas” a uso y formuladas por ciertos 
sectores del análisis clínico-patológico, como las que sostienen que debe 
tratarse de una forma de maltrato sistemático y/o habitual: “al menos 
durante seis meses”, llega a afirmar el protocolo. Y también descarta la 
violencia que no se repita, esto es, la que refleje un actuar “de forma con-
tinuada y no tratarse de un único acto, por grave e intenso que éste sea” 
–apartado V del Protocolo, concepto de acoso incluido-. Se olvida este 
protocolo de que en caso de acoso sexual, que también integra en su ám-
bito, jurisprudencia y legislación aceptan que haya acoso cuando un solo 
acto sea tan intenso de producir el mismo efecto que el acoso como pro-
ceso reiterado. Pero, como se decía, lo de menos es el valor jurídico de 
esta regla, que ha de tenerse por no puesta, sino que refleja una no apro-
piada comprensión del problema que está en la base de la intervención 
que acuerda y promueve. Un efecto regulador excluyente con claros efec-
tos de de ineficacia en la gestión práctica del mismo que aparece en mu-
chos otros, y en especial en el recientemente firmado Protocolo de la Admi-
nistración General del Estado –en adelante Protocolo de la AGE-7. 

3º) Compromiso político-empresarial. La garantía de un “com-
promiso de la dirección” de la empresa serio y real con una política, 
no ya con una medida de actuación específica, orientada al 
respeto de los valores y derechos de la dignidad y la salud de 
las personas que trabajan en la organización

A tal fin, el primer paso para mostrar tal compromiso es elaborar una 
declaración de principios en la que se establezca expresamente que todos los 
trabajadores tienen derecho a ser tratados con dignidad, que no se permi-
tirá ni se tolerará el acoso y que los trabajadores tienen derecho a denun-
ciar. 

Entre las recomendaciones del Código Práctico para erradicar el acoso 
–en este caso sexual- está la de recoger en la declaración un  mandato 
claro y explícito a los directores y supervisores la obligación de aplicar 

7  “A los efectos de este Protocolo e intentando clarificar la definición de acoso laboral conte-
nida en la LO 5/2010 … se considera como “acoso psicológico o moral” la exposición a con-
ductas de violencia psicológica intensa, dirigidas de forma reiterada y prolongada en el 
tiempo hacia una o más personas, por parte de otra/s que actúan frente a aquélla/as desde 
una posición de poder –no necesariamente jerárquica sino en términos psicológicos- con el 
propósito o el efecto de crear un entorno hostil o humillante que perturbe la vida laboral de la 
víctima. Dicha violencia se da en el marco de una relación de trabajo, pero no responde a las 
necesidades de organización del mismo; suponiendo tanto un atentado a la dignidad de la 
persona, como un riesgo para su salud”. Fuera de esta definición rígida, no hay posibilidad 
de aplicar el protocolo, aunque se trate de situaciones de “maltrato psíquico en el trabajo”, o 
conductas violentas de naturaleza análoga al acoso, pero no reiteradas…
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estos principios y de emprender las acciones correctoras para garantizar 
su cumplimiento. Como se verá con detalle, este apartado es cumplido 
por la práctica totalidad de los protocolos existentes, si bien el grado de 
“solemnidad” y recurrencia de cada uno de ellos varía notablemente. A 
este respecto, resultan especialmente farragosos, grandilocuentes y reite-
rativos los “preámbulos” de los protocolos de la AGE, mientras que otros se 
expresan más comedidamente y, por ello, con más precisión, como por 
ejemplo el Preámbulo del “Protocolo de Actuación” –Código de Conduc-
ta y procedimiento de gestión de quejas- de la Agencia Estatal CSIC. Espe-
cialmente pulcro y ortodoxo es el “Preámbulo” del protocolo de la Universi-
tat Jaume I de Castellón, tan comedido como preciso.

En algunos casos, sin embargo, no existe tal declaración del compromi-
so por la dirección y, por tanto, no aparece ese apartado de política de 
empresa. Entre los casos más relevantes está el del “procedimiento para la 
evaluación de los riesgos psicosociales” en la Universidad de Sevilla. Sí aparece 
reconocido, pero mucho más lacónicamente y casi diluido, pues se limita 
a enunciarlo, en el “procedimiento de prevención de riesgos laborales” para la 
resolución de situaciones de riesgo psicosocial de la Universidad de Ali-
cante. Es curioso que se diluya tanto esta parte del protocolo, la parte del 
“compromiso político-jurídico”, en los protocolos que presentan mayor 
dimensión técnico-preventiva.

4º) Enfoque de gestión dominante. Tanto el Código Práctico 
como el AMEVA se asientan sobre a primacía del enfoque pre-
ventivo del acoso, por tratarse de un riesgo en el trabajo de carácter 
psicosocial, respecto de cualquier otro enfoque, en especial en re-
lación al disciplinario y sancionador.

	 La Comisión Europea, al hacer el balance aplicativo del Código 
Práctico, constató el fracaso de las normas nacionales represivas. De ahí 
que preconice de modo preferente la puesta en marcha de una política 
global de prevención, que comprenda normas y procesos adaptados al 
contexto empresarial y profesional. Las resistencias iniciales de los acto-
res sociales fueron vencidas.

	 La preferencia de la dimensión preventiva sobre la disciplinaria 
está presente en todos los instrumentos que configuran este tipo de dis-
positivos. De modo expreso se indica en el Código Práctico, en relación al 
acoso sexual, que “constituye un riesgo para la salud y la seguridad”, por 
lo que los empresarios tienen la responsabilidad de tomar medidas para 
reducir al mínimo este riesgo, “al igual que hacen con otros peligros”. 
Dada la influencia que los factores de índole social y organizativo tienen 
en las situaciones de acoso –sea sexual, sea por razón de sexo, sea labo-
ral-,  los instrumentos que “tienen más posibilidades de resultar eficaces” 
son aquellos que se integran con una política más amplia, bien “de fo-
mento de la igualdad de oportunidades y de mejora de la situación de la 
mujer”, para los acosos discriminatorios, bien de “fomento de un ambien-
te relacional y organizativo de calidad”, para el acoso laboral. En conse-
cuencia, se concluye del enfoque de las instituciones comunitarias en este 
punto, la existencia de un procedimiento para ocuparse de las denuncias 

de acoso en el trabajo “deben considerarse sólo como un componente de la es-
trategia para enfrentarse al problema. El objetivo primordial debería ser cambiar 
el comportamiento y las actitudes y procurar garantizar la prevención del aco-
so…”

Claro al respecto es también el artículo 48.1 LOIMH, que a estos efec-
tos resulta muy útil para orientar el sentido de estos procedimientos, 
claramente inspirado en el Código de Buenas Prácticas de la Comisión. 
Así, de un lado, distingue entre (1) la política de “promoción de condicio-
nes que eviten el acoso” –en el caso sexual o por razón de sexo, pero sirve 
para todo acoso-, para lo que será necesario una previa evaluación de 
estas condiciones, como es natural –en el caso del acoso sexual “diagnós-
tico”, en el caso del acoso laboral, evaluación correspondiente-, y (2) “pro-
cedimientos específicos” para su gestión, que son los regulados en el Código 
de Prácticas indicado. 

De otro, y ya respecto de estos “procedimientos específicos”,  se evi-
dencia claramente que han de tener tanto (2.a) una finalidad “preventiva” 
–“para su prevención”, del acoso- como (2.b) “resolutoria” del conflicto 
derivado – “y para dar cauce a las denuncias o reclamaciones que puedan 
formular quienes hayan sido objeto del mismo”-. 

Veremos, sin embargo, que la realidad mayoritaria experimentada, 
hasta el momento, en nuestro país, apunta en otra dirección, bien más 
basada en la estricta “gestión de recursos  humanos”, poniendo todo el 
énfasis en el conflicto individual, dejando a un lado el organizativo y la 
evaluación de riesgos más global, bien en la dimensión jurídico-sanciona-
dora, configurando la indagación como una suerte de “procedimiento disci-
plinario especial”, o “diligencias de tipo informativo”, antesala de un pro-
cedimiento disciplinario. En este sentido, podrá bien comprobarse el 
protagonismo de “la Dirección de Recursos Humanos”, o de las “áreas 
jurídicas”, sobre todo en el ámbito público, con clara marginación del 
“área preventiva”, si bien a través de diversas fórmulas, y sin perjuicio de 
que puedan incorporar algunas referencias más nominativas que reales a 
los servicios de prevención. La primera hornada de protocolos de este 
tipo ponen en evidencia este sesgo, habiéndose producido más reciente-
mente, sin embargo, y como se verá, una cierta evolución, que reduce la 
brecha indicada entre el modelo o prototipo “ideal-normativo” y el “real” 
en España, aunque se siga hallando grandes resistencias a una evolución 
coherente en tal sentido. 

Así, mantienen esas barreras al primado preventivo, no obstante las 
nominales referencias a la dimensión preventiva del procedimiento de 
acoso, los Protocolos de la AGE. O, por ejemplo, el también reciente, y muy 
positivo en otros aspectos, Protocolo de la Universitat Jaume I de Castellón, 
que tras reconocer la necesidad de adoptar “una actitud proactiva”, exi-
giéndole que se haga formulación y aplicación de “estrategias que inclu-
yan elementos de prevención y gestión tendentes a erradicar estas con-
ductas…” –punto octavo-, luego se limita a contemplar las medidas de 
formación y formación, sin más referencia a otras medidas preventivas 
–artículo 1.a)-. Aunque luego establece que el Protocolo se incluirá en la 
evaluación de riesgos psicosociales. En cambio, dedicará decenas de pá-
ginas a ordenar el procedimiento de gestión de denuncias, a través de 
una específica “Comisión Investigadora en Reclamaciones por acoso laboral” 
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–CTA-, con competencias claramente de investigación de incidentes, por 
tanto también, en cierto modo, preventiva, de ahí su composición8. 

Como preventivo se confesará el “procedimiento de prevención de riesgos 
laborales” de la Universidad de Alicante, ya desde su título, pero realmente 
no es sino un método de solución extrajudicial de conflictos individuales entre 
personas en una empresa a través del fomento de la conciliación o la me-
diación, por lo que el enfoque claramente dominante no es el disciplina-
rio pero sí el de la “gestión de conflictos de recursos humanos”. 

Más clara queda la dimensión preventiva, pese a distinguir claramente 
entre la puesta en práctica de “medidas que detecten los riesgos psicoso-
ciales del personal”, y el “protocolo de actuación para los casos en que 
existan quejas de acoso laboral para poder realizar las acciones oportu-
nas”, si bien en ambos casos se enmarca la acción en el objetivo de “facili-
tar la aplicación de la legislación sobre prevención de riesgos laborales”, en el 
Protocolo del CSIC. El presupuesto de partida es, precisamente, la conside-
ración del acoso, en todas sus modalidades, como “un riesgo laboral de 
carácter psicosocial”. 

El papel que se reconoce al “área preventiva” es también muy activo en 
el procedimiento de gestión de queja. Pero, una vez más, su función no es 
la de hacer evaluaciones de riesgos y, en su caso, proponer medidas pre-
ventivas, sino, por enésima vez, de mediación: las actuaciones previas del 
Área de Prevención de Riesgos Laborales “irán encaminadas a alcanzar 
acuerdos entre las partes que posibiliten una mejora del clima laboral” 
–conciliación-. El fracaso de las mismas llevará a una mediación más for-
malizada, con lo que el referido prisma de la “gestión de recursos huma-
nos” termina imponiéndose.

En cambio, de intervención psicosocial neta puede catalogarse el enfo-
que del citado “procedimiento para la evaluación de los riesgos psicosociales en 
la Universidad de Sevilla”. En él tienen cabida todo el catálogo de estos ries-
gos y se prevén medidas técnicas apropiadas a cada uno de ellos –acoso, 
estrés, síndrome del quemado-. 

El problema aquí, como se decía, es que no sólo se reconoce la inter-
vención de oficio, a propuesta del Servicio de Prevención, como debería, 
sino que lo puede ser, y normalmente lo es, a demanda del trabajador 
afectado, con lo que se convierte, se insiste, más en acción de “prevención 
secundaria” que primaria. 

Por lo común, las medidas preventivas adoptadas ponen de relieve una 
escasa capacidad de intervención en las condiciones organizativas que 
más pueden incidir en la prevención, sobre todo primaria. Ortodoxo en 
este sentido, respetando la propuesta del Código de Prácticas, es el Proto-
colo sectorial para la industria Química, que lista un específico catálogo de 
medidas preventivas –cuatro- concretado sobre en técnicas culturales 

8  El artículo 12 señala que la CTA “no es un órgano instructor ni desarrolla competencias 
disciplinarias”, sino que es un “órgano técnico y especializado con competencias de indagación, 
investigación, verificación, informe y propuesta, en materia de acoso laboral, acoso sexual y 
acoso por razón de sexo”. Su composición es mixta a estos efectos, por un lado, un delegado 
de prevención y un técnico –o técnica- de prevención de la Oficina de Prevención y Gestión 
Medioambiental, de otro, la Dirección de la Unidad de Igualdad, que ejerce la presidencia 
cuando se trata de acoso sexual o por razón de sexo, y finalmente, la Dirección del Servicio 
de Recursos Humanos, que ejerce la presidencia en los procedimientos por denuncias en 
materia de acoso laboral –artículo 11-.

–sensibilización y principio de tolerancia 0- y comunicativas –formación, 
información, divulgación-. Pero en esta visión simplificada y débil de ac-
ción o intervención preventiva, no hay apenas novedad de nuestra expe-
riencia respecto de las demás europeas, como ha constatado la Encuesta 
ESENER. En todo caso, tanto el Código Práctico respecto al acoso sexual 
como el Acuerdo Europeo respecto del acoso, en todas sus modalidades, 
hacen de la formación –pero de doble dirección: para los trabajadores y 
también para los directivos-, una clave básica de la política de prevención 
de estas conductas

En suma, la formación es concebida, al igual que en la Ley de Preven-
ción de Riesgos Laborales, junto con la “comunicación”, como un impor-
tante medio para garantizar que no se produzca el acoso –prevención 
primaria- y que, si se produce, el problema sea resuelto con eficacia –pre-
vención secundaria o protección-, siempre que en ella participen directo-
res y supervisores. Dicha formación debería tener por objeto la identifica-
ción de los factores que contribuyen a crear un entorno laboral exento de 
todo acoso –por tanto también la incidencia de los factores organizativos, 
no sólo los relacionales y sociales-, con lo que no puede agotarse en una 
dimensión de competencias para el manejo de “equipos” o grupos y, por 
tanto de solución de conflictos entre ellos, sino también respecto de la 
organización del trabajo, y, al mismo tiempo, facilitar que los participan-
tes sean plenamente conscientes de todas y cada una de sus responsabili-
dades en el marco de la política fijada por el empresario.

En definitiva, el protocolo no es concebido por los marcos referidos aquí 
como un dispositivo aislado, sino que recomienda que se incardine en la 
política más amplia de prevención de riesgos laborales, en particular a partir 
de las evaluaciones de riesgos psicosociales y el plan de prevención a tales 
efectos. La dimensión de riesgo psicosocial en el trabajo del acoso es, pues, 
una afirmación específica de estos instrumentos institucionales.

5º) Tipo de procedimiento. En coherencia con una dimensión 
de gestión mediadora, fallida la fase preventiva, se fomenta 
la integración en un procedimiento unitario de una dualidad de fa-
ses de gestión, una llamada informal, o claramente de media-
ción,  y otra formal, de investigación-resolución de incidentes de 
conflicto psicosocial, que es una técnica preventiva más, nunca 
instructora o disciplinaria.

	
Cualquiera que sea la dimensión preventiva que se otorgue, por lo ge-

neral débil, como se ha visto, lo que queda absolutamente claro del marco 
regulador o condicionante de los protocolos de gestión de los conflictos liga-
dos a procesos de acoso, es que no debe darse al procedimiento de investiga-
ción e intervención una dimensión disciplinaria, sino básicamente mediado-
ra. De ahí tanto la exigencia de fases informales previas, como la flexibilidad 
de la gestión de la fase más formalizada o de investigación-propuesta más 
claramente. Se parte de que la mayoría de las personas que se creen afecta-
das por el acoso simplemente desean que éste cese. De ahí la necesidad de 
disponer no sólo de métodos formales, sino informales para resolver los pro-
blemas, incluyendo la ayuda de una “persona de confianza” –“amigo com-
prensivo”, o también “asesor confidencial”-.



L
A

R
P

S
IC

O

6 2

R
ev

is
ta

 d
e 

P
re

ve
nc

ió
n 

de
 R

ie
sg

os
 P

si
co

so
ci

al
es

 y
 b

ie
ne

st
ar

 e
n 

el
 tr

ab
aj

o

03
/2

01
1

6 3

Se recomienda nombrar a una persona de tales características, encarga-
da de proporcionar asesoramiento y asistencia a los trabajadores objeto 
de acoso, y, cuando sea posible, con la función de ayudar a resolver cual-
quier problema, ya sea por la vía oficial o extraoficial. Puede resultar útil 
que la persona sea designada previo acuerdo con los sindicatos o los tra-
bajadores, en la medida que eso facilita la aceptación y la mayor legitima-
ción de todo el proceso, lo que es una clave de eficacia para asegurar 
–mejor facilitar- su valor real.

Fallidos los cauces informales, porque la persona que presente la de-
nuncia considere que los intentos de solucionar el problema de manera 
informal no son aconsejables, porque se rechacen los intentos de solución 
informal, o cuando el resultado haya sido insatisfactorio, debe propiciar-
se el procedimiento formal para atender la denuncia. Este procedimiento 
debería asegurar a los trabajadores que la empresa tratará con rigor, se-
riedad y eficacia las denuncias de acoso. Debe tratarse de procedimientos 
claros y precisos, deben garantizar la resolución de los problemas de ma-
nera eficaz y efectiva, no ser un trámite más o un procedimiento protoco-
lario o burocrático, que aparezca como una barrera más a superar por la 
víctima o una vía de “marear la perdiz”

La eficacia preventiva es capital, como se ha dicho. Por tanto, exige 
plazos adecuados, que deben ser perentorios, alejados de los que exigen 
los procedimientos típicos de la instrucción disciplinaria. Por tanto, se 
recomienda no sólo que existan plazos para la solución final, sino que 
éstos sean cortos y con trámites ágiles. Algunos protocolos reflejan clara-
mente este principio de gestión inmediata, lo que debe traducirse en la 
agilización de la secuencia de trámites y lo reducido de sus plazos –ejem-
plo Protocolo de Grandes Almacenes- En este sentido, sólo a partir del infor-
me del órgano gestor, que admite las más diversas composiciones, cabe 
recomendar, en su caso, “la apertura del expediente disciplinario conforme a la 
normativa vigente que sea de aplicación”, como con gran precisión indica el 
Protocolo del CSIC. Aunque también aquí la práctica será muy variopin-
ta, por lo general se ha respetado esta dimensión integral y unitaria del 
procedimiento, con dos fases. Así, por ejemplo: Protocolo de Químicas, 
Universidad de Alicante…9. 

No obstante, muchos de ellos terminarán por confundir, como se verá, 
la segunda fase, convirtiéndola en una investigación típica de los “proce-
dimientos de instrucción” de expedientes disciplinarios, con lo que ello 
tiene de complicación del proceso y pérdida de utilidad protectora, en el 
ámbito de la seguridad y salud, del “protocolo”. 

La dimensión disciplinaria proviene de la eventual propuesta que en 
tal sentido haga el órgano de gestión del procedimiento, a partir de la 
cual, el órgano de decisión –normalmente la dirección de la empresa de-
berá seguir la normativa establecida al efecto. Cosa distinta será el valor 
que se otorgue a lo actuado en el “procedimiento de gestión preventiva” para 
el “procedimiento de instrucción disciplinaria”, como algunos prevén, pero 
no pueden confundirse ambos procedimientos, no sólo por razones jurí-
dicas10 sino por razones prácticas, de eficacia. Un ejemplo claramente 

9  En esta última se especifica que el “procedimiento se desarrollará necesariamente en las 
siguientes fases: Fase 1, o de resolución mediante el diálogo; Fase 2, o de resolución me-
diante la actuación de la Comisión Arbitral de Resolución de Conflictos”. 

10  Un claro ejemplo de confusión es el modo en que afrontan estos casos la Universidad de 
Almería, aunque aún no tenga un protocolo formalizado, o la Universidad de Málaga, que sí 
lo tiene y, además, muy reciente y pretendidamente buscando una “gestión psicosocial de 
conflictos laborales” ligados a estas situaciones.

conforme a este deslinde es el Protocolo de la Universidad Jaume I de Caste-
llón (artículo 12.2 f)).

Finalmente, también como clara expresión de que debe dominar más la 
lógica preventiva y de resolución de un problema de calidad de ambiente 
laboral, que la búsqueda de “culpables” y la aplicación de sanciones –sea 
a quien resulta efectivamente agresor, e incluso a quien sólo ha resultado 
un “falso denunciante”-, aunque también, pero por el procedimiento dis-
ciplinario adecuado, se recomienda que se atienda a la “buena fe” del 
denunciante. En este sentido, aunque una denuncia no sea aceptada, por 
ejemplo porque se considere que las pruebas no son concluyentes, deberá 
ofrecerse la posibilidad de un traslado o una reorganización del trabajo 
de uno de los trabajadores afectados en vez de pedirles que sigan traba-
jando juntos contra la voluntad de ambas partes. A nuestro juicio, esto 
significa que la inexistencia de auténtico acoso no debe dejar ni desarma-
da a la persona que evidencia el problema ni descuidada a la empresa, de 
modo que deberían preverse en todo caso una solución alternativa, al 
constatarse la existencia de conflictos psicosociales, aún no propios de 
auténticas situaciones de acoso. La mayor parte, sin embargo, de los pro-
tocolos analizados ignoran este enfoque, de modo que de constatarse que 
no existe acoso se archivará el expediente y no se prevé ninguna otra 
medida, salvo la disciplinaria contra denuncias falsas11.

6º) Dimensión participada de la regulación y gestión del 
procedimiento. Ambos marcos ordenadores de la auto-
rregulación apuestan por la implicación activa y compro-
metida de los representantes legales, tanto en la regula-
ción del procedimiento, a través de la negociación co-
lectiva, cuanto en su gestión del procedimiento, a tra-
vés de diversas formas de participación en el mismo.

	 Ambos instrumentos de autorregulación coinciden en señalar 
que buena parte de las recomendaciones se refieren a las acciones a em-
prender por los empresarios, ya que son éstos los que, conforme al orde-
namiento vigente –tanto en materia de derecho antidiscriminatorio como 
el de la seguridad y salud en el trabajo- tienen el deber de garantizar la 
protección eficaz frente a todo riesgo de lesión de los derechos en juego 
–dignidad, igualdad, integridad, salud laboral-. Pero ambos “códigos de 
conducta” para la autorregulación de estos modelos normalizados de 
gestión preventiva insisten, al tiempo, en que los representantes de los 
trabajadores tienen responsabilidades básicas aquí.  De ahí que se les atribu-
ya un importante papel en la prevención del acoso en el lugar de trabajo. 

A tal fin, se fomenta tanto la inclusión de estas políticas (que incluyen 
los compromisos, los códigos de conducta y los procedimientos eficaces 

11  Como se establece en los protocolos de gestión del acoso –en principio específicamente 
para el acoso sexual y el acoso por razón de sexo, pero también para el acoso moral, como 
se reconoce de modo explícito, aunque algo diluido en el texto-, del GRUPO REPSOL: “Si no 
se constatan situaciones de acoso, o no sea posible la verificación de los hechos, se archivará el 
expediente”. Artículo 11.7 CC REPSOL-YPF, que remite al V Acuerdo Marco GRUPO REPSOL. 
Para el contraste, vid. Protocolo de ALLIANZ, que prevé analizar si procede o no, pese al archivo, 
el traslado del trabajador afectado, manteniendo sus condiciones laborales.
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de gestión preventiva), en la negociación colectiva, así como su participa-
ción en los procedimientos de gestión mismos. Las bondades de esta 
participación activa de los representantes de los trabajadores, además de 
ser una exigencia del marco preventivo, que reconoce el derecho de par-
ticipación, incluida la consulta tanto respecto de los procedimientos de 
evaluación como para los planes de prevención, son manifiestas. De ahí 
que, en el modelo prototipo o “ideal-normativo”, reflejado por los marcos 
reguladores que nos están sirviendo de referencia, y que utilizamos para 
configurar técnicamente este “modelo de contraste” entre norma promo-
vida por la autorregulación y realidad experimentada, incluso se llame a 
un cierto principio de corresponsabilidad en la gestión, permitiéndoles 
participar en la elección de los órganos

En el caso de la recomendación de incluirlo en la negociación colectiva, 
porque permite una clarificación del marco legal con valor normativo –el 
mismo que tiene el convenio, pues serían cláusulas de eficacia normativa, 
lo que no sucede si se negocia bajo otras pautas–, reconociendo que esta-
mos ante un problema de riesgos psicosociales y la necesidad de primar 
el enfoque preventivo sobre cualquier otro, sin perjuicio de la firmeza de 
la empresa contra este tipo de comportamientos, al tiempo que facilita 
una concreción adaptada a cada realidad organizativa –empresa grande, 
pequeña empresa-, sin exclusiones de empresas por su tamaño, como 
ahora sucede. Estas funciones –clarificadora, legitimadora, adaptadora- 
aparecen como presupuestos para la mejora de la eficacia del protocolo, dotán-
dolo al mismo tiempo de mayor equidad –aplicación general, aunque adaptada-. 
Es, en suma, un imperativo –indicador- de “buena regulación” de los procedi-
mientos de gestión del acoso.

En el plano, de la participación, la implicación de los representantes de 
los trabajadores dota de mayor fiabilidad lo actuado, pues ofrece mucha 
mayor fiabilidad, por tanto, legitimación a todo el proceso, sin que por 
ello deban estar en riesgo las debidas exigencias de confidencialidad. La 
prevención del acoso debe ser un tema tan relevante para el empleador 
como para los sindicatos y demás formas de representación de los traba-
jadores.

Sin embargo, la práctica experimentada en nuestro país, como también 
se estudiará, dista de ajustarse a estos parámetros de “buenas prácticas”. 
Primero porque son muy pocos los protocolos que responden a procesos 
de auténtica negociación colectiva, plasmándose como un contenido pro-
pio de los convenios, y, por tanto, con eficacia normativa, pues regula las 
relaciones entre empresarios y trabajadores en cada empresa incluida en 
el sector. Por lo que, en estos casos, y a diferencia con lo que suele suceder 
con el resto de los “protocolos”, sí tiene “un valor normativo”. La eficacia 
sigue siendo general, pero no normativa, como se sabe, cuando se trata de 
meros “acuerdos de empresa” –la mayoría de los firmados responden a esta 
naturaleza jurídica-, perdiendo, además, la garantía de publicidad o 
transparencia de su existencia, que a nuestro juicio debe ser un eje axial 
de todo este dispositivo.

En cambio, la realidad se muestra propicia a un fuerte secretismo a su 
alrededor. Asimismo, a menudo, se trata de “negociaciones atípicas” o 
informales, como las que se desarrollan en el seno de los comités de se-
guridad y salud en el trabajo. Muchos, sin embargo, responden sólo a 

decisiones unilaterales, más o menos consultadas y /o negociadas con los 
representantes de los trabajadores.

No obstante, sí que contamos con experiencias de negociación colectiva 
de protocolos y las hallamos en todos los ámbitos:  sean sectoriales –por 
ejemplo CC Sector Industria Química; CC de Grandes Almacenes (en 
ambos casos posteriores a 2009, dándose plazo en este último caso de un 
año para negociarlos de manera concreta en cada empresa del sector)- 
sean de empresa – Ejemplo: el Convenio Colectivo de la empresa Telefó-
nica SAU-, o incluso de grupos de empresas – ejemplo: Convenio Colecti-
vo de las empresas del grupo VIP, grupo REPSOL-YPF, entre otros-, así 
como en la Administración Pública –el ejemplo más reciente son los Pro-
tocolos de la AGE-. 

En el segundo plano, en el de la participación de los representantes de 
los trabajadores, las situaciones son mucho más diversificadas, y si bien 
es cierto que suele contemplarse algún modo de implicación de aquéllos, 
desde los modos de presentación de denuncias hasta la selección de 
miembros de los órganos de gestión del procedimiento, pasando por la 
propia integración en estos, lo cierto es que abunda una cierta “cultura de 
exclusión”. Las razones son de lo más variopintas, y van desde el argu-
mento del carácter técnico que ha de tener este procedimiento y el órgano 
principal de gestión, por lo que no se trata de dispositivos de representa-
ción, hasta la necesidad de mantener una plena confidencialidad, que 
obligaría a restringir el círculo de los implicados en la gestión del proce-
dimiento. A nuestro juicio, no puede compartirse la posición ahora abier-
ta en torno a la limitación del papel de los representantes de los trabaja-
dores a meros asistentes o asesores de las personas afectadas y si así lo 
requieren, por cuanto la legitimación de acción es, conforme a la ley para 
el proceso judicial, sólo de las víctimas, negando que puedan implicarse 
en el papel de instrucción, pudiendo intervenir incluso como promotores 
de la iniciativa si no hay reacción de la víctima y tienen conocimiento de 
la situación

Un claro ejemplo de postergación del papel de la representación de los 
trabajadores es el Protocolo de la Universidad de Alicante, donde no se hace 
ni una sola referencia a la participación de los representantes de los tra-
bajadores.  Llamativo es que, incluso en aquellos negociados colectiva-
mente, aparezca esta débil presencia. Es el caso del Protocolo de Grandes 
Almacenes o del Sector de Química, entre otros muchos. En ellos, como se 
verá con más detalle al analizar la experiencia, el nivel de participación 
colectiva es bajísimo, y en cierto modo se diluya a través de figuras de 
carácter genérico, como los sujetos informantes en el proceso de instruc-
ción como las personas de confianza, que podrán o no ser representan-
tes.  

En ocasiones encontramos referencias meramente genéricas a su pre-
sencia, remitiendo a la participación de los Delegados de Prevención en 
las acciones preventivas, de forma que la presencia eventual en diferentes 
actuaciones, requerirá el consentimiento de la persona afectada –ejemplo: 
punto 3 del Protocolo de la Universidad de Sevilla-. Con buen criterio este 
protocolo recuerda que los representantes de los trabajadores tienen el 
deber de sigilo y, por lo tanto, deben garantizar como cualquier otra per-
sona que intervenga en el procedimiento el principio de confidencialidad, 
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por lo que no son menos “fiables” que otros sujetos a tal fin, debiendo en 
todo caso responder de cualquier incumplimiento a tal fin. 

No faltan experiencias más positivas, como el Protocolo contra el Acoso 
de las empresas del Grupo Repsol –también el del Grupo ALLIANZ, o MAPRE-. 
Si bien este protocolo, común para todas las empresas del Grupo, adolece 
de un importante enfoque de gestión de “recursos humanos”, sin perjuicio de 
resaltar su inclusión en un contexto más amplio de preocupaciones por 
“planes de salud integral” – artículo 47 VI Acuerdo Marco-, no deja de ser 
sensible al principio de participación sindical en la gestión del procedi-
miento. Así, de un lado, la recepción de las quejas se hará tanto a través 
del representante sindical cuanto de la dirección de recursos humanos, y, 
de otro, la instrucción del procedimiento, aunque se prevé que sea res-
ponsabilidad básicamente de la dirección de recursos humanos, contem-
pla la participación en todo momento de la representación sindical, eso sí, 
de la Mesa Técnica de Igualdad.

La razón de esta preferencia está en que el acoso laboral aquí se incor-
pora subsidiariamente, “arrastrado” por el cumplimiento de la norma en 
materia de prevención del acoso sexual y sexista12. En realidad, se ha po-
dido comprobar que el factor que está haciendo de tracción para promo-
ver protocolos contra el acoso es el del cumplimiento del artículo 48 
LOIMH, mucho más que la previsión del Acuerdo Marco Europeo en 
materia, aunque este factor está incidiendo también de modo significati-
vo, como prueba el protocolo de sector de Grandes Almacenes, o del 
Grupo VIP, entre otros.

7º) Garantías jurídicas. El procedimiento de gestión preventiva, 
sin perjuicio de esa dimensión informal, flexible y eficaz dominante, 
aparece como un marco envuelto en un catálogo extenso e intenso 
de garantías jurídicas para los derechos de todas las personas que 
intervienen en él, en especial de la presunta víctima (garantías de 
indemnidad, medidas cautelares…)

Aunque la clave fundamental del procedimiento es la eficacia –claridad 
de los objetivos, informalidad de las actuaciones, inmediatez de las mis-
mas, la búsqueda de soluciones reales a los problemas…-, la sensibilidad 
que reviste este tipo de materias requiere el diseño y puesta en práctica 
de un “marco adecuado de garantías jurídicas” para todos las personas inter-
vinientes y/o afectadas. Por tanto, debe contemplarse, de forma priorita-
ria y necesaria, un conjunto de garantías que protejan la posición de to-
dos. Así, para la persona que cursa la denuncia, el respeto a su dignidad, 
intimidad e igualdad exige:

12   La evolución de este acuerdo marca un cierto matiz diferencial pues el V Acuerdo Marco 
establecía que “Los responsables únicos de la instrucción son el director corporativo de re-
laciones laborales, gestión jurídico-laboral y salud en el trabajo o el director de relaciones 
laborales que contarán con la participación, en todo el proceso instructor, de una persona de 
la representación sindical de la mesa técnica de igualdad de oportunidades”. Se ha eliminado 
el “únicos”. En la misma línea, el Plan de Igualdad para todo el grupo de la empresa Ro-
dilla, de 2010, incorpora un nuevo Protocolo de actuación, si bien, para la prevención del 
acoso sexual y por razón de sexo, que introduce la intervención sindical técnica en la comisión 
instructora. Es llamativo que en este Plan, que ha sido negociado como un “acuerdo de grupo”, 
no como un convenio colectivo, se prevea el compromiso de hacer una “evaluación de riesgos 
psicosociales”, si bien se da un plazo de ejecución de cuatro años.

· Confidencialidad –asignación código numérico en el Protocolo ALLANZ-
· las garantías de indemnidad –prohibición de que sufra represalia alguna
· medidas cautelares -para ofrecerle una respuesta inmediata, protocolo Uni-
versidad Jaime I de Castellón-

Pero también para la persona que se ve “denunciada”, debe fijarse una 
serie de garantías, que incluye sus derechos fundamentales, que también 
los tiene. Asimismo, se recomienda respetar el principio de tipicidad cla-
ra y precisa de infracciones, y sanciones –incluso para las falsas denun-
cias (protocolo de la Empresa LACERA)- , así como el principio de pro-
porcionalidad, de modo que se conozca con precisión que supondrá ser 
encontrado responsable de eventuales acosos. En este sentido, respecto 
del principio de proporcionalidad, de la sanción, se prevé en algunos 
protocolos, sino procede traslado disciplinario o despido, el derecho de 
opción del trabajador acosado, para evitar la convivencia: el derecho a 
optar por permanecer en su puesto o solicitar un traslado, con indemni-
dad en torno a sus derechos profesionales y retributivos –Protocolo de 
ALLIANZ-. 

Junto a la protección del sujeto reclamante y del reclamado, se contem-
pla la protección de cualquier otra persona que intervenga y que también 
pueda verse afectada –testigos, personas de confianza…- (ejemplo proto-
colo de  SUPERMECADOS SABECO; protocolo de la Universidad de 
Castellón…). Como se verá, y aunque aquí también las prácticas eviden-
cian una gran diversidad, esta exigencia es quizás la que más se adecua 
entre el modelo tipo ideal-normativo y las experiencias realizadas. Otra 
cosa es determinar la efectividad práctica de esas garantías, que a menu-
do brilla por su ausencia.

Ahora bien, asimismo conviene reparar en que, atendiendo a quienes 
hayan sido las personas promotoras del protocolo, y sobre todo quien 
asesora, puede darse un extremado formalismo a estos instrumentos, ol-
vidando que en todas sus fases el procedimiento es preventivo en sentido 
técnico, incluida la investigación de incidentes para identificar causas y 
formas de solución. Sólo que si se identifica ciertas conductas susceptibles 
de incluirse dentro de casos de acoso, debe abrirse de inmediato vías 
sancionadoras.  Pero dar una versión rituaria y formalista –por ejemplo, 
entrar en cuestiones tan erráticas aquí como en quien tiene la carga de la 
prueba, según una fórmula demasiado usual en los últimos protocolos…-, 
típica de un procedimiento netamente juridificado, perjudica su aplica-
ción práctica y, sin duda, como se verá, está entre los argumentos o los 
factores de pérdida de utilidad práctica.

8º) Naturaleza del órgano gestor. Los protocolos de gestión 
deben tenerse como métodos de justicia interna, previa a la 
judicial, de modo preeminente, sin perjuicio de la posibilidad 
de acudir a intervenciones externas especializadas. 

En ambos instrumentos de referencia, Código de Buenas Prácticas y 
Acuerdo Marco Europeo, si bien de forma desigual, se pone énfasis en 
que los procedimientos de gestión preventiva del acoso deben ser méto-
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dos de acción interna a las empresas. Por tanto, es en el seno de procedi-
mientos y de órganos propios de las organizaciones donde deben venti-
larse o dilucidarse este tipo de conflictos. Entre otras cosas, se dice, por 
las necesidades de rapidez en la respuesta y también de confidenciali-
dad. 

No obstante, no se descarta, incluso se recomienda, la participación de 
sujetos externos que, por su especialización en la resolución de este tipo 
de conflictos, puedan contribuir a soluciones más eficaces. De este modo, 
parece decantarse por un modelo mixto o combinado de gestión, de ma-
nera que el protagonismo de los órganos internos –proximidad-, no per-
judique la aportación especializada.

Sin duda, se trata de una de las cuestiones más significativas que nos 
presenta esta cuestión y que requeriría de un análisis profundo. Pues no 
parece que haya una respuesta única a qué es más eficaz, si el modelo de 
gestión puramente interna o modelo de gestión puramente externa. Hay 
ciertos protocolos cuya dimensión interna ha hecho que fracase por com-
pleto –ejemplo Universidad de Jaén, Universidad del País Vasco…-, mien-
tras que en otros ha sucedido lo contrario. A este respecto, la práctica 
parece evidenciar un claro favor, como se verá, por la organización inter-
na, evidenciando un claro contraste con lo sucedido respecto del procedi-
miento de evaluación de estos riesgos, que normalmente se externali-
zan. 

No obstante, no se descarta la intervención de terceros, si bien no en la 
gestión, sino a través de “informes de expertos” –ejemplo: Informe de 
experto independiente para ver si hay una relación entre daños del traba-
jador y el proceso de acoso, para la calificación como accidente de trabajo, 
para el Protocolo de ALLIANZ-, u otras personas expertas. 

Peculiar resultan aquellas experiencias que, sin embargo, configuran el 
órgano gestos principal a través de una composición externa. Así, el Pro-
tocolo de la Universidad de Alicante, crea una Comisión Arbitral de Resolu-
ción de Conflictos en materia de riesgos psicosociales –CARC-. Ahora 
bien, no se integra por personal interno de la Universidad, sino externo. 
Así:

“Dicha Comisión estará compuesta por tres miembros titulares o otros 
tantos suplentes, externos a la Universidad de Alicante, nombrados 
por el Rector entre profesionales especialistas en los campos científi-
cos que tengan competencia en este tipo de actuaciones, que no po-
drán ser sustituidos durante la tramitación de un expediente abierto. 
La Comisión podrá contar con el apoyo de asesores en cualquier 
momento del proceso”. 

9º) Alcance de la tutela en satisfacción de la persona afectada. El 
protocolo debe asegurar una tutela integral a las personas 
afectadas, incluyendo la asistencia en todo momento a la víc-
tima, y procesos de recuperación y reinserción, en su caso. 

Como instrumento de protección eficaz de la seguridad y salud en el 
trabajo que estos protocolos son, por encima de cualquier otra dimensión 
y pese a la enorme confusión que reina en la experiencia práctica al res-

pecto, el punto de partida o presupuesto de todos ellos debe ser, confor-
me establece el Código de Buenas Prácticas, si bien se centra más en la 
dimensión antidiscriminatoria, pero sobre todo el Acuerdo Marco Euro-
peo, la tutela integral de la salud de la persona afectada. Y eso hace que el 
procedimiento debe tener una dimensión global, integral a su vez, aten-
diendo tanto a la prevención –que ya vimos-, a la protección –que acaba 
de indicarse-, como a la reparación precisa. Debe ser, pues, un instrumen-
to no sólo de “justicia disuasoria” –para que no se produzca o reproduzca 
más-, sino también “restauradora”, de modo que la persona, pueda, en lo 
posible, reincorporarse al puesto en las mejores condiciones, como si no 
hubiera existido el proceso. 

Por eso, la protección asistencial y recuperadora es clave. El derecho a 
ser restituido en las condiciones anteriores (Protocolo de ALLIANZ), y la 
asistencia aparece frecuentemente (Protocolo Mapfre), pero no está difun-
dido.

 
10º) Instrumentos de evaluación periódica de la eficacia real del 

protocolo. La voluntad de ser aplicado realmente y dar solu-
ciones eficaces exige que el procedimiento garantice la capa-
cidad de autocontrol de su eficacia, de forma que disponga 
de instrumentos de evaluación y corrección, en su caso, de 
sus resultados en orden a asegurar el objetivo de protección 
eficaz.

Implícitamente en el Código de Buenas Prácticas para prevenir el acoso 
sexual, y explícitamente en el Acuerdo Marco, una exigencia clave de 
todo protocolo, una cláusula de cierre de todos ellos que no debe faltar, es 
la relativa al control y seguimiento permanente de su eficacia real, no ya 
sólo formal, no sólo sobre el papel. Si es importante contar con estos pro-
cedimientos, más lo es aún garantizar que son eficaces, que resultan efec-
tivos. Para ello, como es evidente, su difusión, a través de las técnicas in-
formativas, formativas y, en general, de comunicación es fundamental. 
Pero no menos relevante resulta mantener el pulso permanentemente de 
su realidad, de su eficacia, de su valor. Que un protocolo no resulte apli-
cado no es señal de eficacia, como algunos creen, sino todo lo contrario, 
un síntoma evidente de que algo no funciona, de que no está bien diseña-
do, pues, por lo común, cuando algo se hace y se pone en valor, suele ac-
tivarse, como ha ocurrido, por ejemplo, con los protocolos relativos a las 
denuncias de violencia de terceros –externos- en diferentes ser vicios de 
salud. 

Que haya más denuncias para nada quiere decir que haya más casos, 
tan sólo que ahora sí es conocido y que las personas tienen confianza en 
que se hace posible hallar una solución.

Esta política debe tener carácter indefinido, y, por tanto, los protocolos 
deben tener vigencia de este tipo, Por lo que su continuidad debe verifi-
carse con un seguimiento periódico. Evidentemente, los protocolos que 
tienen una vigencia temporal, los menos, no plantean ese problema por-
que exigen una revisión periódica. Curiosamente, la gran mayoría de 
ellos carece de una cláusula de cierre de este tipo, una garantía de revi-
sión periódica. Quizás, una vez más, porque la mayoría de quienes inter-
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vienen en ellos, según se ha podido comprobar en el trabajo de campo 
que de inmediato se expondrá, está por lo general “satisfecho” del pro-
ducto “parido” y, por lo tanto, olvida que es necesario verificar con cierta 
frecuencia qué sucede con el protocolo.

No obstante, y evidenciando la pertinencia tanto de este enfoque de 
“ciclo preventivo continuo” cuanto del papel de la evaluación de toda 
política en este ámbito para asegurar su eficacia real, y no la multiplica-
ción de la acción tan sólo administrativo o burocrática –“prevención de 
papel”-, hallaremos algunos protocolos que cumplen, de un modo u otro, 
con esa función de control interno de su eficacia. Algunos lo formalizan 
sobre todo para saber qué pasa con la eficacia de la solución dada a casos 
concretos. Por ejemplo, el protocolo de PARADORES S.A., indica que, 
“con periodicidad trimestral, o automáticamente en caso de gravedad, se 
trasladará al Comité de Seguridad y Salud en el Trabajo, un informe so-
bre las conclusiones a las que se haya llegado en los casos que hayan se-
guido el presente protocolo durante ese periodo de tiempo, así como las 
actuaciones y/o sanciones impuestas”. 

Como vemos, más que una evaluación de la eficacia global del protoco-
lo, se trata de una medida de control de la eficacia de la actuación llevada 
en cada caso, aunque indirectamente permite lleva a cabo esa evaluación 
global. Otros, en cambio, sí prevén esta revisión periódica.

Recomendación 
del modelo 

tipo-práctico

Concreción en el 
modelo

Práctica 
conforme

Práctica 
desviada

Ámbito Funcional Toda forma de acoso

P. CSIC
P. Industria 
Química

P.AGE
P. Grupo Rodilla

Técnica de 
tipificación de 
conductas

Extensa o no 
restrictiva

Universidad 
Jaume I

P. AGE
P. CSIC

Compromiso 
político
(Declaración)

Inclusión de un 
compromiso de la 
dirección con la 
erradicación del 
acoso

Casi todos

P. Universidad 
Sevilla
P. Universidad 
Alicante

Enfoque 
dominante

Procedimientos de 
tipo eminentemente 
preventivo, no de 
mera “gestión de 
recursos humanos”

P. Universidad 
Sevilla
P. CSIC
P. Industria 
Química

P. Universidad 
de Alicante

Tipo de 
procedimiento

Procedimiento 
de doble fase, 
formal, e informal, 
de solución 
extrajudicial de 
conflictos, nunca 
disciplinario

P. Univeritat 
Jaume I

P. Empresas del 
Grupo REPSOL

Papel de los 
representantes de 
los trabajadores

Favor hacia los 
procedimientos 
negociados y de 
gestión participada

P. Empresas 
Grupo REPSOL
P. ALLIANZ

P. Universidad 
de Alicante
P. Universidad 
de Sevilla

Garantías 
jurídicas

Exigencia de 
un catálogo de 
garantías para 
todos los sujetos 
intervinientes

Casi todos

Naturaleza del 
órgano gestor

Primacía de la 
dimensión interna, 
con aperturas a la 
externa

Casi todos P. Universidad 
de Alicante

Alcance de la 
tutela

Protección integral, 
incluyendo 
asistencia  a 
la víctima y su 
restitución de 
condiciones previas

Muy pocos P. MAPFRE
P. ALLIANZ

Control de 
Eficacia

Inclusión de 
mecanismos para 
evaluar la eficacia 
del protocolo

Casi ninguno P. PARADORES, 
S.A.
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5. Reflexión Final

Sin perjuicio de la conveniencia, a nuestro juicio de la necesidad, de 
establecer un plan institucional orientado a crear los incentivos necesa-
rios para que implantar un procedimiento de gestión preventiva de los 
conflictos de riesgo psicosocial asociados a la violencia moral en el traba-
jo no sea algo residual, casi episódico, sino una realidad relevante en el 
plano estadístico –número-, entendemos tan significativo como es avan-
zar en enfoques cualitativos. El objetivo es disponer de herramientas, lo 
más fáciles, asequibles y flexibles que podamos, para conformar una ima-
gen más precisa –fiable- del grado de eficacia de la experiencia española 
tenida hasta ahora en torno al desarrollo de protocolos de gestión “pre-
ventiva” de situaciones de conflicto psicosocial asociadas a procesos, 
reales o presuntos, de acoso moral en el trabajo –y otras formas de aco-
so-. 

Además, el beneficio de utilidad o eficacia de un protocolo de este tipo 
debe también calibrarse atendiendo a su dimensión colectiva y disuaso-
ria. Esto es, partimos de una configuración, conforme al modelo tipo-
normativo –que se recuerda una vez más no es ideal, sino resultado del 
filtrado de experiencias prácticas exitosas en varios países de la UE- que 
hace primar el enfoque preventivo y participado de los procedimientos 
internos de gestión del acoso, por lo que no bastará para determinar su 
eficacia con que existan y actúen, e incluso adopten soluciones en tiempo 
razonable, sino con su capacidad de promover un cambio de las condicio-
nes de trabajo que propician, o facilitan, esas situaciones. Asimismo, su 
existencia debería disuadir de estas conductas y, en todo caso, concien-
ciar a la organización para el diseño de políticas más eficaces en orden a 
reducir este tipo de conflictividad, incluso por eficiencia. En todo el pro-
ceso, sin margen de error alguno, la negociación colectiva, no ya sólo la 
de empresa, sino la del sector estatal –y por qué no, también la provincial, 
a pesar del jaque actual tras sendas reformas, la de 201 y la de 2012-, está 
destinada a tener un papel mucho más relevante que en el pasado.

Actividad Preventiva:
Experiencias de evaluación,

gestión y promoción

Actividad Preventiva

2
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INFORME A DICIEMBRE DE 2011 DE LA EXPERIENCIA DE 
EVALUACIÓN DE RIESGOS PSICOSOCIALES EN ANDALUCÍA: 

UNA LENTÍSIMA EVOLUCIÓN

FERNÁNDEZ ARIAS, Juan Carlos
jcarlos_fernandez_arias@prevencionfremap.es
Coordinador Nacional del Área de Psicosociología

LARA CARMONA, Elena María 
elena_lara@prevencionfremap.es

Sociedad de prevención de FREMAP, S.L.U
http://www.prevencionfremap.es/
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En el número 1 de esta Revista Temática, el Observatorio Andaluz de 
Riesgos Psicosociales -LARPSICO- nos pidió que efectuáramos un estu-
dio, hasta el momento no ensayado en ningún otro ámbito, ni profesional 
ni científico, sobre el tipo y situación de la experiencia práctica que había-
mos tenido en materia de evaluación de riesgos psicosociales en los luga-
res de trabajo, así como, en su caso, de la actividad preventiva que había-
mos realizado estos años, sobre todo desde el inicio de la crisis, el año 
2008. A partir de ahí, se diseñó una específica actividad de cooperación 
continuada entre nuestra Sociedad Preventiva y el LARPSICO, en el mar-
co de un proceso mucho más amplio de colaboración entre este dispositi-
vo de investigación, información, divulgación y cultura preventivas para 
estos singulares riesgos de la Junta de Andalucía, y los principales opera-
dores del sector de la prevención de riesgos, a fin de avanzar en una ma-
yor capacidad de conocimiento en torno a la experiencia de acción pre-
ventiva en la Comunidad de Andalucía y sobre estos relevantes riesgos 
de carácter laboral, desde hace tiempo ya algo más que emergentes.

Si aquél primer Informe llegaba hasta finales de 2009 y principios de 
2010, en el que ahora se incluye se revisa, y se hace balance, de la evolu-
ción experimentada a tal fin desde aquél tiempo hasta finales de 2011, que 
es el periodo abarcado por este segundo informe. A fin de que pueda 
mantenerse una mayor visibilidad de los cambios experimentados hemos 
preferido mantener la estructura y contenidos del anterior, si bien, como 
es natural, actualizando los datos cuantitativos. En este sentido, una mera 
comparación de un Informe y otro evidenciará con nitidez las diferencias 
en ese plano. No obstante, y más allá de esas diferencias cuantitativas, 
por la ampliación, cierto que a ritmo demasiado lento, lo que sin duda 
está incidido también por la crisis, se verá que, lamentablemente, las con-
clusiones no difieren apenas, en lo cualitativo, de lo que se concluyó en el 
primer Informe.

Ciertamente, las nuevas expectativas que se abren con la actual Cam-
paña Europea de Evaluación de Riesgos Psicosociales, así como con la 
aprobación inminente de una Guía Oficial por parte de la ITSS en mate-
ria, permiten confiar en que en este año, o al menos en el próximo halla-
remos algún cambio más cualitativo al respecto. Por lo que en el siguien-
te Informe podremos, quizás, dar una imagen menos continuista y algo más 
innovadora, así lo deseamos, de la situación. De momento, debemos ajustar-
nos a radiografiar una realidad que apenas ha experimentado cambios cua-
litativos, como se ha indicado. Y cuyos datos son los siguientes.

Siguiendo con lo expuesto anteriormente, el criterio establecido para 
este trabajo ha sido, estrictamente idéntico que el anterior, el de interven-
ciones en las que se haya realizado una evaluación de riesgos psicosocia-
les específica o nivel avanzado siguiendo los parámetros que establece el 
INSHT y la ITSS. Para ello hemos de matizar inicialmente lo siguiente:

- Hemos seleccionado aquellas evaluaciones en las que se cerraron 
como mínimo realizando dos fases del ciclo de intervención, es decir, 
evaluación y propuesta de medidas correctoras con planificación.

- Hemos seleccionado aquellas con menos de 250 trabajadores.
- Hemos seleccionado independientemente del sector, el criterio es que 

nos haya parecido interesante aportar las evaluaciones para estas jornadas.
En el siguiente cuadro exponemos los datos básicos de las mismas
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Sector / Actividad Tamaño Nº de 
puestos

Causa de la 
evaluación

Métodos empleados 
dentro de nuestro 
procedimiento

Industria 
aeronáutica 42 5

Identificación 
Indicadores 
de riesgo en 
evaluación 
inicial

FPSICO + 
Entrevistas claves 
+ Entrevistas de 
comprobación

Residencia 
Ancianos 33 5 Requerimiento 

de Inspección

FEMCVT 
complementada 
con las preguntas 
de acoso de INSL, 
TL Melià y Escala 
Bornout Maslasch + 
Entrevistas claves 
+ Entrevistas de 
comprobación

Aseguradora 37 4 Requerimiento 
de Inspección

FEMCVT +INSL 
complementada 
con TL Melià + 
Entrevistas claves 
+ Entrevistas de 
comprobación

Administración 
Pública 50 6 Requerimiento 

de Inspección

FPSICO+ Inventario 
Leymann + 
Entrevistas claves 
+ Entrevistas de 
comprobación

Industria 
Alimentaria 109 (2) 7 Requerimiento 

de Inspección

FEMCVT +INSL 
complementada 
con TL Melià + 
Entrevistas claves 
+ Entrevistas de 
comprobación

Envasadora 
de productos 
alimenticios

146 12 Requerimiento 
de Inspección

FEMCVT 
complementado con 
el cuestionario de SL 
del INSHT, la escala 
de TL Melià y la 
Escala de Conflictos 
Interpersonales 
de la A.N.A.C.T. + 
Entrevistas claves 
+ Entrevistas de 
comprobación

Residencia 
Ancianos 21 3 Requerimiento 

de Inspección

FEMCVT  
complementada 
con el Inventario de 
Bornout de Maslach, 
el cuestionario 
de TL Melià y las 
preguntas del INSL 
referidas a acoso + 
Entrevistas claves 
+ Entrevistas de 
comprobación

Industria 
Vitivinícola 78 (19) 2 Requerimiento 

de Inspección

FPSICO + 
Entrevistas claves 
+ Entrevistas de 
comprobación

Industria 26 4 Requerimiento 
Inspección

FPSICO + 
Entrevistas claves 
+ Entrevistas de 
comprobación

Sidero - metalurgia 8 1 Requerimiento 
Inspección

INSL complementado 
con Cuestionario de TL 
+ Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación

Químico 80 7 Solicitud CSyS y  
empresa

ISTAS21 + Entrevistas 
claves + Entrevistas de 
comprobación

Ayuntamiento 
Administración 
Local

123 6 Solicitud del CSyS FPSICO + Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación

Aseguradora 166 11 Solicitud empresa FPSICO + Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación

Servicios 120 5 Solicitud empresa
ISTAS21 + Entrevistas 
claves + Entrevistas de 
comprobación

Químico 90 8 Solicitud empresa

Encuesta de indicadores 
psicosociales a través del 
Reconocimiento Médico 
Periódico

Agencia Pública 18 4 Requerimiento 
Inspección

INSL complementado 
con Cuestionario de TL 
+ Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación

Residencia 
Ancianos 39 5 Requerimiento 

Inspección

FEMCVT  complementada 
con el Inventario de Bornout 
de Maslach, el cuestionario 
de TL Melià y las preguntas 
del INSL referidas a acoso 
+ Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación

Comercio al por 
mayor 59 6 Solicitud del CSyS

FPSICO + Cuestionario 
de TL Melià + Encuesta de 
Satisfacción Laboral del 
INSHT + Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación

Comercio al por 
mayor 64 5 Solicitud del CSyS

FPSICO + Cuestionario 
de TL Melià + Encuesta de 
Satisfacción Laboral del 
INSHT + Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación

Industria 144 6 Solicitud empresa FPSICO + Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación

Industria 
Alimentaria 28 5 Requerimiento 

Inspección
FPSICO + Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación

Servicios hoteleros 21 4 Solicitud empresa

FPSICO + Cuestionario de TL 
de Melià + preguntas de acoso 
del INSL + Encuesta básica de 
trabajo a turnos y nocturno 
de SPFREMAP + Escala de 
Conflictos Interpersonales 
de la A.N.A.C.T + Entrevistas 
claves + Entrevistas de 
comprobación

Comercio/
Taller reparación 12 2 Requerimiento 

Inspección

FPSICO + Cuestionario de 
TL Melià y las preguntas 
del INSL referidas a acoso 
+ Entrevistas claves + 
Entrevistas de comprobación
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Comercio 12 2

Identificación 
Indicadores 
de riesgo en 
evaluación inicial

FPSICO + Escala de 
Conflictos Interpersonales 
de la A.N.A.C.T + Entrevistas 
claves + Entrevistas de 
comprobación

	 Más gráficamente podemos advertir que:

Una media de trabajadores de 64

Gráfico resumen de las causas por las que se realiza evaluación:

Gráfico resumen de los métodos utilizados:

El diseño de las escalas es en función de los indicadores de riesgo de 
los que disponemos en el momento de planificar la evaluación.

En los 24 casos se realizó análisis de indicadores organizacionales, y de 
salud, y se realizaron entrevistas clave y de comprobación

Gráfico de concordancia entre resultados del cuestionario y 
resultados de las entrevistas:
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A continuación se presenta los gráficos y tablas de calificación de los 
riesgos, medidas e intervención si las hubiere, por motivos de evitar aso-
ciaciones que puedan vulnerar el anonimato de la información presenta-
da se exponen por separado y en orden totalmente aleatorio, exponiendo 
conceptos generales sin los matices asociados a la condición del riesgo, al 
puesto o la empresa:

Síntesis de medidas correctoras acordadas y planificadas:

Principales medidas propuestas y planificadas
Establecer sistemas de actuación de los  responsables o personal que 

se designe como mediador en conflictos, recurriendo a figuras de aseso-
ramiento en intermediación laboral de  instituciones de Salud Laboral 
Autonómicas, definiendo de modo claro las funciones y alcance de di-
cha actuación, se trata de establecer un proceso de mediación laboral en 
el ámbito de la empresa para poder buscar soluciones a los conflictos 
existentes (9).

Ampliar y concretar los procedimientos y pautas de asignación de la 
carga de trabajo (10)

Ampliar,  mejorar y desarrollar la formación continua proporcionada 
a los trabajadores (7)

Ampliar y mejorar la información acerca del apoyo institucional es-
pecifico, especialmente, para las personas en situaciones de cambio, 
profesional, social, o familiar, así como para y la prevención de los con-
flictos interpersonales que pudieran producirse, transmitiendo infor-
mación acerca del Servicio de Ayuda a los Empleados (2)

Ampliar y mejorar los procedimientos escritos sobre los criterios de 
“valoración del mérito” (9)

Definir funciones, métodos a seguir y competencias necesarias / ta-
reas y procedimientos de trabajo en todos los puestos / clarificando el 
organigrama de la empresa (3)

Mejorar la descripción de tareas  / procedimientos de trabajo (3).
En el puesto x informar del procedimiento de trabajo de modo claro 

y conciso (5)

En el puesto de x  mantener reuniones periódicas para fomentar la 
comunicación y el intercambio de experiencias con los diferentes equi-
pos de trabajo (2).

Establecer criterios fijos en los objetivos que se deben alcanzar en el 
puesto x, informando de ello a todos los trabajadores.

Difundir e informar sobre el procedimiento de prevención y actua-
ción ante situaciones de Hostigamiento Psicológico y/o Acoso Laboral, 
del que la empresa dispone (8).

Establecer procedimiento de prevención y actuaciones ante situacio-
nes de Acosos Laboral (16)

Mejorar el protocolo de actuación en situaciones de agresión.
Fomentar la participación de los trabajadores en las áreas que afectan 

a su trabajo (6)
Formar en HHSS, Liderazgo  a los puestos de responsabilidad (18)
Formar en HHSS, Liderazgo y Gestión de conflictos a los puestos de 

responsabilidad (8)
Informar a todos los trabajadores del organigrama de la empresa y de 

las funciones de cada puesto de trabajo.
Mejorar la comunicación de los cambios significativos que se plan-

tean en la organización, interdepartamental / interna / sobre los cam-
bios estructurales / pautas para la comunicación de quejas / vertical 
ascendente / fomentando la participación de todos / fomentar la pro-
moción interna / participación y la comunicación intra e interdeparta-
mental / canales comunicación formal entre el centro de trabajo y cen-
tral / participación de los trabajadores (15). 

Establecer un procedimiento para la comunicación de errores e inci-
dentes.

Mejorar la formación en tareas de nueva asignación.
Proporcionar formación a la plantilla en el afrontamiento de situacio-

nes de agresión.
Proporcionar formación específica a toda la plantilla en trabajo noc-

turno (2)
Proporcionar formación para gestionar el estrés y las emociones (5)
Proporcionar formación en Atención al Público (3)
Establecer grupos de consuelling, debriefing por puesto de trabajo o 

interdisciplinar.
Establecer un procedimiento de evaluación genérico para todos los 

centros de trabajo del grupo.
Incluir en el plan de formación continua una formación mínima para 

cada trabajador independientemente de la experiencia de éstos.
Recomendamos realizar un estudio sobre la organización del tiempo 

de trabajo.
Estudiar la actualización de medios y equipos de trabajo dotados en 

la empresa.
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Informar de la existencia de un Código de Normas éticas y Conducta 
empresarial (2)

Asegurar la existencia de descansos adecuados entre turnos.
Informar por parte del Departamento de RRHH del organigrama de 

la empresa.
Mejorar y facilitar la comunicación de los trabajadores con la central 

de la empresa.
Establecer todas las medidas de seguridad necesarias para minimi-

zar los riesgos relacionados con la violencia en el lugar de trabajo deri-
vados de posibles atracos o hurtos.

Establecer reconocimiento de indicadores de riesgos psicosociales y 
salud psicológica vinculada a las condiciones de trabajo de forma perió-
dica dentro de la planificación del área de vigilancia de la salud en la 
organización (11).

Por último exponemos en cuántas de ellas hemos realizado la tercera 
fase de la intervención psicosocial que consiste en llevar a cabo las medi-
das propuestas y su seguimiento:

Si ha habido intervenciones posteriores a la evaluación (Formación, 
reuniones, acciones de mejora) en las que hayamos participado o sepa-
mos que han hecho porque nos han informado

No tenemos información (14)

Sí, se han planificado todas las medidas propuestas (3)

Sí,  se han mantenido reuniones con delegados de prevención, CSyS 
y  departamento de RRHH, se han iniciado acciones formativas, está pen-
diente de planificar el resto de medidas preventivas propuestas (3)

Sí, se han mantenido reuniones con los interlocutores de la empresa 
y los delegados de prevención,  está pendiente de planificar las medidas 
preventivas propuestas (3)

Conclusiones

A la vista de la representación gráfica y numérica anterior de la reali-
dad de la evaluación de riesgos psicosociales en Andalucía, en la muestra, 
como es obvio, que nos corresponde a nosotros, por nuestra actividad 
-pero que no difiere mucho de la que arroja el contraste con la realizada 
con el resto de las principales operadoras del sector preventivo en este 
ámbito-, las conclusiones que se pueden alcanzar son más que evidentes 
y, como se dijo al inicio de este segundo informe de actualización, apenas 
se apartan un ápice de lo que observamos en el anterior, con lo que se 
confirma esa lentísima evolución de esta actividad indicada. Como se 
recordará, los datos más relevantes son

a) De todos es sabido que el sector público, por tratarse de una activi-
dad de servicios sobre todo y basarse en un uso intensivo de personal 
-al menos hasta la aplicación de fuertes reajustes en sus plantillas-, 
tiene una mayor incidencia en los riesgos psicosociales. Sin embargo, 
en nuestra actividad, seguimos sin notar esa prevalencia, de modo que 
no se produce una preponderancia del sector público en nuestra activi-
dad como SP Ajeno. Ahora bien, lo que sí se ha detectado, es una cierta 
redistribución de actividad en los sectores privados, pues si en el pri-
mer informe nuestra actuación evaluadora se centraba en el típico sec-
tor industrial, con casi un 50% de las evaluaciones realizadas, en estos 
dos años el sector más relevante es el de Servicios, que ha pasado de 
un 36% a un 48%, lo que es lógico en la estructura económica y pro-
ductiva de esta Comunidad, mientras que la Industria ha pasado a re-
presentar un 39%.

El cambio en la distribución de actividades preventivas es natural, 
pues todos los Estudios disponibles y más fiables evidencian que es en el 
sector servicios donde se da una mayor prevalencia. No obstante, el in-
dustrial sigue siendo considerable.

b) Las evaluaciones de riesgos psicosociales de nivel avanzado han se-
guido una evolución análoga en todas las empresas, abarcando las de 
todos los tipos de tamaño y de empresa.

En consecuencia, sigue siendo cierto que nos encontramos con especia-
les dificultades para ajustar las metodologías a los diferentes tamaños de 
las empresas, pese al esfuerzo hecho al respecto por el Instituto Nacional 
de Seguridad e Higiene en el Trabajo para promover modelos más adap-
tados a las concretas realidades en que se concretan las organizaciones 
evaluadas. Por tanto, se revelan como especiales las dificultades metodo-
lógicas de intervención para poder mantener aspectos tan claves en todo 
proceso como el anonimato, la voluntariedad y la confidencialidad de las 
informaciones obtenidas, teniendo que recurrir a la agrupación por cen-
tros de trabajo pudiendo existir sesgos relevantes en el análisis cuantita-
tivo y en el análisis cualitativo al percepción de intromisión psicológica 
es mayor (Empresario y trabajador). Nuestra progresiva y mayor expe-
riencia nos lleva a ratificarnos en nuestra propuesta de que se atienda 
sobre todo a “encuestas por centro”, y no a  “cuestionarios por puesto”, 
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aunque la regulación normativa no sea clara al respecto. En todo caso, y 
como ya se dijo en el informe anterior, nuestra recomendación, y nuestra 
apuesta, es siempre ir a otras técnicas cualitativas, que complementen las 
cuantitativas, de modo que se atiende también los enfoques de la obser-
vación, la entrevista y la evaluación técnica del conjunto de los elementos 
organizativos - centro, área o puesto de trabajo-.

c) La mayor parte de las evaluaciones de riesgos psicosociales realiza-
das se siguen produciendo a demanda reactiva de la empresa que, tras 
ser requerida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para ello, 
decide contratar los servicios a tal fin de una entidad ajena. En conse-
cuencia, sigue siendo válida para el presente lo que se dijo hace dos 
años, y es que una actuación reactiva de este tipo implica que existe 
una alta probabilidad estadística de que pueda estar teniendo lugar 
algo más que un riesgo en esa organización. Ahora bien, un dato es 
muy relevante: ya no son el 63% sino el 54%. 

Este dato es muy significativo, porque implica que, muy lentamente 
cierto, pero de modo apreciable, encontramos una mayor concienciación 
de los empresarios en torno a la necesidad de cumplir con esta obligación 
preventiva, bien directamente bien por la mayor actuación o incidencia 
de la actividad de los interlocutores sociales. En un caso u otro se eviden-
cia esa mayor presencia de la convicción o la necesidad de avanzar en la 
actividad preventiva también para estos riesgos.  Aunque todavía es 
pronto para dar una lectura precisa e inequívoca a este dato, sí es posible 
poner de relieve cómo de estar ante una tendencia consolidada y en au-
mento nos encontraríamos con un clima mucho más favorable, de modo 
que podría también avanzarse en mejoras cualitativas en este ámbito. No 
es lo mismo intervenir en un momento que en otro. 

d) Por eso, como dijimos en el anterior informe, es más difícil realizar 
una buena labor de prevención si, precisamente, los mecanismos de 
prevención primaria de los riesgos psicosociales brillan por su ausen-
cia, bien por falta de implantación en sentido total –ausencia absoluta-, 
bien por un deficiente  desarrollo, integración y seguimiento de las 
medidas disponibles, o simplemente, como también se dijo, por errores 
en los análisis inicial de indicadores de riesgo psicosocial. Como he 
manifestado ello conlleva intervenir bajo presión de plazos de tiempo, 
en situaciones de clima laboral anómalo, y con resistencias relevantes 
ante el miedo a las consecuencias económico administrativas de la in-
tervención.

Por lo que respecta a la delicada -por ser a menudo conflictiva- cues-
tión de la elección del “método de evaluación” tampoco ha habido cambio 
alguno, de modo que no han aparecido nuevos métodos que desplacen a 
los anteriores, con lo que, sin perjuicio de la revisión que esos métodos 
han experimentado, y que hemos seguido, la continuidad es también aquí 
la tónica dominante. Este factor, aunque pueda evidenciar un cierto es-
tancamiento en la mejora o en el perfeccionamiento de esta importante 
labor preventiva, también tiene elementos positivos, en cuanto evidencia 
la consolidación de ciertos métodos por encima de otros y, por tanto, la 
eliminación de los poco fiables.

En este sentido, los métodos principales utilizados son los que reco-
miendan tanto el INSHT como la ITSS: el Fpsico del INSHT, el Istas21 de 
ISTAS, el Cuestionario Navarra del Instituto Navarro de Salud Laboral, y 
la escala sobre el estrés en el trabajo de la Fundación Europea para la Me-
jora de las Condiciones de Vida en el Trabajo (FEMCVT). Aunque se ha 
sido muy respetuoso con las condiciones de uso, a fin de no alterar las 
condiciones de fiabilidad y validez, es evidente que en su aplicación no se 
puede ser inflexible, por lo que se han cumplimentado en cada caso en 
función de los riesgos previos detectados tanto como de las demandas de 
la inspección la empresa y los delegados de prevención. 

Naturalmente tampoco ha cambiado la problemática de las PYMES, 
protagonistas del escenario económico-productivo español y andaluz, 
por ser el tipo de organización más extendida en nuestro tejido empresa-
rial, que exigen atender a sus características y a sus peculiaridades en el 
empleo de los métodos. Por ello seguimos convencidos de la utilidad de 
que combinar cuestionarios que permiten un análisis cuantitativo y des-
criptivo, con otros que permiten un análisis o bien sólo cuantitativo o 
bien sólo descriptivo. Esto es así porque consideramos imprescindible 
adaptarnos al contexto de organización que nos solicita la evaluación y a 
las demandas específicas de la misma, teniendo en cuenta los temas de 
confidencialidad y gestión de la información, con el fin de poder acotar y 
realizar informes que sean prácticos en cuanto a las conclusiones y medi-
das que de ellos se extraigan.

e) Un aspecto especialmente relevante para la eficacia de la acción eva-
luadora y que tampoco hemos podido, hasta ahora, perfeccionar de 
modo significativo, es el relativo a los desajustes que se producen entre 
los resultados del análisis cuantitativo y los del análisis cualitativo 
basado en entrevistas. Así, en un 58% de ellos el nivel de riesgo obte-
nido de los cuestionarios es Tolerable, mientras el deducido de las en-
trevistas es Moderado. De nuevo, sin embargo, y dentro de esa ralenti-
zada evolución y mejora de estos procesos, hay que poner de relieve 
que se aprecia una leve variación, pues hace dos años era del 60%.

Sigue siendo cierta, pues, al menos por la constatación con la realidad 
numérica, la conveniencia de evitar la ecuación, tan simple como equivo-
cada, de que evaluar los riesgos psicosociales es pasar un cuestionario. El 
valor que adquieren las entrevistas individuales clave o de comprobación 
en las evaluaciones de nivel avanzado aumenta. De ahí que se constante 
que si únicamente hubiéramos hecho una anamnesis a través del cuestio-
nario, fuera éste cual fuese, podríamos haber obtenido un porcentaje 
muy elevado –por tanto preocupante- de “falsos positivos” –conformidades 
meramente formales- y concluir que en dichos puestos y organizaciones 
de trabajo no existen riesgos significativos. A día de hoy, los trabajadores 
que participan en las evaluaciones siguen considerando un entorno más 
seguro de cara a la exposición de su percepción de los riesgos psicosocia-
les el contexto de la entrevista personal, si bien es cierto, que en los cues-
tionarios las medias estadísticas y las agrupaciones de puesto en algunos 
casos podrían explicar estas discrepancias. La conclusión es obvia, aun-
que aparezca ya como un auténtico tópico: debemos profundizar en la 
formación, implantación y desarrollo de modelos de intervención psico-
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social válidos y fiables que nos permitan encontrar razones técnicas en 
las discrepancias y evitar que los técnicos puedan cometer errores rele-
vantes.

f) En cuanto a las medidas preventivas, y al margen de la reducción del 
sesgo en las mismas por la reducción del número de evaluaciones deri-
vadas de la actividad inspectora, siguen predominando las que tienen 
que ver con aquellos aspectos más vinculados a la exposición social de 
los trabajadores (violencia, acoso y conflicto).

En todo caso, las medidas preventivas abordan los riesgos principales 
detectados en cualquier tipo de organización, PYME o Gran Empresa: 
fatiga mental (diseño de tarea, asignación de cargas, etc.), distrés sociola-
boral (problemas de comunicación, información, promoción y formación), 
problemas vinculados a los estresores organizacionales específicos de 
cada organización (fundamentalmente liderazgo disfuncional) y proble-
mas en las relaciones personales (Acoso y conflicto).  

Merecen especial atención dos temas críticos el incremento de la nece-
sidad de intervenir en mediación de conflictos en las organizaciones y la 
falta de habilidades sociales y de gestión de personas que poseen los 
mandos en las PYME. En este sentido, y en términos análogos a los resul-
tados derivados de la conocida Encuesta ESENER, está claro que lo más 
requerido en una mayoría de casos es la formación y el seguimiento pos-
terior.

En todo caso, el problema mayor aquí es la limitada eficacia preventiva 
de las mismas. La implantación y seguimiento de medidas sólo ha tenido 
éxito en un 13%, mientras que en un 26% lo habrían tenido sólo parcial-
mente, del resto, de la mayoría, el hándicap está en el extremado descono-
cimiento que se tiene: en un 61% no se dispone de información. Este he-
cho nos sitúa ante la enorme dificultad que poseemos para poder realizar 
la tercera fase de la intervención psicosocial. Existen aún muchas barreras 
que superar para que se comprenda que la evaluación no es un mero trá-
mite, sino que supone un elemento de mejora continua de las condiciones 
laborales que incrementará el rendimiento, la salud y la satisfacción labo-
ral y por tanto la productividad, y disminuirá el absentismo, la conflicti-
vidad  y la insatisfacción. En consecuencia, es manifiesto que debe ser 
esta tarea la que exige una especial atención para el inmediato futuro, 
por cuanto se deben establecer sistemas de seguimiento continuado y la 
posibilidad de revisión de las medidas, según el célebre ciclo de control 
preventivo global.

En suma, este más de año y medio mediado entre un informe y otro no 
nos ha permitido transitar desde una limitada, en lo cuantitativo, y reac-
tiva, en lo culatiativo, evaluación. No obstante, sería injusto y erróneo 
afirmar que no ha habido evolución, o incluso progreso, lo que resulta 
más llamativo en época tan crítica como la que se vive desde 2008. Pero 
en virtud de las campañas de información, la actuación rigurosa de la 
inspección de trabajo, la encomiable labor de los Institutos Nacionales y 
Autonómicos de Salud Laboral, el trabajo constante y cualificado de los 
sindicatos a través de sus delegados y de sus técnicos, la actitud más fa-
vorable de los empresarios, puede decirse que, lentos pero, nos movemos, 
y en la buena dirección (“eppur si muove”). 

Observatorio de 
Experiencias Prácticas

OBSERVATORIO DE EXPE-

3
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EVALUACIÓN DE FACTORES PSICOSOCIALES
EN UN CENTRO DE SERVICIOS SOCIALES  

CARRANCO CHAMORRO, José Manuel 
Coordinador Territorial Área Técnica 

PALOMARES BUENO, Mª Ángeles
Técnico Superior Prevención de Riesgos Laborales
Dirección de Prevención Técnica

SOCIEDAD DE PREVENCIÓN DE FRATERNIDAD MUPRESPA, S.L.U.
Av. Ramón y Cajal nº 37, 41005 Sevilla.
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Introducción

	 Conforme a la mayor parte de los Informes Internacionales dispo-
nibles, así como también según las diferentes Encuestas de Condiciones 
de Trabajo, nacionales y europeas, el sector de los servicios sociales apa-
rece entre los que mayor prevalencia tienen de los riesgos psicosociales. 
Este sector se caracteriza por la presencia de un amplio conjunto de em-
presas que, no obstante su naturaleza privada, trabajan en el marco de 
acuerdos de colaboración con Administraciones Públicas. Por lo tanto, si 
bien precisan de un número relativamente significativo de personal, dada 
la actividad, que es intensiva el en recurso a personas que prestan servi-
cios de este tipo a cambio de una retribución, no suelen ser de un gran 
tamaño. Por eso, presentan singularidades que merece la pena resaltar. 
De ahí que se haya elegido una experiencia preventiva de riesgos psico-
sociales en este ámbito.

Breve descripción de la situación previa de la empresa

El Centro de Servicios Sociales de referencia cuenta con una plantilla 
de 25 trabajadores. Por lo que hace al reparto de puestos de trabajo aten-
diendo a variables de género, 20 de esos puestos son ocupados por muje-
res, y 5 por hombres.

En función de la información facilitada por la empresa y dado que el 
objetivo que se persigue es tener conocimiento de posibles condiciones 
laborales desfavorables, el estudio se hace extensivo a los siguientes pues-
tos de trabajo: 

a) trabajador/a social, 
b) coordinador/a, trabajador/a familiar,
c) educador/a social, 
d) psicólogo/a y 
e) personal de administración y servicios. 

En el informe de evaluación de riesgos (año 2009) del centro de trabajo 
se  identifican factores de riesgo de origen psicosocial relacionados con el 
contenido del trabajo y la realización de la tarea en los puestos de trabajo 
adscritos al área organizativa de Trabajo Social. En dicho informe se reco-
mienda a la empresa realizar la evaluación de factores psicosociales en 
los puestos del área organizativa de Trabajo Social.

Razones por las que se intervino –petición empresarial tras el 
requerimiento previo de la ITSS-

Tras visita de la ITSS al centro de trabajo, y en la que se entrevista a los 
trabajadores adscritos al puesto de trabajo de “trabajador/a social”, se re-
quiere por el inspector de trabajo actuante la evaluación de riesgos psicosociales 
en todos los puestos de trabajo adscritos al Centro de Servicios Sociales, 
requerimiento que se traslada por la empresa a la Sociedad de Prevención 
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con la que tiene contratada la actividad preventiva, en este caso, la Socie-
dad de Prevención de Fraternidad Muprespa, a fin de que realice la eva-
luación de factores psicosociales. Mediante este estudio se pretende la 
obtención de información para detectar condiciones desfavorables que 
están en el origen de la aparición de determinadas conductas y actitudes 
inadecuadas en el desarrollo del trabajo y de determinadas consecuen-
cias perjudiciales para la salud y para el bienestar del trabajador.

Procedimiento de actuación evaluadora de los riesgos 
psicosociales

Antes de llevar a cabo la selección de la metodología a emplear, y en 
aras de hacer efectivo el principio de participación de los trabajadores, 
que exige la norma, se mantiene una reunión con el “Comité de Seguri-
dad y Salud en el Trabajo”. Tras esa reunión, se acuerda realizar la eva-
luación de riego psicosocial requerida por la ITSS, y se elige como meto-
dología de evaluación el método F-PSICO de evaluación de factores 
psicosociales del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo. 
La evaluación se hace extensiva a todas las áreas y puestos dependientes 
del Centro de Servicios Sociales. 

Se establece un plazo de un mes para realizar la evaluación y durante 
este periodo se realizan las siguientes actuaciones:

- Reunión con la Dirección del centro de trabajo y Delegado de Preven-
ción a fin de recabar los datos previos necesarios de puestos y tareas. 
Asimismo se procede a entregar información sobre el método de eva-
luación y se programa la fecha para la aplicación del cuestionario.
- Información previa a los trabajadores mediante nota informativa.
- Para la aplicación del cuestionario se intentó la normalización de las 
condiciones de aplicación. Con el fin de garantizar que todos los traba-
jadores recibieran la misma información y dadas las características de 
funcionamiento del centro de trabajo, se programaron 3 convocatorias; 
de 09 a 12 horas. A fin de conseguir un nivel de respuesta aceptable y 
que éstas sean lo más precisas y fiables posible se les recordó que el 
cuestionario es anónimo; que deben responder con sinceridad y que la 
finalidad de la aplicación es el conocimiento del ambiente psicosocial 
del trabajo en la empresa para identificar aquellos aspectos desfavora-
bles y promover su mejora.
- El cuestionario fue completado por 22 trabajadores de los 25 que 
constituyen la plantilla del Centro de Servicios Sociales (participación 
del 88 %).
- Realización del informe, traslado del mismo y comentarios a la em-
presa.

Medidas preventivas

Entre las medidas preventivas propuestas de una manera específica a 
la empresa tras el proceso de evaluación se encuentran:

- Programar el volumen de trabajo y el tiempo necesario para su desa-
rrollo (trabajadoras familiares y personal de administración).

- Siempre que sea posible, aumentar el nº de trabajadores en aquellos 
puestos y circunstancias que lo requieran por cantidad o dificultad de la 
tarea.

- Formar e informar a los trabajadores que atienden a público sobre 
trato al público y actuaciones en caso de conflicto con público.

- Evitar situaciones que producen gran ansiedad como la realización de 
tareas innecesarias o de tareas que no pueden realizarse.

- Definir de una forma precisa un plan formativo, aunque no sea inme-
diato, sino a medio-largo plazo, para todos y cada uno de los trabajadores 
en función del puesto que ocupen. Se recuerda que un buen plan forma-
tivo desarrollará competencias y comportamientos adecuados a los que 
se precisa para manejar de forma más adecuada los eventuales conflic-
tos.

- Continuar con las medidas de compatibilidad de la vida familiar y 
laboral que en su día se emprendieron.

Mejoras producidas, en su caso, tras la intervención

Hasta la fecha, y aunque se ha trasladado a la empresa la necesidad de 
estudiar las conclusiones del informe e incluso de crear un grupo de tra-
bajo para planificar las medidas preventivas, no consta que se haya reali-
zado ninguna actuación para mejora de las condiciones de trabajo.

En suma, se detecta una realidad ya apreciada con carácter general:  si 
es ya una realidad constatable la aceptación por un creciente número de 
empresas, incluso de medianas dimensiones, la necesidad de llevar a 
cabo la evaluación, bien por el mayor rigor ahora exigido por la ITSS bien 
por la propia conveniencia de cubrir este aspecto del sistema de obliga-
ciones preventivas, con lo que se avanzaría lenta pero de un modo inexo-
rable, no se produce el mismo progreso en la proyección operativa de esa 
primera fase de acción
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EVALUACIÓN DE RIESGOS PSICOSOCIALES EN 
UNA EMPRESA DE SERVICIOS SOCIALES
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Descripción de la empresa: 
Se trata de una mediana empresa, de 39 trabajadores, con una forma 

jurídica de Sociedad Limitada. Su objeto social es ofrecer atención inte-
gral y vivienda permanente a personas con más de 60 años, que debido a 
su problemática social, familiar y/o económica, no pueden ser atendidos 
en su domicilio y necesitan de ese tipo de servicios, ya sea de forma tem-
poral o permanente, donde se presta al mayor, una atención integral.

Es un centro para personas asistidas, destinada a la atención de mayo-
res con dependencia permanente, que necesitan de una asistencia conti-
nuada para la realización de las tareas de la vida diaria.

Situación previa de la empresa antes de la realización de la 
Evaluación Específica de Riesgos Psicosociales:

La empresa cuenta con un contrato de prevención con la Sociedad de 
Prevención de FREMAP, contaba con una evaluación inicial incluyendo 
todas las especialidades, Seguridad, Higiene, Ergonomía y Psicosociolo-
gía Aplicada. En la inicial evaluación no se habían detectado indicadores 
de riesgo para realizar una Evaluación de nivel avanzado en el área de 
Psicosociología aplicada si  bien se encontraban evaluados los factores de 
riesgo psicosociales a los que se encontraban expuestos los trabajadores.

Tipo de Actuación realizada

Se realizó una Evaluación Especifica de Riesgos Psicosociales, utilizan-
do la Metodología que sigue la Sociedad de Prevención de FREMAP, que 
incluye solicitud de documentación a la empresa, realización de cuestio-
nario específico y realización de entrevistas.

El método utilizado fue el siguiente:
· Encuestas adaptadas de la Fundación Europea para la Mejora de las 
Condiciones de Vida y de Trabajo (1993).Fuente: Kompier.M.A.J. y 
Mareelissen,F.H.G.. “Manual de estrés en el trabajo”. Amsterdam.
(1990). Modificada con parte de la Metodología de evaluación de ries-
gos: “Factores Psicosociales. Identificación de situaciones de riesgo”. 
Fuente: Instituto Navarro de Salud Laboral (2002).
· Inventario sobre burnout (Maslach) Instrumento en versión Española 
(ver Salanova et al., 2000) del MBI - General Survey Schaufeli, Leiter, 
Maslach y Jackson (1996)
· Cuestionario de tensión laboral J.L. MELIÀ (1994)

Razones por las que se intervino:
Requerimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social

Mejoras producidas:
Tras la realización de la evaluación específica se propusieron una serie 

de medidas preventivas las cuales han sido todas planificadas por la em-
presa y de las cuales ya se han realizado las siguientes:
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EVALUACIÓN DE RIESGOS PSICOSOCIALES 
EN UN CENTRO ASTRONÓMICO 

LARA CARMONA Elena María

· Se informó al 100% de la plantilla de los resultados de la evaluación.
· Formación Específica en Liderazgo Preventivo a todas las personas 
con responsabilidad en la empresa.
· Ejecución e implantación de un Protocolo de Actuación ante situacio-
nes de acoso.
· Formación específica en Acoso al 40% de la plantilla.
· Se han definido las funciones del puesto de responsable de turno.
· Se ha aumentado el número de reuniones interdisciplinares.

Se han creado grupos de “counsuelling”1 dentro de la plantilla conduci-
dos por la psicóloga del centro 

Se entendió que la práctica habitual del Counselling es una buena forma 
de prevenir la aparición de situaciones difíciles y emocionalmente des-
bordantes, según un factor de riesgos habitual o frecuente en este tipo de 
actividades. El Counselling contempla tres tipos de habilidades: emocio-
nales (intra e interpersonales), de comunicación y de motivación para el 
cambio. Por lo que ayuda tanto a los profesionales de la organización 
como a la dirección misma a llevar del mejor modo tanto la actividad or-
dinaria cuanto las posibilidades de modificaciones.

Se encuentran planificadas:
· Formación específica en gestión del estrés al 100% de la plantilla.
· Formación específica en trabajo a turnos y nocturnos del 100% de la 
plantilla.
· Formación específica en acoso al 60% restante de la plantilla.
· Formación específica en gestión de conflictos al personal con respon-
sabilidad del centro.

1  El Counselling (consejo o asesoramiento psicológico) es una relación de ayuda entre un 
profesional (counsellor) y una persona –normalmente cliente-, el cual realiza una demanda 
ante una situación del presente difícil de resolver por sí solo. No es un “consejero”, no da 
consejos, sino que constituiría una forma de acompañamiento por un profesional que permi-
te al cliente clarificar los elementos de la realidad y desarrollar su control, favoreciendo su 
crecimiento personal y la toma de decisiones. El Couseling otorga al paciente el papel de 
“conductor” (de su proceso salud-enfermedad) , y al profesional el de “facilitador” (“co-piloto” 
de esa conducción). Para un estudio más detenido vid. BIMBELA, J.A. En

 http://www.cfnavarra.es/salud/anales/textos/vol24/suple2/suple5a.html
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Descripción de la empresa: 
Tiene 50 trabajadores, por tanto se trata de una mediana empresa. Su 

forma jurídica es compleja, porque se ordena en la forma de Agrupación 
de Interés Económico (AIE). El Observatorio Astronómico de Calar Alto 
es un emplazamiento de observación astronómica en Almería en la ac-
tualidad, comparten el Centro Astronómico Hispano Alemán A.I.E. 
(CAHA, A.I:E.) y el Observatorio Astronómico Nacional (OAN), del IGN 
de España.

Como soporte de estas instalaciones telescópicas, el CAHA, A.I.E. dis-
pone de laboratorios y talleres donde se llevan a cabo las tareas de man-
tenimiento de telescopios y equipos de receptores. El CAHA, A.I.E. man-
tiene la total propiedad de sus telescopios y demás instalaciones y equi-
pos. Dispone de su propia plantilla de personal científico, técnico y admi-
nistrativo.

Situación previa de la empresa antes de la realización de la Evalua-
ción Específica de Riesgos Psicosociales:

La empresa cuenta con un contrato de prevención con la Sociedad de 
Prevención de FREMAP, contaba con una evaluación inicial incluyendo 
todas las especialidades, Seguridad, Higiene, Ergonomía y Psicosociolo-
gía Aplicada, en esta evaluación inicial no se habían detectado indicado-
res de riesgo para realizar una Evaluación de nivel avanzado en el área 
de Psicosociología aplicada, si  bien se encontraban evaluados los factores 
de riesgo psicosociales a los que se encontraban expuestos los trabajado-
res.

Tipo de Actuación realizada

Se realizó una Evaluación Especifica de Riesgos Psicosociales, utilizan-
do la Metodología que sigue la Sociedad de Prevención de FREMAP, que 
incluye solicitud de documentación a la empresa, realización de cuestio-
nario específico y realización de entrevistas.

El método utilizado fue el siguiente:
· FPSICO, método de Evaluación versión 2.0 del INSHT (Instituto Na-
cional de Seguridad e Higiene en el Trabajo). 
· Inventario de Leymann. 
· Cuestionario de tensión laboral J.L. MELIÀ (1994)

Razones por las que se intervino:
Requerimiento de la Inspección de Trabajo

Mejoras producidas:
Tras la realización de la evaluación específica se propusieron una serie de 

medidas preventivas las cuales todas han sido realizadas por la empresa:
· Se informó al 100% de la plantilla de los resultados de la evaluación.
· Formación Específica en Liderazgo Preventivo a todas las personas 
con responsabilidad en la empresa.
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· Formación Específica en Gestión de Conflictos a todas las personas 
con responsabilidad en la empresa.
· Ejecución e implantación de un Protocolo de Actuación ante situacio-
nes de acoso.
· Formación específica en Acoso todo el personal con responsabilidad 
en la empresa. 
· Formación específica en Gestión del estrés al 100% plantilla.
· Formación Específica en Trabajo a Turnos y Nocturno al 100% de la 
plantilla.
· Intervención y solución por parte de la dirección en resolución de un 
conflicto personal identificado a raíz de la realización de la evaluación, 
con el asesoramiento del especialista en psicosociología aplicada.
· Se han definido las funciones del puesto de responsable de turno.
· Se ha potenciado la comunicación entre el colectivo de astrónomos y 
el resto de puestos de trabajo que componen la plantilla.
· Se comprobó la distribución de las cargas de trabajo en el puesto de 
trabajo de Manteniendo y Coordinación.
· Por parte del Técnico Especialista se mantiene un seguimiento a tra-
vés de conversaciones con el responsable de la gestión de la prevención 
de riesgos laborales en el centro de trabajo.

ALGUNAS EXPERIENCIAS APLICATIVAS DE PROTOCOLOS 
DE GESTIÓN DEL ACOSO EN EMPRESAS CATALANAS: 

UN PRIMER BALANCE

Drª RIVAS VALLEJO, Pilar
Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
Universidad de Barcelona
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1. Introducción: del análisis teórico a la evaluación empírica

Los juristas estamos habituados a una metodología analítica de las 
realidades que estudiamos, por lo general normas. Nuestro objetivo prin-
cipal suele ser el verificar cuál es el marco regulador de una determinada 
realidad y si el entero sistema de fuentes, no sólo la norma legal, sino 
también las extra-legislativas, como la negociación colectiva o la jurispru-
dencia, se adecúan o no a las demandas de solución práctica de la ciuda-
danía, en mi caso de los trabajadores. Pocas veces, sin embargo, profun-
dizamos más en una dimensión empírica del conocimiento de los dispo-
sitivos reguladores, a fin de analizar su impacto real. Este riesgo de 
mantenerse fracturados entre una imagen normativa –teórica- y otra so-
ciológica –real- es más peligroso cuando quienes deben dar respuesta 
efectiva a los problemas prefieren apostar por soluciones formales en vez 
de diseñar y poner en práctica dispositivos eficaces para resolver tales 
problemas, de una manera satisfactoria para los intereses en juego. 

De ahí que haya resultado especialmente interesante analizar, a través 
de la selección de una pequeña, pero representativa, muestra de recientes 
protocolos sobre gestión del acoso en los lugares de trabajo, y más concre-
tamente en la Comunidad Autónoma de Cataluña, así como algún otro 
de un ámbito geográfico próximo. Con ello se quiere dar mayor solidez al 
análisis de dispositivos sin duda innovadores, pero de cuya eficacia real 
apenas se tiene noticia. El excesivo formalismo que ha venido estando 
presente en el ámbito de las acciones preventivas está igualmente presen-
te, amenazador, en este ámbito. En consecuencia, no puede valer todo, 
sino que es muy importante desarrollar sistemas de recogida de informa-
ción que permitan, tras su necesario análisis veraz y riguroso, evaluar si 
el esfuerzo merece la pena.

La muestra aquí elegida, consistente en cinco protocolos del ámbito 
geográfico de Cataluña, y de un protocolo aplicable en la Universidad 
Jaume I de Castellón, por tanto, en un total de seis, resulta de un análisis 
previo de un conjunto de protocolos del ámbito geográfico catalán, cuya 
procedencia es en unos casos el convenio colectivo del sector o empresa 
donde se contiene el texto del protocolo, y en otros, precisamente los se-
leccionados finalmente en la muestra analizada, su negociación autónoma 
y publicación diferenciada, que cuenta incluso con difusión en el sitio 
web de la empresa/institución (como mecanismo de general conocimien-
to, difusión y herramienta para facilitar su efectiva aplicación, pero asi-
mismo como instrumento de “marketing” empresarial, integrando los 
logros y funcionamiento interno “modélico” publicitados por la entidad 
o empresa de referencia en su web corporativa).

La muestra elegida se ha centrado en aquellos protocolos que preveían 
su aplicación a un ámbito objetivo amplio, integrando las diversas moda-
lidades de acoso, y no únicamente el acoso “de género”, esto es, el que 
incluye las figuras del acoso sexual y del acoso por razón de género. Por 
consiguiente, se han descartado aquellos que no daban protección con-
creta al acoso “no de género”. 

Por otra parte, se ha rechazado para su inclusión en la muestra aquel 
modelo de protocolo que obedece a un procedimiento simplificado y ge-
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neralista –y hasta cabe decir que ambiguo- y a parámetros literales casi 
exactos, que coinciden en su mayoría con protocolos aprobados antes del 
año 2008, con una dicción literal semejante a la siguiente: 

“La denuncia ha de dar lugar a la inmediata apertu-
ra de expediente informativo por parte de la empresa, 
especialmente encaminado a investigar la realidad de 
los hechos e impedir, si se confirman éstos, la continui-
dad del acoso denunciado, para lo que se deben articu-
lar las medidas oportunas a este efecto” .

La elección de los seis protocolos seleccionados se ha basado en una 
conjunción de factores, cualitativos y cuantitativos: 

a) lograr una muestra que incluyera ámbitos públicos y privados; 
b) obtener un resultado heterogéneo en el que pudiera contrastarse un 

amplio desarrollo del protocolo y de las herramientas complementarias 
para su efectividad, con una batería simple que simplifique a su vez la 
aplicación del protocolo, a fin de valorar si la complejidad o la simplici-
dad redundan en un resultado concreto en la propia efectividad del pro-
tocolo; 

c) integrar la perspectiva de ámbitos aplicativos mayores, es decir, 
plantillas más numerosas, con otras de menor entidad; d) contrastar di-
mensión corporativa fuerte o una estructura con funcionamiento público 
con empresas de carácter familiar, donde la propia cultura familiar –que 
imprime un funcionamiento propio en las relaciones personales en la 
empresa, con esa dimensión tradicional consustancial a la empresa cata-
lana- pueda ser elemento determinante de un resultado diferenciado.

En el caso de las empresas seleccionadas, todas corresponden al sector 
de servicios, donde, junto con la Administración, a priori se concentra un 
número más elevado de casos de acoso, lo que justifica un mayor interés 
por el estudio de sus protocolos y su efectividad aplicativa real. 

La relación de los protocolos analizados, con su nomenclatura original, 
es la siguiente: 

• Alessa Catering Services: PROTOCOL D’ACTUACIÓ ENFRONT DE 
L’ASSETJAMENT SEXUAL, PER RAÓ DE SEXE I A L’ASSETJAMENT 
MORAL: Protocolo de actuación frente al acoso sexual, por razón de 
sexo y al acoso moral.
• Función pública de la Generalitat de Cataluña: Protocol per a la pre-
venció, la detecció, l’actuació i la resolució de situacions d’assetjament 
psicològic, sexual, per raó de sexe o orientació sexual i altres discrimi-
nacions a la feina: Protocolo para la prevención, la detección, la actua-
ción y la resolución de situaciones de acoso psicológico, sexual, por 
razón de sexo u orientación sexual y otras discriminaciones en el traba-
jo. 
• Institut Català de la Salut, ICS: Procediment per a la prevenció, 
l’actuació i la resolución de situacions d’assetjament psicològic, sexual, 
per raó de sexe o orientació sexual i altres discriminacions a la feina: 
Procedimiento para la prevención, la detección, la actuación y la reso-
lución de situaciones de acoso psicológico, sexual, por razón de sexo u 
orientación sexual y otras discriminaciones en el trabajo.

• Nova Caixa: PROTOCOL PER A LA PREVENCIÓ I RESOLUCIÓ DE 
CONFLICTES PER ASSETJAMENT LABORAL: Protocolo para la pre-
vención y resolución de conflictos por acoso laboral. 
• Trànsit Projectes, SL: PROTOCOL PER A LA PREVENCIÓ DE 
L’ASSETJAMENT SEXUAL, PER RAÓ DE SEXE I LABORAL (MOB-
BING): Protocolo para la prevención del acoso sexual, por razón de 
sexo y laboral (mobbing).
• Universidad Jaume I de Castellón: PROTOCOLO PARA LA DETEC-
CIÓN, PREVENCIÓN Y ACTUACIÓN EN LOS SUPUESTOS DE ACO-
SO LABORAL, ACOSO SEXUAL Y ACOSO POR RAZÓN DE SEXO EN 
LA UNIVERSITAT JAUME I DE CASTELLÓ.

2. Análisis cuantitativo

De los protocolos seleccionados en la muestra analizada, corresponden 
en un 50% al sector público, concretamente Administraciones públicas 
(Función pública de Cataluña, con vocación aplicativa en las administra-
ciones locales, e instituciones sanitarias públicas catalanas –Institut Català 
de la Salut-, así como en tercer lugar, una administración educativa, la 
Universidad Jaume I de Castellón), y en otro 50% al sector privado (concre-
tamente empresas, Alessa Catering Service, integrada dentro de un grupo 
de empresas, Grupo Alessa, si bien cuenta con su propio protocolo esta 
empresa del grupo, dedicada al servicio de catering para colectividades; 
Trànsit Projectes, SL, empresa de servicios del sector de ocio y servicios 
socioculturales; y empresa del sector financiero o de banca, la caja de 
ahorros Nova Caixa, procedente de la fusión de tres cajas de ahorros loca-
les –Manlleu y Sabadell y Terrassa-). Si bien todas las empresas seleccio-
nadas corresponden al sector de servicios, donde a priori se concentra un 
número más elevado de casos de acoso. 

En todos los casos analizados, la plantilla de las empresas/empleado-
ras destinatarias del protocolo supera los cien trabajadores, por lo que 
estamos ante empresas de medianas y grandes dimensiones, lo que suce-
de especialmente en el caso de las Administraciones seleccionadas, por 
contar con una plantilla que supera sobradamente las 500 personas. 

En un 83,33% de los casos, el protocolo cubre todas las modalidades de 
acoso, mientras que en el 16,66% restante anuncia tal intención pero su 
ámbito material se centra en el acoso de género. Pero todos ellos datan de 
fechas posteriores al año 2007, lo que imprime este carácter común a to-
dos (pese a que ninguno se refiere ni al Acuerdo Europeo sobre Acoso, ni 
prácticamente a la Ley de Igualdad, salvo en dos casos), y justifica su con-
vergencia hacia una estructura similar de procedimiento, más o menos 
compleja, pero articulada en las mismas o similares fases de aplicación, lo 
que contrasta con los convenios anteriores a dicha fecha, algunos utiliza-
dos como elemento de contraste en el apartado de análisis cualitativo, 
que obedecen a una más variada o menos organizada forma procedimen-
tal, en todo caso mucho menos depurada en su instrucción y tramitación 
o más “genérica”. 

En cuanto a la elaboración conceptual de las figuras cubiertas y la defi-
nición de las conductas proscritas y objeto de tutela preventiva, cabe de-
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cir en primer lugar que en todos los casos en los que se aborda el acoso 
“moral” se realiza sin distinción específica del que tiene móvil discrimi-
natorio, si bien los protocolos correspondientes a la función pública cata-
lana y al ICS contienen una mención expresa en su propia denominación 
(literalmente, Protocolo para la prevención, la detección, la actuación y la reso-
lución de situaciones de acoso psicológico, sexual, por razón de sexo u orientación 
sexual y otras discriminaciones en el trabajo). No obstante, la lectura de las 
definiciones correspondientes, en las que se cita el “acoso psicológico y el 
acoso discriminatorio” no incluye descripción específica del móvil discri-
minatorio o de esta figura (aunque sí la recoge como cuarta figura en la 
descripción de tipologías), por lo que puede concluirse que esa especiali-
dad no aparece en ninguno de los protocolos analizados al efectuar éstos 
la descripción de las conductas perseguidas objeto del protocolo. 

La elaboración del protocolo corresponde en todas las Administracio-
nes a la propia empleadora, aunque contando con el parecer del órgano 
de prevención de riesgos laborales, Comité de Seguridad y salud y/o Co-
misión específica de salud laboral, y, en un caso –UJI- comité de igualdad, 
mientras que en el caso de las empresas privadas tal redacción es fruto de 
un compromiso adquirido por empresa y representación de los trabajado-
res y por tanto nace de un pacto entre ambas partes, que se inserta en el 
proceso de negociación de un convenio colectivo (en el caso de Nova 
Caixa, con ocasión de la fusión de las tres entidades bancarias).

En un 100% de los casos el protocolo anti-acoso nace con posterioridad 
al año 2008, lo que supone que parte ya de la obligación nacida de la LO 
3/2007 respecto del acoso “de género”. En un 83,33% de los casos además 
su vocación es de permanencia, al no haberse pacto una vigencia definida 
o temporal del protocolo, aun cuando, al insertarse en el marco de un 
convenio colectivo –caso de Nova Caixa- con una vigencia determinada, 
se suscita la duda acerca de la vigencia real del protocolo, sobre la que no 
se efectúa una excepción temporal en el propio convenio. En el resto de 
los casos –UJI- el protocolo tiene una vigencia temporal –dos años-, pre-
vista con la intención de revisarlo y en caso mejorarlo a partir de la expe-
riencia aplicativa del periodo de vigencia temporal marcado.

En el 100% de los casos el protocolo ha sido difundido para general 
conocimiento de los trabajadores, con una función informativo-formativa 
que debe penetrar como cultura de la empresa en todos los ámbitos de la 
misma. De hecho, también en el cien por cien de los casos el protocolo se 
encuentra además publicado en la web corporativa de la empresa/institu-
ción, para facilitar su conocimiento por los empleados y destinatarios del 
mismo.

Por las mismas razones en el 83,33% de los casos también se acompaña 
el protocolo de una campaña informativa o de difusión al margen de su 
publicación en la web corporativa pertinente. Aunque sólo en la mitad de 
los casos el propio protocolo prevé los mecanismos formativos e informa-
tivos para que sea efectivamente conocido por sus destinatarios. 

En el 83,33% de los casos, pese a designarse con claridad el órgano tra-
mitador o impulsador del protocolo, no se personaliza en concretos indi-
viduos dicha labor, salvo en un caso, en el que el propio protocolo men-
ciona sus nombres y dirección de correo electrónico para su conocimiento 
por los destinatarios y para facilitar el cauce de presentación de denun-

cias (en este caso coincide dicha designación con un comité ad hoc de 
carácter paritario).

Igualmente, en un 83,33% de los casos la formación de la comisión/ór-
gano tramitador no tiene en cuenta el criterio de la paridad de género, 
aun cuando pudiera tratarse de acosos de género, por lo que ni se distin-
gue para tales casos pero tampoco se tiene en cuenta de manera general 
tal criterio. Sólo el protocolo de la UJI lo considera relevante y así lo inclu-
ye expresamente como criterio de designación de tal órgano.

En la mayor parte de los casos asimismo el protocolo se muestra inte-
resado en que sobre los mandos intermedio u órganos con relevancia je-
rárquica dentro del organigrama de la empresa recaiga una especial res-
ponsabilidad en materia de acoso, lo que se materializa en destacar tal 
importancia y en hacerles destinatarios de acciones  formativas e infor-
mativas específicas. Pero sólo en un 33,33% de los casos se prevé alguna 
medida específica cualificada en función de la ostentación de dicho cargo, 
v.gr. en la calificación de la falta o en la gravedad de la sanción a imponer 
como medida disciplinaria. 

En un 66,66% de los casos se adoptan medidas cautelares que protegen 
a la víctima frente al mantenimiento de la situación de hostilidad denun-
ciada, en la mayor parte de casos consistente en un apartamiento físico 
entre presuntos víctima y acosador. 

En el 50% de los casos se informa a los destinatarios que las vías a em-
prender pueden ser también otras legales, no cerradas por la aplicación 
del protocolo o el recurso de la víctima a los instrumentos de protección 
que éste facilita. Sin embargo, en ninguno de ellos se adoptan medidas de 
carácter realmente preventivo al margen de la tramitación de la denuncia, 
que puedan tener un carácter general, v.gr. evaluación y diseño de medi-
das de prevención no orientadas al caso concreto denunciado (en tal sen-
tido, vid. el protocolo de la empresa Centros Asistenciales Reunidos, SA 
(CARSA), que se cita más adelante, en el apartado de análisis cualitativo).

En un 33,33% de los casos se fija directamente la sanción a aplicar al 
acosador verificada su participación activa y/o autoría en los hechos de-
nunciados, clarificando por tanto qué sanción concreta puede recaer so-
bre aquél de probarse los hechos, mientras que en el resto de los casos el 
protocolo se remite al procedimiento disciplinario pertinente. Ello se 
debe en la mayoría de los casos a que estos otros supuestos se refieren a 
protocolos de la Administración pública para la función pública, lo que 
exige remitir necesariamente al procedimiento administrativo pertinente. 

En un 33,33% de los casos se prevé la figura del mediador, que intervie-
ne bien para solventar el “conflicto” en vía informal (Nova Caixa, mediado-
res de confianza externos a la empresa) o bien como coadyuvante a la tra-
mitación formal del procedimiento previsto de manera potestativa (UJI). 
En los casos en los que interviene el mediador, en un 100% es una figura 
externa al comité instructor o encargado de la gestión del protocolo, y de 
ellos en un caso se trata de asesores expertos en psicología y Derecho (dos), 
mientras que en el otro caso el mediador es el Defensor o Síndic de Greuges. 

El protocolo señala en su ámbito aplicativo en un 33,33% al personal 
interno en exclusiva y en un 66,66% tanto al personal interno como al 
externo o relacionado mercantil o fácticamente con la empleadora (en el 
caso del protocolo de la UJI, ello incluye al alumnado). 
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La posibilidad de denuncia falsa y sus consecuencias se preve en un 
66,66% de los casos, en clave disciplinaria, mientras que en los casos res-
tantes el protocolo guarda silencio al respecto. 

Pero existe unanimidad en la fijación de plazos específicos para la re-
solución del procedimiento a fin de no eternizar ni la situación de la víc-
tima ni tampoco del presunto acosador, sobre el que se reconoce en la 
mayoría de los casos un derecho-deber de confidencialidad y en un pe-
queño número de casos también la presunción de inocencia e igual dere-
cho de protección en tanto no se resuelva el procedimiento y se determi-
nen los hechos y su autoría efectiva. Ahora bien, sobre lo que difieren to-
dos los protocolos, pues ninguno coincide en los plazos regulados, es en 
la fijación del plazo específico para resolver, que va desde el mínimo de 
siete días fijado en uno de ellos hasta el de un mes, en el caso más llama-
tivo. 

Respecto del seguimiento de la situación de la víctima, sólo en un 
16,66% de los casos, esto es, en uno de los protocolos, se prevé un segui-
miento individualizado de la víctima tras la resolución del procedimien-
to, a fin de comprobar cuál ha sido la evolución de su situación posterior, 
y por tanto de comprobar la eficacia del procedimiento respecto de su 
tutela particularizada y su situación actualizada en la empresa tras la 
intervención mediante el protocolo. 

Por otra parte, en un número significativo de casos se prevén también 
mecanismos de seguimiento del propio protocolo como tal, bien sea me-
diante la revisión del contenido del protocolo y su redacción, bien sea a 
través de una comisión de seguimiento que debe estudiar su aplicación 
efectiva, número de casos resueltos, posible adaptación de medidas pre-
vistas en él…   y especialmente su seguimiento estadístico, dando cuenta 
de éste a diversas instituciones relacionadas con la prevención de riesgos 
laborales (éste es el caso de todos los protocolos de las Administraciones 
públicas analizadas, esto es, el 66,66% de la muestra). 

3. Análisis cualitativo

a) Tipología
Estamos ante protocolos con un ámbito funcional común, que cubren 

todas las modalidades de acoso, sea de género o acoso psicológico, sin 
especificar si se trata de la figura del “acoso discriminatorio” o de situa-
ciones de acoso con móvil específico de entre los tutelados de manera 
específica en las Directivas comunitarias anti-discriminación (incluso en 
el protocolo de la función pública de Cataluña se subraya la vertiente 
anti-discriminatoria proveniente del Derecho comunitario, al titularse 
Protocolo para la prevención, la detección, la actuación y la resolución de situa-
ciones de acoso psicológico, sexual, por razón de sexo u orientación sexual y otras 
discriminaciones en el trabajo), si bien uno de los casos analizados no res-
ponde a este modelo tan clarificador y universal, por cuanto contiene 
tanto en su propia denominación como en su apartado de definiciones 
una referencia explícita al acoso en sentido general, pero en su contenido 
y tramitación se evidencia la única intención de regular en particular el 
acoso “de género” (caso de Trànsit Projectes, SL, que resulta especialmente 
chocante si se considera que esta empresa cuenta con un modelo-declara-

ción de Responsabilidad social, un Código de conducta, un Plan de mejoras, un 
Documento de bienvenida para facilitar la adaptación de los nuevos em-
pleados y por tanto con referencia al clima de trabajo y de convivencia en 
la empresa, un plan de igualdad…).  

Por otra parte, en el caso del Institut Català de la Salut, instituciones sa-
nitarias públicas catalanas, el protocolo se integra dentro de un conjunto 
de ellos dirigidos a la prevención de todos los riesgos psicosociales, y, de 
hecho, esta entidad cuenta con un protocolo específico de prevención de 
todos los riesgos psicosociales, y además del de acoso, con un protocolo 
en materia de violencia de terceros, cuya implantación en la entidad refe-
rida es incluso anterior al protocolo de acoso, pues data del año 2005, lo 
que significa que en este ámbito ha resultado prioritario desde el punto 
de vista de la salud laboral luchar contra la violencia de terceros que con-
tra las situaciones, internas o externas, de acoso. Además, el protocolo del 
ICS responde a los parámetros marcados por la Generalitat de Catalunya 
respecto de la función pública en un protocolo y batería complementaria 
de medidas, plan y documentos al mismo que se ha aprobado e implan-
tado muy recientemente, en el año 2010, lo que provoca un desfase entre 
ambos protocolos, de violencia y de acoso, de cinco años, no obstante te-
ner en cuenta que con carácter previo al año 2010 ya fue aprobado un 
protocolo primitivo al que este último sustituye y, por consiguiente, el 
desfase temporal real no es tal. 

La inclusión de los terceros de los que puede provenir el acoso e inclu-
so frente a los que puede aplicarse éste es una singularidad a destacar en 
los protocolos analizados, en tanto que en su mayor parte sí responden al 
esquema de inclusión de terceros en el ámbito funcional aplicativo, pero 
no así respecto de la posible bidireccionalidad del acoso, ya que la dirección 
que parece tenerse en cuenta es la que se produce desde fuera hacia den-
tro, esto es, las situaciones provenientes de terceros con los que la empre-
sa o empleadora mantiene relación comercial o de servicio, a fin de prote-
ger a los empleados de la propia institución o empresa, pero dejar en un 
limbo indeterminado a los “terceros” que pudieran ser objeto de acoso 
por parte del personal interno de la empresa considerada, en tanto éstos 
no forman parte del círculo de protección responsabilidad de aquélla, sin 
perjuicio de una posible obligación de coordinación, ésta sí presente en el 
caso del Protocolo de la Función pública de Cataluña y por extensión, en 
tanto constituye el documento marco de referencia para otras institucio-
nes públicas catalanas, en el del ICS. 

En este plano, es singularmente destacable el caso del Protocolo de 
Trànsit Projectes, SL, en cuanto recoge explícitamente esa aplicación fun-
cional también a todos cuantos se relacionen con la empresa en general, 
“incluidos aquellos que soliciten empleo” a la empresa. Sin duda consti-
tuye un ejemplo extrapolable como recomendación a incluir en otros 
protocolos, ya que garantiza la aplicación del protocolo a las entrevistas 
de trabajo, selección de candidatos, y en general en el acceso al empleo, 
pues el resto de los protocolos parecen estar diseñados para ser aplicables 
sólo al personal efectivo de la empresa, es decir, a aquellos que ya cuen-
tan con un contrato de trabajo vigente con la empleadora. Y es que dicho 
protocolo insiste en que “el hecho determinante es la relación causal en-
tre el acoso y el trabajo” y que dicha relación se produzca con ocasión del 
trabajo o profesión desarrollados por las personas afectadas, pero no el 
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origen del acoso o la cualidad de la víctima. Y considera acoso el que 
afecta a personas externas con alguna vinculación con la empresa, sea 
ésta autora de los hechos o víctima y se produzcan éstos fuera o dentro 
del lugar de trabajo o con ocasión de eventos vinculados (v.gr. actos socia-
les de la empresa). 

Respecto de la propia complejidad del procedimiento de tramitación 
de quejas o denuncias en el que consisten en esencia todos los protocolos, 
con mayor o menor contenido preventivo, pero en todos los casos orien-
tados a dar curso a la presentación de reclamaciones al respecto, también 
en todos los supuestos de carácter individual, si bien en el caso de las 
Administraciones públicas con apertura de su incoación a terceros distin-
tos por tanto de la propia víctima, cuyo consentimiento se requiere siem-
pre para dar continuidad al trámite formal del procedimiento. La apertu-
ra a terceros, a fin de implicar al colectivo destinatario del protocolo en su 
conjunto, se prevé en ¾ de los casos analizados. 

Sea como fuere, lo cierto es que, desde la primitiva formulación de los 
primeros protocolos, véase a título de ejemplo el regulado en el convenio 
colectivo de la empresa Euro Depot España, SA, para los años 2003-2006 
(código de convenio núm. 0812702, publicado por Resolución 
TIC/3310/2003, de 14 de julio, DOGC de 5 de noviembre de 2003), cuyo 
art. 65, intitulado “evitación del acoso moral y sexual” disponía una suer-
te de procedimiento sencillo consistente en la puesta en conocimiento de 
los hechos a la Dirección de la empresa y a los representantes de los tra-
bajadores, en un plazo no superior a quince días naturales, para que por 
la primera se tramite el expediente oportuno, a concluir en el plazo de un 
mes desde la notificación de la parte interesada, con exoneración de la 
empresa frente a la responsabilidad derivada de tales conductas en caso 
de falta de tramitación, es decir, más que como mecanismo tutelar de la 
víctima –para que sí se prevé la garantía de continuidad en el puesto de 
trabajo- como instrumento de exoneración (ilegal) de la empresa….  hasta 
la redacción de los utilizados en la muestra analizada, el paso cualitativo 
es sustancial1, al margen de la quizás excesiva complejidad que arroja la 
lectura de los protocolos de la función pública catalana y del ICS2.

Por otra parte, todos los protocolos seleccionados obedecen a unos pa-
rámetros similares, que los distancian de otros modelos “alternativos” 
como, v.gr., el regulado en el convenio colectivo de Centros Asistenciales 
Reunidos, SA (CARSA), para los años 2005-2008 (código de convenio núm. 
7900710, DOGC núm. DOGC núm. 4764, de 20 de noviembre de 2006)3, 

1 Vid. otro ejemplo anterior en el tiempo, datado en 1994, por tanto escogido por ser anterior 
a la Ley 31/1995, de PRL. Concretamente, el  convenio colectivo del sector de tracción me-
cánica de mercancías de las comarcas de Lleida para el año 1994, publicado por Resolución 
13 de septiembre de 1994, en el DOGC de 22 de marzo de 1995, se refería en su art. 34 al 
acoso sexual en exclusiva, para disponer su calificación como falta grave, la obligación de 
comprobar tales hechos, y la posibilidad de denuncia, de la que se deriva el “derecho al se-
creto de intimidad que estas circunstancias requieren”. 

2  Contrastan con este orden expositivo el más clarificador del PROTOCOLO DE ACTUACIÓN 
FRENTE AL ACOSO LABORAL EN LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO, que 
distingue: 1 Primera fase. 1.1 Iniciación del procedimiento. 1.2 Indagación y valoración inicial. 
1.3 Elaboración de propuestas resultantes del informe de valoración inicial. 2 Segunda fase. 
2.1 Constitución de un Comité Asesor. 2.2 Investigación. 2.3 Elaboración del Informe de 
conclusiones del Comité Asesor.  Y prevé de manera separada el tratamiento a las denuncias 
falsas y/o infundadas. 

3 Publicado por Resolución TRI/3651/2006, de 9 de agosto. 

en el que, dada su declarada orientación eminentemente preventiva, el 
protocolo se articula en dos fases, netamente preventiva, una primera de 
detección (consistente en la aplicación de una herramienta psicométrica 
de evaluación, aunque recomendando aplicación alternativa del LIPT, el 
GHQ o el TST, y reproduciendo como modelo el LIPT de Van Dick y Wag-
ner; y en un diagnóstico amplio “que prevea diferentes visiones”) y una 
fase de prevención (a su vez dividida en tres fases, la de prevención pri-
maria, la de prevención secundaria y la de prevención terciaria), sin apli-
car procedimiento específico para cursar denuncias y/o quejas ni para 
identificar y sancionar los hechos o desplegar una tutela específica a los 
derechos de la víctima. 

Del mismo modo, los protocolos analizados constan de una estructura 
parcialmente compleja en el caso de los correspondientes al sector priva-
do y de una estructura particularmente compleja en lo que respecta a los 
protocolos públicos. En todo caso, tanto unos como otros se articulan en 
diversas fases perfectamente diferenciadas, que los hacen converger ha-
cia un modelo común estructurado en fases procedimentales y por tanto 
los apartan del modelo citado correspondiente a la empresa Centros Asis-
tenciales Reunidos, SA (CARSA), o al previsto en el convenio colectivo de la 
empresa Associació per l’Estudi i la Promoció del Desenvolupament Comunita-
ri (en su centro de trabajo de la província de Barcelona) para el año 2005 
(código de convenio núm. 0813512, publicado en el DOGC núm. 4629, de 
9 de mayo de 2006), ambos ejemplos de convenios anteriores al año 2007 
y por tanto no influidos por la LO 3/2007 y las estructuras procedimenta-
les adaptadas a partir de dicha ley en los protocolos aprobados con pos-
terioridad a la misma. En cualquier caso, debe aclararse que ninguno de 
los protocolos analizados se refiere ni al Acuerdo Europeo sobre Acoso, 
ni prácticamente a la Ley de Igualdad, salvo en dos casos respecto de esta 
ley.

b) Tipificación de conductas: tendencias.
En cuanto a la tipificación de las conductas objeto del protocolo, existe 

una línea de tendencia común, que se recoge en el siguiente cuadro com-
parativo:

c) Tipología de procedimientos.
No existen unas pautas muy precisas al respecto y la experiencia ense-

ña que nos hallamos ante una extraordinaria heterogeneidad de opcio-
nes. Ahora bien, una elemental lección de experiencia parece evidenciar 
que la excesiva complejidad del dispositivo creado para la gestión y apli-
cación del protocolo de gestión de las diferentes situaciones de acoso en 
los lugares de trabajo puede provocar, y muy a menudo sucede, el desis-
timiento en su activación por la víctima sin ésta no cuenta con la asesoría 
pertinente. 

Éste es el riesgo que puede detectarse en los protocolos correspondien-
tes a las Administraciones públicas recogidas en la muestra, en los tres 
casos, que, frente a los procedentes de empresas privadas, se caracterizan 
por una estructura compleja diversificada en varias fases pero cuya com-
plejidad proviene de la superposición de órganos intervinientes en la 
tramitación o con competencias en la materia. Qué duda cabe que esto 
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introduce un elemento de heterogeneidad y apertura del procedimiento 
especialmente hacia la vertiente preventiva.

Pero por otra parte puede causar cierta confusión al lego en la materia, 
esto es, a cualquier víctima que precise de la activación del protocolo, en su 
entendimiento y aplicación, si es que no cuenta con asesoría de la represen-
tación de los trabajadores, los asesores o mediadores o el Defensor, precisa-
mente todas ellas previstas en esta tipología de protocolos, para salvar tales 
dificultades y reforzar las garantías hacia la supuesta víctima. Por el contra-
rio, los protocolos de empresas privadas se ajustan a un modelo mucho más 
simplificado, y por tanto asequible para todos sus destinatarios. 

Véanse en la siguiente tabla comparativa:

Procedimiento
Procedimiento 
informal

Procedimiento formal Duración Soluciones

Alessa 
Catering 
Services

Primera fase, de 
mediación previa

1. La persona 
afectada debe 
ponerlo en 
conocimiento del 
autor de los hechos,
Indicándole que no 
desea que se repita 
esta actuación
Esta acción deberá 
realizarse en 
presencia de testigos
Objetivo: resolución 
extraoficial del 
problema. 

2. Recogida y 
verificación de 
datos.

3. Audiencia 
a afectados y 
testigos, incluida 
entrevista privada 
con el presunto/a 
acosador/a.

4. Si se concluye que 
los hechos pueden 
ser constitutivos de 
falta, la Comisión 
se reunirá con la 
parte denunciada 
y le indicará la 
inadecuación de su 
comportamiento, 
solicitándole que no 
se repita.

En caso de 
reincidencia, 
aplicación del 
procedimiento 
formal

Fase formal
1. Denuncia escrita a 
la Dirección de RRHH 
o a la Comisión de 
Igualdad.
(Debe indicarse 
presunto acosador, 
descripción 
detallada de hechos 
y situaciones, 
con aportación 
de documentos y 
pruebas).
2.  La Dirección de 
RRHH traslada escrito 
a la Comisión de 
Igualdad.
3. Comisión de 
Igualdad realizará 
trámites oportunos: 
4. Se tomará 
declaración a las 
personas implicadas, 
garantizando 
contradicción, defensa 
y confidencialidad. 
5. Personas encargadas 
(3) intentarán solución 
del conflicto. 

Fase final: finalización, 
con emisión de 
informe de resultados, 
gestiones realizadas y 
conclusiones.

15 días 
laborables 
(salvo 
excepciones 
justificadas)

Procedimiento 
disciplinario
Mediación 
No acreditación 
de indicios

Función 
pública 
Gencat

Fase de conflicto 
interpersonal
Queja por víctima 
o recursos 
preventivos2 (con 
consentimiento 
expreso e informado 
de la primera—en 
caso de negativa, 
se adoptarán las 
medidas correctoras 
necesarias por 
los técnicos de 
prevención) ante la 
dirección de RRHH:
1. Comunicación 
de la Dirección 
al Servicio de 
prevención (y 
simultáneo estudio 
psicosocial del 
puesto).
2. Investigación 
por el Servicio 
de prevención, 
y trámite de 
audiencia a todos los 
implicados mediante 
procedimientos 
técnicos. 
3. Emisión de 
informe por Servicio 
de prevención en 
un plazo de 30 
días, según modelo 
estandarizado, 
a la Dirección de 
Servicios, con 
conclusiones y 
medidas cautelares 
e indicación de 
la urgencia de 
aplicación. 
4. Informe por 
la Dirección 
de Servicios, 
según modelo 
estandarizado, a 
entregar al CSS. 
5. En caso 
de conflicto 
interpersonal, 
la Dirección de 
Servicios aplicará las 
medidas correctoras 
aconsejadas 
por el Servicio 
de prevención 
o activará los 
protocolos 
de resolución 
de conflictos 
interpersonales o de 
mediación. 

(Utilización de modelos 
estandarizados para 
todas las fases)

Fase formal por acoso
6. En caso de acoso, 
la Dirección de 
servicios informará al 
secretario/a general. 
7. Decisión del 
secretario/a general: 
opción: 
a) Constitución 
de comisión de 
investigación interna 
+ medidas cautelares 
necesarias
b) Incoar expediente 
disciplinario.
8. En caso de 
constituir comisión 
de investigación 
interna, ésta emitirá 
informe según modelo 
estandarizado, con 
propuestas de medidas 
correctoras, elevadas 
al secretario/a general 
del departamento.
9. Adopción de las 
medidas pertinentes 
por el secretario/a del 
depto. Finalización 
de la aplicación 
del protocolo, con 
o sin expediente 
disciplinario.
10. Información a las 
partes y al CSS. 
11. Seguimiento 
de la ejecución de 
las medidas, con 
información al CSS, en 
modelo normalizado.

En caso de daño a la 
salud, tramitación de 
expediente de AT por 
IT o IP si corresponde, 
ante MATEPSS.

(Utilización de modelos 
estandarizados para todas 
las fases)

Emisión de 
informe por 
Servicio de 
prevención en 
un plazo de 30 
días

Información al 
CSS en 15 días

Total máximo: 
60 días, desde 
la recepción 
del informe 
del Servicio 
de prevención 
hasta la 
resolución

Medidas 
oportunas/
mediación

Comisión de 
investigación

Expediente 
disciplinario

Información y 
participación 
de Servicio de 
prevención y 
de CSS
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ICS Fase de conflicto 
interpersonal
Queja por víctima o 
recursos preventivos 
(con consentimiento 
expreso e informado 
de la primera—en 
caso de negativa, 
se adoptarán las 
medidas correctoras 
necesarias por 
los técnicos de 
prevención) ante la 
dirección de RRHH:
1. Comunicación del 
Gerente Territorial/ 
Dirección del 
hospital a la unidad 
básica de prevención 
(y simultáneo 
estudio psicosocial 
del puesto).
2. Investigación 
por la unidad básica 
de prevención, 
y trámite de 
audiencia a todos los 
implicados mediante 
procedimientos 
técnicos. 
3. Emisión de 
informe por Servicio 
de prevención en 
un plazo de 30 
días, según modelo 
estandarizado, a la 
Gerencia/Dirección, 
con conclusiones y 
medidas cautelares 
e indicación de 
la urgencia de 
aplicación. 
4. Informe por la 
Gerencia/Dirección, 
según modelo 
estandarizado, a 
entregar al CSS. 
5. En caso 
de conflicto 
interpersonal, la 
Gerencia/Dirección 
aplicará las medidas 
correctoras 
aconsejadas 
por el Servicio 
de prevención 
o activará los 
protocolos 
de resolución 
de conflictos 
interpersonales o de 
mediación. 

(Utilización de modelos 
estandarizados para 
todas las fases)

Fase formal por acoso
6. En caso de acoso, 
la Gerencia/Dirección 
informará al 
secretario/a general. 
7. Decisión del 
secretario/a general: 
opción: 
a) Constitución 
de comisión de 
investigación interna 
+ medidas cautelares 
necesarias
b) Incoar expediente 
disciplinario.
8. En caso de 
constituir comisión 
de investigación 
interna, ésta emitirá 
informe según modelo 
estandarizado, con 
propuestas de medidas 
correctoras, elevadas a 
la Gerencia/Dirección.
9. Adopción de las 
medidas pertinentes 
por Gerencia/
Dirección. Finalización 
de la aplicación 
del protocolo, con 
o sin expediente 
disciplinario.
10. Información a las 
partes y al CSS, a la 
Dirección de RRHH 
corporativa y a la 
Unidad central de 
prevención. 
11. Seguimiento 
de la ejecución de 
las medidas, con 
información al CSS, 
y a la Dirección de 
RRHH Corporativa, en 
modelo normalizado.

En caso de daño a la 
salud, tramitación de 
expediente de AT por 
IT o IP si corresponde, 
ante MATEPSS.

(Utilización de modelos 
estandarizados para todas 
las fases)

Emisión de 
informe por 
Servicio de 
prevención en 
un plazo de 30 
días

Información al 
CSS en 15 días

Total máximo: 
60 días, desde 
la recepción 
del informe 
del Servicio 
de prevención 
hasta la 
resolución

Medidas 
oportunas/
mediación
Comisión de 
investigación
Expediente 
disciplinario

Variación 
con respecto 
a la función 
pública Gencat: 
intervención de 
la unidad básica 
de prevención 
y de la unidad 
central de 
prevención

Nova 
Caixa

Procedimiento informal

1. Presentación de 
escrito a la Comisión 
de Seguimiento, a 
los Mediadores de 
confianza, o a la 
Dirección de RRHH
2. Elaboración 
de informe, con 
propuesta de 
solución, por 
Mediadores de 
Confianza en plazo 
de 5 días, que se 
comunicará a la 
Comisión y a RRHH.
3. La solución debe 
ser aceptada por las 
partes

Procedimiento formal: sólo 
para acoso sexual
Se inicia si:
No se acepta la 
solución propuesta 
por mediadores de 
confianza
Reincidencia
En caso de acoso grave 
que requiera solución 
formal, a juicio de los 
Mediadores.

1. Presentación de 
escrito a la Comisión 
de Seguimiento, a 
los Mediadores de 
confianza, o a la 
Dirección de RRHH
2. Nombramiento por 
RRHH de un instructor 
del proceso
3. Investigación 
e informe de los 
Mediadores de 
Confianza. Se dará 
traslado a la Comisión 
y al Instructor
5. Plazo de 15 días 
(laborables) para 
emitir propuesta por 
Instructor, consistente 
en: sobreseimiento o 
sanción de la conducta 
(agravante/atenuante)
6. Audiencia a 
la Comisión de 
Seguimiento
7. Resolución por 
RRHH

Aplicación de oficio 
en caso de dimisión 
voluntaria con indicios 
de acoso

Procedimiento 
informal: 5 
días
Procedimiento 
formal: 
indeterminado, 
pero 15 días 
laborables más 
para emitir 
propuesta por 
Instructor

Sobreseimiento 
(cabe solicitar 
traslado por 
la víctima, si 
se declara su 
buena fe)

Sanción

(también 
medidas 
cautelares y 
garantías para 
la víctima, 
así como 
seguimiento 
posterior)
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Trànsit 
Projectes 
SL

Orientación / Queja:
Orientación
Intervención de 
las personas de 
referencia ante 
la solicitud de 
ayuda, quienes 
podrán mediar en el 
conflicto y dirigirse 
al presunto autor 
para hacerle deponer 
su actitud y asesorar 
a la persona que se 
considere acosada.

Queja
Denuncia por 
víctima o por 
cualquier testigo 
de una situación de 
acoso:
1. Se dirige a 
la persona de 
referencia. 
2. Entrevista con 
la persona de 
referencia, y derivar 
a denuncia si los 
hechos son graves. 
3. Mediación 
informal entre las 
dos partes.
4. Resolución 
notificada 
por escrito a 
ambas partes. 
Aseguramiento 
del fin del acoso 
y seguimiento 
posterior preventivo

Denuncia
Para fracaso del 
procedimiento de 
queja o por la especial 
gravedad de los hechos:
1. Presentación de 
denuncia con detalles 
de hechos, personas y 
testigos.
2. Designación por 
la Comisión de la 
persona encargada 
de la instrucción 
(con acuerdo con 
representación de 
los trabajadores) 
y notificación al 
denunciado/a, al 
denunciante, a los 
servicios de prevención 
y a los delegados de 
prevención.
3. Instrucción: 
investigación de los 
hechos mediante 
entrevistas.
4. Adopción, si fuera 
necesario, de medidas 
cautelares, y asistencia 
psicológica y médica, a 
su criterio.
5. Resolución: informe 
de síntesis y valoración 
de los hechos como 
constitutivos o 
no de acoso. En 
caso afirmativo: 
acuerda sanciones y 
compensaciones a la 
víctima. 
6. Seguimiento 
posterior tanto por 
Comisión como por 
persona de referencia. 

Queja: 7 días 
laborables

Mediación 
(queja)

Sanciones al 
acosador y 
compensaciones 
a la víctima 
(denuncia)

UJI    No

(mediación 
si conducta 
inapropiada simple)

1. Presentación de 
reclamación
2. Nombramiento 
de Comisión de 
investigación, que:
Analiza 
documentación, da 
audiencia a las partes.
Audiencia a los 
testigos.
Informes periciales.
3. Informe: 
conducta inapropiada: 
propone mediación 
Sindicatura de 
Agravios—si fracasa: 
traslado al Rector/a
acoso o conducta 
inapropiada con 
agravante: propuesta 
de expediente 
disciplinario--- 
traslado al órgano 
instructor
sobreseimiento, pero 
en caso de denuncia 
falsa: propuesta 
de expediente 
disciplinario
4. Resolución por 
Rector/a

Plazo 
presentación 
reclamación: 3 
meses.

Plazo 
resolución 
máx. 45 días

Plazo de 
mediación: 30 
días máx.

Mediación
Expediente 
disciplinario
Sobreseimiento 
(con posible 
expediente 
disciplinario si 
denuncia falsa)

Medidas 
cautelares
(traslado/
asistencia 
médica, social y 
psicológica)

2. Órgano/s de gestión/instrucción
Órgano gestor del 
procedimiento

Órgano 
resolutivo

Informe de 
servicio de 
prevención

Representantes 
de los 
trabajadores

Alessa 
Catering 
Services

Comisión de 
igualdad e 
instructores

Comisión de 
igualdad No No

Función 
pública 
Gencat

Fase 1.
Servicio de 
Prevención (fase 1 
investigación)
Dirección de 
Servicios

Fase 2.
Comisión de 
investigación
Secretario/a 
general del 
departamento

--Se definen de 
manera autónoma 
órganos implicados 
y listado de 
funciones 
correspondientes a 
cada uno

Fase 1
Dirección de 
servicios, según 
recomendación 
del Servicio de 
prevención
Fase 2.
Secretario/a 
general del 
departamento, 
según lo 
aconsejado por 
Comisión de 
investigación

SÍ  (preceptivo)
Incorporado al 
procedimiento, 
primera fase

CSS
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ICS

Fase 1.
Servicio de 
Prevención-
unidad básica de 
prevención (fase 1 
investigación)
Gerencia/Dirección 

Fase 2.
Comisión de 
investigación
Gerencia/Dirección

--Se definen de 
manera autónoma 
órganos implicados 
y listado de 
funciones 
correspondientes a 
cada uno

Fase 1
Gerencia/
Dirección, según 
recomendación 
del Servicio de 
prevención

Fase 2.
Gerencia/
Dirección, según 
lo aconsejado 
por Comisión de 
investigación

SÍ (preceptivo)
Incorporado al 
procedimiento, 
primera fase

(información 
final a la unidad 
central de 
prevención)

CSS

Nova 
Caixa

Fase informal
Mediadores de 
Confianza 
Comisión de 
seguimiento
RRHH

Fase formal
Instructor del 
proceso
Mediadores de 
Confianza. 
Comisión de 
Seguimiento

RRHH NO NO

Trànsit 
Projectes 
SL

Queja
Persona de 
referencia. 

Denuncia
Comisión de 
seguimiento
Instructor

Se definen de 
manera autónoma 
órganos implicados 
y listado de 
funciones 
correspondientes a 
cada uno

Comisión de 
seguimiento
(seguimiento 
por Comisión y 
por persona de 
referencia)

Notificación de 
la denuncia a 
los servicios de 
prevención

Notificación de 
la denuncia a 
los delegados 
de prevención

UJI

a) Conducta 
inapropiada:
Comisión de 
investigación
Sindicatura de 
Agravios

Acoso:
Comisión de 
investigación
Rector/a
Comisión de 
Igualdad (Unidad de 
Igualdad)

(diversificación en 
función de la tipología 
del acoso)

Rector/a

SÍ

+ Unidad de 
igualdad

SÍ

d) Otras medidas preventivas
Además del propio procedimiento regulado en el protocolo, algunos 

de ellos, tanto los procedentes de las Administraciones públicas, como el 
de dos las empresas privadas analizadas, disponen otras medidas com-
plementarias. En el caso de las empresas privadas consistentes en campa-
ñas de difusión y acciones formativas para el conocimiento general de 
uso del protocolo. Y en el caso de los protocolos públicos incluyendo au-
ténticas medidas preventivas. Es el supuesto tanto del protocolo de la 
función pública de Cataluña como del ICS. En ambos, se incluye un lista-
do de actuaciones preventivas. Éstas van desde la elaboración de estrate-
gias de sensibilización y de estudios para conocer la incidencia de este 
tipo de conductas en la organización, hasta la habilitación de recursos 
diversificados para la resolución precoz de cada tipo de acoso (instru-
mentos de identificación precoz para uso de los mandos, estudios de cli-
ma laboral, procedimientos para la resolución de conflictos interpersona-
les, sesiones formativas y sensibilizadoras a los técnicos de prevención de 
riesgos laborales y a los delegados de prevención), pasando por el análisis 
de las características que presenta y buscar identificadores de la proble-
mática y de su impacto en la salud de los trabajadores y en la eficacia de 
las organizaciones (incidencia sobre incapacidad temporal, absentismo, 
productividad, incumplimientos, accidentabilidad, aumento de solicitu-
des de traslado de puesto, problemas disciplinarios…),

Ahora bien, las estrategias de sensibilización, que incluyen informa-
ción pública, facilidad para contactar, etc…  no se encuentran debidamen-
te activadas, pues ha sido imposible ni localizar tales facilidades, al me-
nos desde fuera de la unidad organizativa pertinente (v.gr., página fuera 
de servicio) ni obtener una respuesta específica de las personas de con-
tacto). Tampoco se ha podido acceder a tales estudios; no obstante, consta 
que alguno de ellos se está llevando a cabo. 

Por su parte, el protocolo de la Universidad Jaume I (art. 21) incluye 
entre estas medidas preventivas principales las que sean necesarias para 
divulgar el protocolo y hacerlo accesible a las personas comprendidas 
dentro de su ámbito de aplicación, amén de las de tipo formativo, a in-
cluir en los planes formativos generales. Asimismo, se dispone la inclu-
sión del acoso laboral dentro de sus plantes de evaluación de riesgos la-
borales. Por otra parte, y por lo que respecta al acoso de género, el proto-
colo distingue un conjunto autónomo de medidas de mayor amplitud 
(que las previstas para el acoso psicológico), consistentes en acciones in-
formativas con una periodicidad mínima de dos años4, y acciones forma-
tivas para PDI y PAS, así como, con carácter extraacadémico y reconoci-
miento de créditos de libre elección, para el alumnado; y estudio de pe-
riodicidad, como mínimo trienal, sobre una muestra proporcionalmente 
representativa de los diferentes colectivos que integran la comunidad 
universitaria, en actuación coordinada coordinada de la Unidad de Igual-
dad y de la Oficina de Prevención y Gestión Medioambiental. 

La empresa Trànsit Projectes, SL, declara la clara vocación preventiva 
del protocolo, por lo que lo acompaña de acciones formativas e informa-

4  Como son la difusión de la Guía de recursos universitarios contra la violencia de género, 
donde se incluyen los instrumentos orientados al asesoramiento psicológico, la prevención y 
la detección precoz de situaciones de discriminación y de violencia de género, así como las 
instancias ante las que se deben presentar las correspondientes reclamaciones; y desarrollo 
de campañas informativas periódicas dirigidas al PDI, PAS y alumnado.
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tivas, con compromiso de difusión de aquél hacia terceros y entrega de 
tríptico informativo individualizada a todos los trabajadores y recordato-
rio anual en la nómina del mes de marzo; las acciones formativas inclu-
yen el ítem en la formación en materia de prevención de riesgos laborales, 
así como en la formación de las personas con capacidades directivas (con 
fecha precisada, mayo 2010, y recordatorio trimestral) y directores de área 
hacia los directores de cada centro para asegurar el compromiso de todos 
ellos, así como finalmente en la formación de los representantes de los 
trabajadores. 

e) Papel de los mandos intermedios y de los representantes de los tra-
bajadores

Como se puede comprobar en las tablas anteriores, la participación de 
los representantes de los trabajadores, al margen de ser la fuente de crea-
ción del Protocolo en algunos casos, no tienen un papel específico en la 
propia tramitación del procedimiento en el que consiste el protocolo en 
las empresas analizadas, pero sí en los aplicables en las Administraciones 
seleccionadas, bien sea porque participa el Comité de Seguridad y Salud, 
o porque simplemente debe dársele trámite a los Delegados/as de preven-
ción (caso de Trànsit Projectes, SL).  No obstante, las declaraciones iniciales 
de principios o de buenas prácticas por parte de la empresa sí contienen 
referencias explícitas a los compromisos asumidos por todos en la aplica-
ción, difusión y conocimiento del protocolo (v.gr., Trànsit Projectes, SL, que 
en su declaración de intenciones también afirma su papel de garante de la 
aplicación del protocolo, para asegurar inexistencia de represalias poste-
riores derivadas de la intervención en el proceso en la calidad que sea… 
y, en suma, un compromiso de impulsor y facilitador de la aplicación del 
protocolo).

Los mandos intermedios y directivos aparecen directamente aludidos 
en algunos de los protocolos analizados como merecedores de un plus de 
reprobabilidad en las conductas tipificadas, y como destinatarios de accio-
nes formativas específicas para garantizar el conocimiento efectivo del 
protocolo pero sobre todo su aplicación real.  En el caso concreto de la 
Función pública catalana y del ICS, en el apartado relativo a las funciones 
y competencias de cada órgano implicado, a la unidad directiva afectada 
y resto de mandos se les atribuye la responsabilidad de velar por reducir 
y eliminar los factores de riesgo que generan la aparición de situaciones 
de acoso y otros riesgos de naturaleza psicosocial, y la función de colabo-
rar en la aplicación del protocolo cuando su activación afecte al personal 
de su unidad, y la obligación de ejecutar las medidas correctoras que de-
ban aplicarse.

f) Otras cuestiones.
En ninguno de los protocolos seleccionados puede encontrarse una 

fórmula más o menos habitual, especialmente en protocolos anteriores al 
año 2007, y de todo punto contra legem, consistente en la declaración de 
exoneración de responsabilidad para el empresa para el caso de no acti-
var la víctima la denuncia y posterior procedimiento previsto en el proto-
colo, como puede hallarse en el convenio de la empresa Associació per 
l’Estudi i la Promoció del Desenvolupament Comunitari (2005) o el de la em-
presa Euro Depot España, SA, (2003-2006). 

La confidencialidad es un leit motiv común a todos los protocolos, ante-
riores o posteriores al bienio 2007-2008, que se acompaña, según se anali-
zó en el apartado correspondiente al análisis cuantitativo, de una garantía 
adicional para la víctima en algunos casos, consistente en requerir su autori-
zación o consentimiento cuando la fase “informal” deja paso a la “formal” y 
por tanto se convierte en la tramitación de una denuncia, si bien esta posibi-
lidad sólo se ha detectado en los protocolos de Administraciones públicas; 
así como en reconocerle el derecho a desistir del procedimiento, y, en los 
protocolos de la función pública de Cataluña y el ICS, de solicitar el reinicio 
del mismo si su tramitación no guarda fidelidad con lo esperado por la vícti-
ma o ésta discrepa de la misma. Como elemento de originalidad, el protoco-
lo de Alessa Catering Services dispone, desde la entrada de una denuncia por 
el cauce o procedimiento formal, la asignación de códigos numéricos a las 
partes afectadas para garantizar su confidencialidad. 

Finalmente, en la mitad de los casos se efectúan referencias explícitas a 
las garantías aplicables a los denunciantes, consistentes principalmente 
en la garantía de indemnidad o protección frente a las represalias, amén 
de la ya citada confidencialidad. En cuanto respecta a la protección per-
sonal de la víctima más allá de la ayuda en la tramitación del procedi-
miento, todos los protocolos (salvo el de Alessa Catering) disponen un 
mecanismo de seguimiento posterior para garantizar que efectivamente 
las medidas se han llevado a cabo y la víctima ha quedado realmente 
protegida y en su caso amparada con ayuda psicológica o económica (éste 
es el caso singular de Trànsit Projectes, SL). 

4. Análisis de eficacia práctica. 

En general, la “juventud” de los protocolos analizados provoca escasos 
resultados cuantitativos en su aplicación práctica. Así, la reciente aproba-
ción, en julio de 2011, del Protocolo de la UJI impide testar su verdadera 
eficacia, ya que, a día de hoy, 9 de diciembre de 2011, no ha sido activado 
ninguna vez, si bien un recorrido tan corto, prácticamente sólo de tres 
meses, impide afirmar su inaplicación por el momento, siendo necesario, 
por el contrario, un periodo mayor, al menos de algunos meses más, para 
sentar conclusiones sobre su eficacia. 

El resto de los analizados cuentan con una trayectoria más duradera en 
el tiempo, de al menos un año, que, aunque insuficiente para realizar 
afirmaciones tajantes, sí sería un tiempo de margen suficiente para detec-
tar si su aplicación ha sido requerida y por consiguiente si su formulación 
ha fomentado su uso o si, por el contrario, los afectados por situaciones 
de acoso han optado por otras vías que han considerado más efectivas o, 
simplemente, por la dejación de derechos ante las escasas expectativas 
ofrecidas por el protocolo u otras medidas o instrumentos a su alcance. 

Sin embargo, y pese a haberse intentado obtener los datos requeridos 
para realizar la antedicha valoración, quien suscribe las presentes líneas 
no ha podido acceder a la información necesaria, que en el caso de los 
protocolos administrativos o procedentes de las Administraciones públi-
cas catalanas, y a diferencia del caso de la UJI, en el que la principal per-
sona responsable de la promoción del protocolo se ha brindado a infor-
mar y a facilitar los datos amablemente (por lo que ha podido conocerse 
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que dicha universidad ha sido objeto por una parte de inspección a efec-
tos de revisión del protocolo en su vertiente de igualdad de género, con 
resultado positivo, y por otra parte ha sido igualmente y en el mismo 
sentido positivo solicitada por parte de la Gender Summit celebrada re-
cientemente en Bruselas como modelo de buenas prácticas). 

Por otra parte, uno de los colectivos protegidos por el protocolo tanto 
de la función pública de Cataluña como en particular del ICS, el colectivo 
homosexual y transexual, sí cuenta con un informe de evaluación de re-
sultados, correspondiente al año 2010, en el que se da cuenta de un total de 
actuaciones de 109 en el citado año 2010, si bien computando todo tipo de 
acciones, de las que nos interesan particularmente dos5: actividades de sen-
sibilización (36), pero sobre todo, actividades metodológicas, pues en ellas se 
integran los protocolos de actuación (así como circuitos, manuales, circula-
res, comisiones y grupos de trabajo, seguimientos…), en un total de 24 y 5 
particularmente en el ámbito estrictamente laboral, entre las que se incluye 
la puesta en marcha del protocolo de acoso en el trabajo6. 

En concreto, en el ámbito de la función pública se ha impulsado el Ór-
gano Paritario de Políticas de Igualdad coordinado por la Dirección Ge-
neral de la Función Pública (con programa y comisión de acoso sexual, 
del que ha surgido una Guía para la erradicación del acoso sexual, por 
razón de sexo y/u orientación sexual en la Generalitat de Cataluña), se ha 
desplegado una campaña de formación genérica dirigida al personal de 
la Administración de la Generalitat de Cataluña sobre la aplicación del 
protocolo para la erradicación del acoso sexual, por razón de sexo y/u 
orientación sexual de la Generalitat, materia que se incluye asimismo en 
los cursos sobre prevención de riesgos laborales, y se han llevado a cabo 
cursos para profesionales implicados en la detección de malas conductas 
y sobre cómo aplicar el protocolo citado. 

No se dispone de datos más específicos respecto del resto de los proto-
colos para sentar conclusiones valorativas sobre su verdadera eficacia prácti-
ca en los años 2010-2011. En consecuencia, este avance se presenta como una 
nueva fase para la investigación más precisa que debe llevarse a cabo.

5 http://www20.gencat.cat/docs/bsf/03Ambits%20tematics/09LGTB/Pla_interdepartamental/
Pdf/Avalucio_10/avaluacio2010.pdf)

6  Una de ellas es la Guía para la prevención de la homofobia, la lesbofobia y la transfobia en 
el trabajo elaborada por UGT.
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LOS ELEVADOS COSTES ECONÓMICOS Y LABORALES 
DE LAS DEFICIENCIAS EN LA ATENCIÓN A LA SALUD 

MENTAL: LAS NUEVAS EVIDENCIAS A TRAVÉS DE ESTUDIOS 
INTERNACIONALES CONVERGENTES

Drª VILLAR CAÑADA, Isabel María
Universidad de Jaén

Dr. ALMENDROS, Miguel Ángel
Universidad de Granada
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En el número anterior de esta Revista se daba cuenta con detalle de la 
creciente cantidad de Estudios, Informes y Documentos de reconocidas 
Organizaciones Internacionales en torno a los beneficios de una mejora 
del sistema de atención a la salud mental de la población en general, y de 
la ocupacional en particular. Entre las propuestas más relevantes se cita-
ba las de la Organización Mundial de la Salud -OMS- y de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo -OIT-. Asimismo, se daba cuenta de la “sa-
lud” actual del instrumento elegido por la Unión Europea -UE-, para 
promover políticas eficaces en orden a una mejor prevención de la salud 
mental de la ciudadanía, como es el “Pacto Europeo” a tal efecto, firmado 
en 2008 y que ha dado lugar a múltiples actos, algunos de ellos en el 
2011.

Pues bien, desde ese instante, no han dejado de aparecer nuevos y muy 
relevantes Informes y Estudios al respecto, que tienen la virtualidad, en-
tre otros efectos, de implicar no ya sólo a las Organizaciones de carácter 
más social -OMS, OIT-, sino también a Organizaciones Internacionales de 
un marcado sesgo económico. Es el caso de Organismos institucionales 
de tanta solera en el plano socio-económico como la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico -OCDE-, así como Foros Mundia-
les de Economía que cuentan también con un creciente prestigio científi-
co. Ante esta realidad, al menos dos conclusiones pueden alcanzarse. 

De un lado, en la configuración de la cuestión de la salud mental como 
una de los debates más relevantes del presente y del futuro inmediato 
hay una notable coincidencia tanto del punto de vista social -razones de 
las personas-, como desde el punto de vista económico -las razones de la 
función productiva-. Por tanto, no se trata de un debate marcado por un 
sesgo ideológico, hoy tan frecuente en el actual contexto de la crisis y de 
sus políticas de afrontamiento, sino que constituye una exigencia en la 
que están de acuerdo los diferentes puntos de vista confrontados. 

De otro, la abundancia y convergencia de Estudios e Informes en una 
misma dirección, poniendo de relieve la centralidad y magnitud del pro-
blema, da pie a identificar una etapa de conocimiento al respecto basado 
en una más que notable evidencia. En consecuencia, el debate y los estu-
dios que al respecto hay permiten ya identificar los presupuestos necesa-
rios para que esa constatación se convierta en políticas activas para me-
jorar el trato que hasta ahora recibe esta materia en los diferentes siste-
mas de salud, sea pública sea laboral.

Desde este punto de vista, llama la atención que la citada Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), llegue en su últi-
mo estudio en materia a una conclusión análoga a la ya evidenciada por 
la OMS, que lleva décadas alertando sobre la enorme incidencia de los 
problemas mentales no ya sólo en la salud y calidad de vida de una parte 
importante de la población mundial, que es su principal preocupación, 
sino también en la productividad y en las dificultades del sistema para 
detectarlos. En este sentido, se proporciona un dato convergente con tales 
estudios, según el cual 1 de cada 5 trabajadores sufren patologías, o algún 
tipo de dolencia, relacionadas con la salud mental, por tanto, nada menos 
que un 20% de la población ocupada. 

En consecuencia, cabe sostener con certeza que no ya sólo en el plano 
cualitativo sino también en el plano cuantitativo
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“Las enfermedades mentales son responsables de una pérdida muy 
significativa de fuerza de trabajo, de altas tasas de desempleo y de una 
gran incidencia en las bajas por enfermedad y en la reducción de la pro-
ductividad en el trabajo”1

OIT, UE y OCDE coinciden, pues, en indicar cómo los problemas de 
falta de salud mental suponen unas pérdidas en productividad de entre 
el 3% y el 4% del Producto Interior Bruto (PIB). Esta constatación no se 
establece sólo para la Unión Europea, sino que tiene proyección también 
a nivel mundial. De modo que Foros Económicos de esta guisa, como el 
Foro Económico Mundial, están ya en condiciones de medir de una forma 
muy precisa el coste económico asociado a los trastornos mentales. A tal 
fin incluso pone una cifra concreta, estableciéndolo en 2,5 billones de 
dólares - más de 1,7 billones de Euros- en el año 2010, y estimando un 
aumento progresivo de gasto.

De esta manera, como recuerda la profesora Maria Rosa Vallecillo en 
un reciente comentario de tal Informe, los problemas de salud mental 
ocupan el primer puesto de la carga económica derivada de las enferme-
dades crónicas más frecuentes2. 

Tabla 1. Coste mundial al año de las enfermedades crónicas, 
para el año 2010 y su estimación para el año 2030

 
* Tomado de Bloom y cols. (2011), pág. 35

1 Vid. ‘Sick in the Job? Myths and Realities about Mental Health at Work’, marzo 2012. Un 
resumen del mismo, recogiendo las principales conclusions, está disponible en el siguiente 
sitio web, de la OECD (siglas en inglés): http://www.oecd.org/dataoecd/18/1/49227343.
pdf. También está disponible en:
http://www.actasanitaria.com/fileset/doc_48915_FICHERO_NOTICIA_31047.pdf
2  Vid. VALLECILLO GÁMEZ, M.R. “La salud mental como condición para el bienestar y como 
presupuesto para el crecimiento económico”. En AAVV. Anuario Internacional sobre Preven-
ción de Riesgos Psicosociales y Calidad de Vida en el Trabajo. Observatorio de Riesgos 
Psicosociales UGT-CEC. Madrid. 2011. P. 343.

En el actual contexto de crisis y desempleo identificar adecuadamente 
la diferencia entre “recortar” gastos y “ahorrar” o “reducir” costes es 
muy importante para dar las adecuadas señales a las políticas en materia. 
En este sentido, una clave para la productividad es asegurar que la mayor 
parte de los trabajadores puedan mantener sus empleos. Sin embargo, el 
Estudio de referencia detecta que aquellos con los citados problemas tie-
nen una tasa de absentismo laboral superior al resto de empleados y a 
menudo con bajas más prolongadas. En este dato convergen también los 
estudios nacionales más recientes realizados al efecto. Así, los pacientes 
con problemas de salud mental muestran el mayor índice de días de baja 
perdidos en los últimos tres meses, y la mayor morbilidad, frente a enfer-
medades tan impactantes como son las de tipo cardiaco, respiratorio, o 
digestivo. En cuanto al tipo de trastornos mentales que más afectan, los 
afectivos ocupan el primer lugar a la hora de valorar los días laborales 
perdidos y días de trabajo reducido, seguido de los trastornos de ansie-
dad, los de personalidad y los producidos por abuso de sustancias. 

Este dato es evidenciado por el estudio denominado ‘Diagnósticos y Pres-
cripciones en Salud Mental, Atención Primaria e Incapacidad Laboral Temporal’, fi-
nanciado por la Secretaría de Estado de la Seguridad Social. Un documento 
que, como el resto de los aquí contemplados, ponen de manifiesto los eleva-
dos costes económicos derivados de la mala atención a estos enfermos3.

El problema aún puede ser mayor, en cuanto que al “absentismo” se 
puede agregar el problema inverso, pero con los mismos problemas nega-
tivos para la productividad. En este sentido, el Estudio expone que 

“muchos trabajadores con desórdenes mentales no se toman una baja, 
pero rinden por debajo de sus posibilidades. Hasta el 88% de los trabaja-
dores con problemas mentales reducen parcialmente la productividad de 
la empresa para la que trabajan”

Las dificultades se agregan si se tiene en cuenta la deficiencia del 
sistema para localizar esos problemas y tratarlos, por cuanto existe una 
muy notable falta de visibilidad de las situaciones. Ya que en torno al 80% 
de los afectados no reciben tratamiento, según el estudio de la OCDE. Y 
quienes lo reciben,  según el estudio nacional, no lo hacen en los términos 
más adecuados, ni de salud ni de eficiencia. Así, sólo un tercio de los 
tratamientos en salud mental en España cumplirían con los criterios mínimos 
adecuados, es decir que, a juzgar por estos investigadores, el paciente 
tratado por un médico de Atención Primaria recibe farmacoterapia por 
un mínimo de dos meses, ha tenido un mínimo de cuatro visitas con es-
pecialista en salud mental, o de Medicina General o cualquier otro médi-
co; o un mínimo de ocho sesiones de psicoterapia por un psicólogo o 
psiquiatra, con un tiempo mínimo de 30 minutos cada una. Estos datos 
son especialmente preocupantes en un tiempo en el que, como el actual, 
se habla del enorme coste económico que supone el gasto farmacéutico y 
para cuya reducción se plantean medidas fuertemente antisociales.

3  Así se ha publicado, con acceso libre por internet, un documento que recoge el desarrollo 
del Programa Nacional de I+D+i, “Características, Efectos y Resultados de los Diagnósticos 
y Prescripciones en Salud Mental, Atención Primaria e Incapacidad Laboral Temporal”, finan-
ciado por la Secretaría de Estado para la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo del Go-
bierno de España, creado, desarrollado y dirigido por D. Mario Araña Suárez, Director de la 
Sociedad Científica ACAPI-PSICONDEC, en el que se procedió a organizar la comprobación 
de la realidad Diagnóstica y Prescriptiva de los Médicos de Atención Primaria. El documento 
completo en:  http://webpages.ull.es/users/marasuar/DP-SMAP.pdf
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Según el Estudio Nacional, los pacientes de salud mental utilizan más recur-
sos asistenciales en el sistema de salud, lo que genera un coste alrededor de un 
72% más que el resto de los pacientes atendidos por médicos de Atención Pri-
maria. 

De acuerdo con el informe, del total de los costes generados por estos 
pacientes un 27% se refieren a costes fijos-semifijos, y casi un 73% a otros costes 
variables como es la derivación de especialista, pruebas complementarias y 
prescripción farmacéutica. Aunque es la prescripción farmacéutica la que 
mayor coste implica, superando el 60% de los costes variables. De hecho, la 
prescripción de antidepresivos en la última década se ha triplicado, sin 
embargo 

“no ha venido acompañado de una reducción significativa del número de ‘incapacida-
des laborales temporales’ por psicopatología, ni de su duración”

En suma, y por no hacer más extenso este comentario, que da cuenta de los 
Estudios e Informes más relevantes al respecto, cumpliendo con uno de los fi-
nes u objetivos de esta Revista Temática, en el marco de los propósitos del 
LARPSICO, queda claro que se disponen hoy ya de evidencias sobradas de los 
enormes costes que, sea para la salud de la población sea para el desarrollo eco-
nómico, tiene la inadecuada atención, preventiva y reparadora, a la salud men-
tal de la población. A los problemas de ausencia de bienestar -injusticia- se su-
man la dilapidación de recursos escasos -ineficiencia-, poniendo de manifiesto 
que el uso de más recursos no necesariamente mejora el bienestar sino que, mal 
empleados, genera incluso más problemas, de modo que se perpetúa el proble-
ma, agravando el déficit público. Por lo tanto, parece que ha llegado ya la hora 
de pasar de los discursos -conciencia social- y las evidencias -fijación de cono-
cimientos ciertos- a las prácticas, esto es, a los tratamientos dentro de los siste-
mas que hagan compatibles los deberes de mejora del bienestar de todos con el 
uso eficiente de los recursos. 

En esta dirección, una vez más se demuestra que una adecuada formación en 
la materia puede ayudar a mejorar notablemente ambos indicadores de progre-
so. 

Como pone de relieve el Estudio realizado para el Ministerio de Trabajo e 
Inmigración -ahora Ministerio de Empleo y Seguridad Social-, la atención a 
pacientes con problemas en psicopatología o salud mental es un problema glo-
bal producido por, entre otras cuestiones, el déficit formativo entre los médicos 
de Atención Primaria para la detección, diagnóstico y abordaje de estas enfer-
medades, así como por su concepción sobre estas patologías y la falta de una 
correcta prescripción de fármacos. A resultas de ello, se incrementaría notable-
mente las bajas laborales, de modo que ni la persona atendida recibe el trata-
miento adecuado ni los recursos del sistema se usan del modo apropiado, más 
bien lo contrario.

Así, han observado que cuando se producen diagnósticos desacertados 
“existe un alto porcentaje de médicos que presentan un patrón de conducta prescrip-

tora capaz de otorgar incapacidades temporales en pacientes para los que está contrain-
dicado”.

Sin embargo, para el referido estudio nacional

“de contar con asistencia profesional adecuada, esta estrategia de prescripción 
de incapacidades provisionales inciertas, se vería fuertemente afectada, mejoran-
do la calidad de la atención y la seguridad de los diagnósticos e 
intervenciones”4.

El enfoque es estrictamente coincidente con el aún más reciente Estu-
dio internacional, el realizado para la OCDE, como comentamos. Para 
este estudio, la mayoría de los sistemas de salud, que se centran princi-
palmente en los casos severos, no están correctamente equipados para 
tratar los casos moderados y no investigan lo suficiente en ese tipo de 
pacientes, por lo que recomiendan “prevención en lugar de reacción”. 
Pero no ya sólo por parte del sistema público, sino que también deben ser 
las empresas las que se impliquen en la tarea conjunta de reducir el pro-
blema, asegurando unas “buenas condiciones de trabajo para evitar ten-
siones laborales” y favoreciendo prácticas de gestión adecuadas. De ahí 
que el Informe de la OCDE ponga de relieve una serie de recomendacio-
nes de actuación no sólo para los integrantes del sistema de salud, sino 
también para los responsables de la gestión laboral, a fin de que pongan 
en prácticas técnicas de control del tipo de bajas laborales 

“para detectar ausencias prolongadas o repetidas lo antes posible y 
aportar el apoyo adecuado, a fin de evitar despidos innecesarios provoca-
dos por enfermedades mentales”.

Desde esta perspectiva, el Informe de la OCDE evidencia cómo las per-
sonas con desórdenes mentales moderados tienen entre el doble y el triple 
de posibilidades de estar en el paro que el resto de trabajadores, mientras 
que aquellos con problemas severos tienen hasta siete veces más opciones 
de encontrarse en situación de desempleo. Por lo que el problema de ex-
pande y se convierte en global, tanto para la población activa ocupada 
-trabajadores actuales- como para la no ocupada, pero que tienen posibi-
lidades y voluntad de trabajar, si bien se ven dificultadas por esta defi-
ciencia profunda del sistema

Ante estas apabullantes evidencias parece clara la conclusión, que, sin 
embargo, se resiste a entrar entre las prioridades de las medidas contra la 
crisis, una vez más dominados por una visión miope de la “gobernanza 
del número”. Es hora, pues, de pasar de los datos a las acciones, de los 
discursos a las prácticas y, por tanto, a las políticas concretas. Tal y como 
ha advertido el profesor Klaus Schwab, fundador y presidente ejecutivo 
del Foro Económico Mundial, 

“la necesidad de actuar de manera inmediata es crítica para el futuro de la 
economía mundial”.

A lo que habría que añadir que, ante la persistencia de la crisis y sus 
enormes costes, también y sobre todo sociales, buscar, y hallar, políticas 
de reducción de los gastos que supongan no reducción de derechos sino 
mejora de los mismos, con un menor coste, tal necesidad es un imperati-
vo de dignidad de gobierno. Y aquí no hay.

4  El informe ha sido realizado por el psicólogo clínico, jurídico y forense Santiago Mario 
Araña Suárez. Para su elaboración se ha realizado un análisis de la situación actual de estos 
pacientes dentro de la sanidad pública, teniendo en cuenta diferentes estudios internaciona-
les, así como los datos de una encuesta realizada en siete comunidades autónomas a más 
de 900 médicos.
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LA CAMPAÑA EUROPEA 2012 DE LA INSPECCIÓN DE 
TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL EN MATERIA DE RIESGOS 

PSICOSOCIALES: AVANCES Y RESISTENCIAS
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Inspector de Trabajo y Seguridad Social. Jefe Provincial Vizcaya. 
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1. Introducción

El Comité Europeo de Altos Responsables de la Inspección de Trabajo, 
más conocido por sus siglas en inglés de SLIC (Senior Labour Inspectors 
Committee), adoptó en 2010 la decisión de realizar una campaña europea 
de inspección en materia de riesgos psicosociales a lo largo del año 2012. 
El SLIC fue creado en 1982 como un comité de coordinación y asistencia 
técnica mutua de las inspecciones de trabajo europeas en materia de se-
guridad y salud en el trabajo. A lo largo de los últimos diez años ha coor-
dinado ya varias campañas de las inspecciones europeas en temas tan 
diversos como construcción, agentes químicos, manipulación de cargas y  
evaluaciones de riesgo1. 

La Inspección que lidera la campaña sobre riesgos psicosociales es la 
inspección sueca que ha difundido a través de su página web www.av.se/
SLIC2012 todos los documentos elaborados con este motivo. Durante la 
preparación de esta campaña a lo largo del año 2011 se han puesto de 
manifiesto los diferentes enfoques de las inspecciones europeas sobre 
este tema2. Todas ellas coinciden en reconocer que los riesgos psicosociales 
se encuentran dentro del ámbito de la Directiva Marco 89/391/CEE de 
Seguridad y Salud en el Trabajo y las normas nacionales que la 
trasponen. 

Pero ante la ausencia de una Directiva de armonización específica en 
esta materia y la falta de previsión de su elaboración a corto y medio 
plazo, las únicas referencias a escala europea son los acuerdos alcanzados 
por los interlocutores sociales europeos sobre el Estrés Laboral (2004), la 
Violencia y Acoso en el Trabajo (2007) y la Violencia y Acoso de Terceros 
(2010) cuyo contenido ya es generalmente conocido por su publicación en 
los anexos de Acuerdo de Negociación Colectiva de 2005 y 2007 respecto 
a los dos primeros acuerdos mientras que el tercero de ellos solo está 
disponible por internet3.

En los ordenamientos nacionales tampoco existe uniformidad en el 
tratamiento de este tema. Algunos han insertado normas específicas 
sobre los riesgos psicosociales, como es el caso de Noruega, Holanda y 
Bélgica, otros solamente sobre la violencia en el trabajo, como es el 
caso de Finlandia, y otros solamente sobre el Estrés, como Italia. Sin 
embargo, la mayoría de los estados de la UE han optado por no hacer 
una regulación legal sobre la materia, bien de forma deliberada 
elaborando normas y directrices de los poderes públicos que 
incentivan y orientan la gestión de la prevención de estos riesgos, 
como es el caso de Reino Unido4 y Francia5 o bien de forma tácita a 
través de guías, códigos de práctica circulares internas o prácticas 
1  Más información sobre el SLIC se encuentra disponible en http://ec.europa.eu/social/main.
jsp?catId=153&langId=es&intPageId=685 

2 El estudio de esta cuestión ya ha sido abordado en el artículo “Las Inspecciones de Trabajo 
Europeas ante los riesgos psicosociales”, Revista de Riesgos Psicosociales y Bienestar en 
el Trabajo nº 1 p. 49. Disponible en http://www.larp.es/ficheros/documentos/RevistaLarpsico01.
pdf 

3 Disponible en http://www.chtjugt.net/archivos/elementos/2011/violence_guidelines.pdf 
4 En Reino Unido se han publicado por el HSE el documento “Stress Management Standards” 
disponibles en  http://www.hse.gov.uk/stress/standards 

5 En Francia han tenido lugar debates parlamentarios sobre los riesgos psicosociales. El 
informe del debate en el Senado francés está disponible en http://www.senat.fr/rap/r09-642-
1/r09-642-1.html 
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operativas de la Inspección de Trabajo, como es el caso de España6, 
Alemania, Austria e Irlanda. 

En España se va a aprobar una Guía sobre actuaciones de la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social en materia de riesgos psicosociales 
con motivo de la campaña europea que sin embargo abarca tanto los su-
puestos de actuaciones proactivas (por iniciativa o campaña) como reac-
tivas (por denuncia o investigación de accidente de trabajo).

2. El ámbito de los riesgos psicosociales

Como ya hemos señalado la ausencia de normativa sobre estos riesgos 
a escala europea dificulta la definición del ámbito de los riesgos psicoso-
ciales. Hay un consenso básico respecto a la definición dada por la Agen-
cia Europea sobre estos riesgos como “aquellos aspectos del diseño, orga-
nización y dirección del trabajo y de su entorno social que pueden causar 
daños psíquicos, sociales o físicos en la salud de los trabajadores”. 

Existe también un general consenso respecto a la inclusión del estrés y 
la violencia a la que hacen referencia los acuerdos europeos antes aludi-
dos. Si bien hay que matizar que se reconoce que el estrés no siempre es 
la consecuencia de la exposición a un factor de riesgo psicosocial sino a 
agentes físicos como el ruido, la temperatura y las vibraciones o incluso 
agentes químicos. Por otro lado, hay países como Reino Unido e Italia que 
han establecido que solamente el estrés laboral corresponde al campo de 
los riesgos laborales mientras que la violencia en el trabajo, y en especial 
el acoso o mobbing, pertenece al campo de los derechos de los trabajado-
res en la relación contractual laboral.

Hay mayor indefinición respecto a la consideración de los riesgos deri-
vados de la ordenación del tiempo de trabajo y el tiempo de descanso 
(previstos en la Directiva 2003/81 y el Art. 36 ET) dentro de los riesgos 
psicosociales ya que algunos expertos los consideran dentro de la ergono-
mía o la seguridad. Sin embargo, tanto las directrices de la campaña eu-
ropea como todos los métodos de evaluación más comúnmente utilizados 
en España como el FPSICO o el ISTAS21 expresamente los incluyen den-
tro de los riesgos psicosociales. 

Habría también otros riesgos derivados de la organización del trabajo, 
como los relativos a los accidentes de trabajo causados por conductas in-
seguras (o el llamado factor humano) y que tienen por causa las deficien-
tes comunicaciones, la inadecuada distribución de tareas o la falta de 
medidas de control del trabajo que muchas veces se engloban en lo que se 
denomina la “seguridad en los procesos productivos”.  Cualquiera que 
sea su clasificación existe una evidente interacción entre estos riesgos y 
los riesgos psicosociales y en la práctica inspectora se ha observado que 
la mejor manera de identificar y actuar sobre estos riesgos que también 
derivan de la organización del trabajo es la que resulta de la evaluación 
de riesgos psicosociales. También podría decirse lo mismo respecto a los 
trastornos músculo-esqueléticos que derivan de situaciones o estados de 
estrés laboral o incluso de algunas enfermedades laborales. 

6	  En España la Dirección General de la ITSS ha aprobado los Criterios Técnicos 
69/2009 sobre violencia y acoso en el trabajo y 87/2011 sobre riesgo de atraco disponibles 
en http://www.meyss.es/itss/web/Atencion_al_Ciudadano/Criterios_Tecnicos/index.html 

En definitiva, no se puede hacer compartimentos estancos en la pre-
vención de riesgos laborales y se debe reconocer que los efectos de una 
buena gestión de los riesgos psicosociales, que siempre parte de un aná-
lisis de la organización del trabajo y de su entorno, repercute en general 
sobre todas las condiciones de trabajo y el bienestar de los trabajadores. 

3. Las normas legales de aplicación a los riesgos psicosociales

Ante la ausencia de normas legales y reglamentarias específicas sobre 
los riesgos psicosociales es necesario aplicar las normas de alcance gene-
ral o que en parte se refieren a estos riesgos.

En la legislación española contamos con una Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales (LPRL) que deriva de la Directiva Marco europea 
89/391/CEE y que comprende en su ámbito a todos los riesgos y conta-
mos también con alguna renombrada sentencia, como la dictada por el 
Tribunal Constitucional nº 160/2007 que hace un expreso reconocimiento 
de la inclusión de un claro supuesto de riesgo psicosocial dentro del Art. 
14.2 LPRL. Las disposiciones generales de la Ley, como las referidas a la 
gestión de los riesgos (identificación, evaluación, planificación y ejecución 
de medidas preventivas y organización de los medios para su aplicación) 
se consideran de directa aplicación sin necesidad de que medie un pre-
cepto reglamentario que así lo establezca respecto a determinados ries-
gos.

Contamos así con los siguientes preceptos de directa aplicación a los 
riesgos psicosociales y que podrían ser objeto de fiscalización a través de 
la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social (LISOS):

1. La obligación del empresario de eliminar los riesgos evaluar los que 
no se pueden evitar (Art. 15.1.a) y b) y 16.2.a) LPRL y Art. 12.1.b) LI-
SOS)

2. La obligación de planificar y ejecutar las medidas que derivan de la 
evaluación (Art. 16.2.b) y Art. 12.6 LISOS)

3. La obligación de realizar un Plan de Prevención que incluya aspectos 
como los procedimientos y canales de comunicación en materia de 
prevención (Art. 16.1. LPRL, Art. 2 RSP y Art. 12.1.a) LISOS)

4. La obligación de investigar las causas para los daños a la salud de los 
trabajadores (Art. 16.3. LPRL y Art.12.2 LISOS)

5. La obligación de adscribir a los trabajadores a puestos que sean com-
patibles con su estados psicofísico de salud (Art. 25.1 LPRL y Art. 
12.7 y 13.4 LISOS)

Además de estas normas también son de aplicación a los supuestos de 
violencia en el trabajo, que engloban tanto la violencia física y psicológi-
ca, violencia interna o externa o de terceros, los siguientes preceptos:

1. Con carácter general, el derecho a la consideración debida a la dignidad 
(Art. 4.2.e) ET y Art. 8.11 LISOS) que comprendería a muchas y variadas 
conductas, entre ellas todas las relacionadas con conductas de violencia 
física y psicológica o acoso que puedan sufrir los trabajadores.
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2. De forma más particular, el derecho a no sufrir acoso sexual y por 
razón de sexo (Art. 7 LO 3/2007 y Art. 8.13 y 8.13 bis LISOS) y acoso 
por motivos discriminatorios (Art. 29 Ley 62/2003 y Art. 8.13 bis LI-
SOS).

Y por último, los casos relativos al tiempo de trabajo y tiempo de des-
canso estarían regulados en los Art. 34 a 36 ET y Art. 7.5 LISOS, y tam-
bién el 12.16 LISOS cuando la infracción pueda entrañar un riesgo grave 
para la salud.

Se debe recalcar, sin embargo, una importante diferencia entre las in-
fracciones de los preceptos de la LPRL y los previstos en la legislación 
laboral. En el primer caso, las infracciones se refieren a la ausencia de 
medidas preventivas mientras que en segundo caso son infracciones de 
resultado que no pueden ser penadas ni siquiera en grado de mera tenta-
tiva. Esto ocasiona que en las actuaciones inspectoras puramente preven-
tivas y proactivas, como son las que se van a desarrollar en la campaña 
europea, solo sean de aplicación los preceptos de la LPRL mientras que 
las normas laborales solo serían aplicables a las actuaciones inspectoras 
reactivas, las que se llevan a cabo por denuncia o investigación de acci-
dente laboral. Pasamos a continuación a analizar ambos tipos de actua-
ción.   

4. Las directrices de la inspección de trabajo española para la 
campaña europea

Las actuaciones de la Campaña Europea de 2012 se desarrollarán sobre 
varios sectores que se consideran potencialmente más proclives a padecer 
este tipo de riesgos: los servicios sociales, las empresas de telemarketing 
y de hostelería y los transportes de viajeros. Según la encuesta ESENER, 
realizada por la agencia Europea de Seguridad y Salud en el Trabajo 
sobre empresas de más de diez trabajadores7, más de un tercio de las 
empresas de la Europa de los Veintisiete afirmaron contar con 
procedimientos para gestionar el acoso moral o el hostigamiento (30 %), 
la violencia en el lugar de trabajo (26 %) o el estrés laboral (26 %). En 
España las tres variantes ofrecen un resultado del 17,6 por 100, 
sensiblemente por debajo de la media comunitaria, si bien en el ranking 
de los países encuestados ocupa una posición más central, en el puesto 
16º sobre un total de 31 países.

Los resultados de la encuesta respecto a España son ligeramente más 
favorables en lo que se refiere a la información que se da a los trabaja-
dores en esta materia (75%) y la formación que estos reciben (45%), la 
gestión de riesgos psicosociales en los procesos de cambio en la orga-
nización y diseño del trabajo (23%), intervención en los casos de exceso de 
horas de trabajo (21%), cambios de jornada y horario de trabajo (17%) y 
menos favorables en lo referente al uso de procedimientos de resolución 
de conflictos (10%) y la atención individual a los trabajadores con estos 
problemas (9%). El 46% de las empresas españolas encuestadas señalan 
tener más dificultad para abordar este tipo de riesgos respecto a los 

7  La versión resumida en español se encuentra disponible en http://osha.europa.eu/es/pu-
blications/reports/es_esener1-summary.pdf 

demás, el 67% ha optado por externalizar la gestión de estos riesgos, 
aunque esto va en consonancia con la mayor externalización de la pre-
vención de riesgos en España que en el resto de Europa8.

Todo este panorama ha hecho aconsejable que la acción inspectora en 
la campaña europea se desarrolle en dos etapas. Una primera fase consis-
tente en la primera constatación por el Inspector de la situación de la 
empresa en cuanto a la gestión de los riesgos psicosociales y una segunda 
fase en la que se analizará la idoneidad de la gestión preventiva que esta 
ha llevado a cabo como consecuencia de un primer requerimiento del 
Inspector. Si se diera la circunstancia de que la empresa ya hubiera efec-
tuado una completa gestión de los riesgos psicosociales se pasaría di-
rectamente a la segunda fase.

a) La primera fase: la constatación de la situación en la empresa
La primera fase de la acción inspectora presenta también una caracte-

rística esencial. Siguiendo en parte los modelos de actuación de las Ins-
pecciones de Trabajo nórdicas, el Inspector debe realizar durante su visita 
una primera aproximación a los posibles factores de riesgo psicosocial 
existentes en la empresa en base a entrevistas a los representantes de la 
empresa y a los trabajadores. Se pretende con ello dar solidez a las actua-
ciones inspectoras, orientar la acción de las empresas y los representantes 
del personal y establecer mecanismos que permitan posteriormente a la 
Inspección hacer una mejor valoración de la gestión de los riesgos psico-
sociales que debe llevar a cabo la empresa. Sin embargo, a diferencia de 
los modelos nórdicos, la acción inspectora no puede suponer una audito-
ría de la gestión de los riesgos psicosociales ya que se entiende que esta 
tarea debe recaer exclusivamente sobre el empresario y los servicios de 
prevención propios o ajenos que aquel contrate.

Al término de esta primera fase, el Inspector emitirá un requerimiento 
a la empresa cuando constate que la misma o bien no ha efectuado la 
evaluación de riesgos psicosociales o la ha efectuado con evidentes caren-
cias, ya sea por no haber contemplado todos los riesgos psicosociales 
considerados como tales en la guía de inspección o por haber utilizado 
otros instrumentos que no pueden equivaler legalmente a la evaluación 
de riesgos como son las meras encuestas de satisfacción o de calidad. 

b) La segunda fase: el análisis por el Inspector de la gestión de 	
riesgos psicosociales

La segunda fase comienza cuando han vencido los plazos del requeri-
miento y la empresa ha efectuado la gestión de los riesgos psicosociales.

El análisis de la Inspección debe comprender los siguientes aspectos:

1) La supervisión de la evaluación de riesgos psicosociales.
En este punto se debe observar si el técnico ha hecho el análisis de los 

dos  elementos básicos de la evaluación de riesgos psicosociales. Por un 
lado, se encuentran los elementos objetivos que pueden incidir sobre los 

8 Estos resultados pueden consultarse en http://osha.europa.eu/sub/esener/en/front-
page/190 
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riesgos psicosociales como son los procesos productivos y organizativos, 
la presencia de trabajadores especialmente sensibles y las posibles mani-
festaciones de estos riesgos, tales como una alta tasa de absentismo, rota-
ción en los puestos de trabajo, trabajadores que abandonan la empresa, 
etc. Y por otro lado, este análisis debe contrastarse con la valoración de la 
percepción subjetiva de los trabajadores a través de cuestionarios, entre-
vistas o grupos de discusión. 

2) La participación de los delegados de prevención y de los 	
trabajadores  

Los delegados de prevención tienen que ser consultados previamente 
sobre el método de evaluación que se va a utilizar, las fases del proceso y 
sus preparativos, y el establecimiento de las unidades de análisis de la 
evaluación. Estas unidades de análisis no pueden ser los puestos de tra-
bajo, como en el resto de las evaluaciones, sino las unidades o grupos en 
los que se estructura la empresa ya que el objeto de la evaluación es la 
forma en que se ordenan y organizan las tareas. Los trabajadores deben 
participar a través de los cuestionarios y entrevistas individuales o colec-
tivas con el técnico evaluador y para ello es preciso que estas actividades 
se lleven a cabo con la preparación adecuada e informando previamente 
a los trabajadores sobre su contenido y finalidad.

Respecto al método cuantitativo que puede escogerse para la evalua-
ción la Guía establece cuáles son los requisitos mínimos para que este 
pueda considerarse válido conforme a los parámetros del Art. 5.3.d) del 
Reglamento de Servicios de Prevención (RSP). Básicamente, ha de tratarse 
de un método científicamente valido y que proporcione confianza sobre 
su resultado. La Guía incorpora en el anexo un listado no exhaustivo de 
los métodos de evaluación vigentes.

También es admisible el uso de técnicas cualitativas como entrevistas 
individuales o grupos de discusión, que pueden ser útiles en las fases 
iniciales del estudio, para la recopilación de información previa, y en las 
fases posteriores para poder profundizar en los motivos reales de los re-
sultados de la evaluación cuantitativa o para poder discutir qué medidas 
pueden ser más adecuadas en cada situación concreta. Es preciso tener en 
cuenta que su aplicación exige un entrenamiento profesional específico.

La evaluación debe contemplar la totalidad de la empresa sin perjuicio 
de la posibilidad de efectuarla por etapas, secciones o colectivos. La valo-
ración que se haga ha de conducir a identificar con claridad los factores 
de riesgo psicosocial presentes en el lugar de trabajo y su grado de peli-
grosidad para la salud de los trabajadores.

3) La determinación de las medidas preventivas
Una vez hecha la identificación y evaluación de riesgos se pasa al aná-

lisis de las medidas resultantes de la evaluación y su aplicación práctica a 
través de la planificación de la actividad preventiva.

Todos los riesgos identificados han de ir acompañados de medidas pre-
ventivas y estas medidas pueden ser medidas preventivas u organizati-
vas (primarias), que son las que se dirigen al foco u origen del problema, 
la aplicación de estas medidas es preferente (Art. 15.1.c) y 17.2. LPRL), 

pueden ser medidas de intervención o afrontamiento (secundarias), que 
van dirigidas a que el trabajador pueda afrontar los factores de riesgos 
psicosociales a los que está expuesto (formación, procedimientos o proto-
colos, etc.), y medidas de protección o rehabilitación (terciarias), orienta-
das a la recuperación de los trabajadores que hayan sufrido daños en su 
salud y garantizar la compatibilidad con las funciones de su puesto (Art. 
25.1 LPRL).

Es recomendable aplicar diversos niveles de actuación cuando sea ne-
cesario. Las medidas que se adopten deben buscar la integración de la pre-
vención (Art. 14.2 y 16.1 LPRL) y por lo tanto deben procurar que los pro-
pios trabajadores de la empresa, ya sean mandos o trabajadores, sepan 
por sí mismos qué medidas se deben adoptar ante situaciones de riesgo 
psicosocial que afecten directamente a su trabajo o ante situaciones pre-
visibles.

Por otra parte, es importante recordar que la intervención psicosocial 
tiene como finalidad no sólo la eliminación o reducción del riesgo, sino 
también la optimización de los aspectos positivos del trabajo. La Guía 
hace en sus anexos una descripción no exhaustiva de las medidas de in-
tervención psicosocial más típicas. 

La determinación de las medidas debe ir necesariamente acompañada 
de la consulta a los delegados de prevención sobre su procedencia (Art. 
36.1.c) LPRL).

4) La planificación de las medidas
A continuación se debe realizar la planificación preventiva de acuerdo 

con los criterios generales de los Art. 8 y 9 RSP y por otro lado la inclu-
sión en el Plan de Prevención de los procedimientos de prevención que se 
acuerden como resultado de la evaluación (Art. 2.2.c) RSP).

5) La revisión de la evaluación

La última fase de análisis se refiere a la revisión y actualización de la 
evaluación de riesgos psicosociales conforme a los criterios previstos en 
el Art. 16.2.a) segundo párrafo LPRL y el Art. 6 RSP, en concreto, cuando 
se haya apreciado esta necesidad a través de los controles y medidas pe-
riódicas que la propia evaluación.

 

5. Las actuaciones reactivas de la inspección de  trabajo

Como ya hemos señalado, las actuaciones reactivas son las que el Ins-
pector efectúa por previa denuncia de un trabajador, solicitud de media-
ción o arbitraje o por investigación de accidente de trabajo.

La particularidad de estas actuaciones respecto a las anteriores reside 
en que las mismas se han de orientar hacia la resolución del problema 
concreto y no hacia la vigilancia de la gestión preventiva en general.

El Inspector debe investigar los hechos concretos que son objeto de la 
actuación y para ello puede valerse de los instrumentos previstos en el 
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Anexo I sobre entrevistas a distintos sujetos y cualesquiera otros que 
considere oportunos siguiendo los CT 69/2009 y 87/2011.

En los supuestos en que no haya sido posible constatar hechos consti-
tutivos de infracción laboral pero en los que sí resulte necesaria la adop-
ción por la empresa de medidas preventivas estas  pueden ser algunas de  
las medidas de intervención ante situaciones reactivas que el Inspector 
puede  requerir o supervisar:

a) La investigación de los daños a la salud 
Si se supiera que el trabajador afectado hubiera sufrido un daño para la 

salud que hubiera podido causarse como consecuencia de su actividad 
laboral la empresa está obligada a llevar a cabo una investigación de sus 
causas (Art. 16.3 LPRL).

b) El uso de procedimientos o protocolos de gestión e intervención
La herramienta de intervención más utilizada respecto a los riesgos 

psicosociales de violencia en el trabajo es el uso de procedimientos o pro-
tocolos de gestión de los problemas de acoso. La única previsión legal 
respecto a estos procedimientos se encuentra en el  Art. 48.1 de la LO 
3/2007 respecto al acoso sexual y por razón de sexo. En los demás su-
puestos algunos convenios colectivos prevén su aplicación o bien el em-
presario por su poder de dirección o como resultado de una evaluación 
de riesgos psicosociales puede determinar también su aplicación

c) El examen de compatibilidad o aptitud respecto al puesto de tra-
bajo

Las medidas de denominadas terciarias o de rehabilitación de las per-
sonas afectadas por los riesgos psicosociales no son diferentes respecto a 
las de otros riesgos laborales. La compatibilidad se establece conforme a 
los parámetros del Art. 25.1 LPRL y del examen de aptitud que corres-
ponde realizar al servicio de prevención conforme al Art. 22.4 LPRL

d) La evaluación de riesgos psicosociales centrada en el problema
En las actuaciones reactivas podría estar solamente centrada en el aná-

lisis de la unidad organizativa afectada por el problema. 

e) Otros instrumentos
Además de estos instrumentos la empresa puede hacer uso de otros 

que estime más convenientes y adecuados para gestionar cada situación. 

6. La promoción de la salud en los lugares de trabajo (pslt)

Por último, es muy conveniente diferenciar las acciones de prevención 
de riesgos psicosociales de las que se denominan de promoción de la sa-
lud de los trabajadores. 

Estas, las acciones de promoción de la salud, se refieren al esfuerzo en 
común de empresarios, trabajadores y la sociedad en su conjunto por 
mejorar la salud y el bienestar laboral de los trabajadores y significan ir 

más allá del mero cumplimiento de los requisitos legales en materia de 
seguridad y salud en el trabajo ya que mediante dichas acciones las em-
presas tratan de contribuir de manera activa a la mejora de la salud y el 
bienestar general de sus trabajadores tanto dentro como fuera de la acti-
vidad laboral. En consecuencia, las acciones de promoción de la salud 
tienen siempre carácter voluntario y su adopción no puede ser requerida 
por la Inspección de Trabajo. Se debe considerar en cualquier caso positi-
va su adopción por mutuo de acuerdo entre empresa y trabajadores ya 
que las mismas pueden complementar las acciones de riesgos psicosocia-
les que debe adoptar la empresa. 
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CAMBIOS, REORGANIZACIONES PRODUCTIVAS Y SALUD 
PSICOSOCIAL: EVALUACIÓN DE LA EXPERIENCIA FRANCESA 

DE “ACUERDOS DE GESTIÓN DE ESTRÉS”

Drª  Vallecillo Gámez, María Rosa
Universidad de Jaén
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1.
Junto a sus elementos positivos, muchos y que nadie duda hoy seria-

mente, la “globalización económica” provoca también efectos perniciosos, 
por lo que de nuevo se precisa afrontar el reto de atender conveniente-
mente a esa ambivalencia, de modo que se maximicen sus ventajas y se 
reduzcan a la mínima expresión sus desventajas o sus costes. Los cam-
bios en las estructuras de las empresas y en los modos y sistemas de or-
ganización, también en lo que atañe al factor trabajo, son una exigencia 
contra la que no se puede resistir, porque son necesarios para afrontar no 
ya sólo las crisis, sino incluso la vida ordinaria de los actores económicos 
en mercados globales, cambiantes y, por tanto, inciertos.  Sin embargo, la 
innegable virtualidad de esta visión dinámica no sólo no está reñida, sino 
que precisa, para ser virtuosa, que se concilie con un modo de gestión 
socialmente responsable de tal imperativo de cambio. En este sentido, si 
bien es cierto que esta necesidad de equilibrar la dimensión económica 
del cambio con la social -amortiguación de sus efectos en las personas, 
los grupos y las sociedades- está muy presente en un buen número de 
enfoques y propuestas, de todo tipo, luego, el tránsito, el paso a la reali-
dad, a las experiencias, ya queda mucho más huérfano de valedores, y 
por supuesto de “buenas prácticas”1.

Este desfase o desajuste entre el “Ser” y el “Deber ser” suele 
mantenerse hasta que la realidad ofrece situaciones que provocan una 
profunda alarma social y que, por tanto, obligan de un modo dramático 
a interrogarse sobre la justicia de la situación, e incluso sobre su 
racionalidad económica. Este “shock” es el que vivió Francia hace un par 
de años ante los “suicidios” en empresas bandera, como FRANCE 
TELECOM.

Los estudios detenidos al respecto mostraron que esas trágicas 
situaciones no eran sino la mera punta del iceberg  de un problema 
mucho mayor, cual era una inadecuada gestión por parte de las empresa 
de los procesos de reestructuración o reorganización productiva 
afrontados por la multinacional. De hecho, diversos estudios encargados 
por ésta habían mostrado unas tasas de estrés laboral muy superiores a la 
media, de modo que más del 25% de la plantilla sufrían de un estrés 
agudo, con lo que el índice de incidencia en esta empresa del estrés se 
revelaba superior a lo normal. Pero con el tiempo se puso de relieve que 
realmente el problema de fondo, no así, por fortuna, las manifestaciones 
más trágicas, que no era otro sino el de la inadecuada gestión de las 
empresas de los procesos de cambio organizativo ante las situaciones de 
crisis y cambio, estaba más extendido de lo que podría pensarse de inicio.

Sea como fuere, el Gobierno conservador francés lanzó un “plan de 
emergencia para la prevención de riesgos psicosociales” (o “Plan DAR-
COS”, por el nombre del Ministro de Trabajo del tiempo en que se fraguó, 
si bien hoy ya no está en el cargo), el 9 de octubre de 2009, en virtud del 
cual se incitaba a las empresas de más de 1000 trabajadores -unas 1.500 
empresas en toda Francia, según las primeras estimaciones-, o bien a ne-
gociar un “acuerdo colectivo” con los representantes de los trabajadores 
-con los sindicatos fundamentalmente-, para la gestión del estrés laboral, 

1  Para un análisis detenido CAÑADA VILLAR, I.-VALLECILLO GÁMEZ, M.R. Reestructura-
ciones empresariales, riesgos psicosociales y bienestar en el trabajo. Comares. 2011. 
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o bien a adoptar un “plan de acción” a tal fin. Más de dos años después 
hay ya elementos más que sobrados para hacer un “balance” de esta ini-
ciativa, que en términos cuantitativos ha supuesto la puesta en práctica 
de más de 250 Acuerdos Colectivos de Gestión del Estrés Laboral -AC-
GEL-, aunque sus denominaciones y objetos convencionales, incluso en-
foques, aparecen diversificados, limitándose unos al estrés en los lugares 
de trabajo, mientras que otros abarcan todos los “riesgos psicosociales”. A 
este respecto, no hay un consenso significativo en torno a su valor, pues 
mientras que unos muestran una visión muy crítica, evidenciando su es-
caso valor jurídico y prácticamente nula eficacia práctica, otros ponen de 
manifiesto que, no obstante sus evidentes limitaciones, ha supuesto una 
experiencia enriquecedora y, en consecuencia, a reforzar2.

2.

Cualquiera que sea la opinión que se formule al respecto, además de 
que deberá proceder de un análisis detenido de tan ingente material, de 
una relevante dimensión cuantitativa pero también de original significa-
do cualitativo, ha de tener en cuenta que se trata de una experiencia su-
gerente en sí misma, pues no hay ni un solo país del mundo que cuente 
con un programa de estas características. En todo caso, y como también 
es obvio, no todo valdrá y, en consecuencia, que se haya dado el paso de 
implicar directamente a los poderes públicos en una labor de promoción 
y consolidación de políticas empresariales de prevención de los riesgos 
psicosociales, no garantiza la eficacia de la actividad, por lo que exigirá 
un análisis equilibrado para extraer sus aportaciones positivas, para re-
forzarlas y extenderlas, y evidenciar o desnudar las negativas, para corre-
girlas. Naturalmente, no es ahora nuestro propósito hacer un análisis de 
este tipo, aunque bien merecería la pena dedicarle el esfuerzo en futuras 
ocasiones, sino de dar cuenta de su existencia y, en lo posible, de sus prin-
cipales logros, exponiendo de modo sintético la evolución. De este modo 
será más fácil hacerse una idea de su significado real. 

Asimismo, y como Anexos a este comentario de actualidad preventiva 
comparada, expondremos, ya traducidas, algunas de las principales mo-
dalidades asumidas por las empresas en torno a esta “obligación” preven-
tiva, con lo que resultará más accesible. A tal fin hemos seleccionado 
cuatro experiencias tipo que pueden resumir las más de un millar hoy 
disponibles, si bien la inmensa mayoría son “planes de acción” y no 
“acuerdos colectivos” -estos son a día de hoy, y sin perjuicio de la conti-
nua evolución de esta materia, si bien ralentizada en el último año, unos 
250, esto es, en torno a un 18 % de las empresas llamadas a tal negocia-
ción-. Pero para que se conozca más concretamente sus contenidos, tam-
bién aportamos la referencia al que ha sido considerado por buena parte 
de los estudiosos, si bien no de forma unánime, el acuerdo-marco más 
ejemplar, el de la empresa DANONE. Se aportará la versión original, la 

2  Este balance más comedido aparece en el Informe Oficial, el encargado por el Ministerio 
a diferentes analistas: http://www.miroirsocial.com/uploads/documents/SYNTHE-
SE_BILAN_COCT_-_19.04.11.pdf. Mucho más crítico LEROUGE, L. “Actividad sindical y 
negociación colectiva en los riesgos psicosociales en Francia”. En Anuario Internacional 
sobre prevención de riesgos psicosociales y calidad de vida en el trabajo. Observatorio de 
Riesgos Psicosociales UGT-CEC. Madrid. 2011 p. 61. 

francesa, y la traducida. A ese modelo paradigmático se añadirá otro, no 
ya de empresa, sino de sector -para la economía social-, a fin de eviden-
ciar la diversidad.

3.

El 10 de diciembre de 2009, el Director General de Trabajo enviaba una 
carta a las empresas de más de 1000 trabajadores, a fin de “invitar” a los 
interlocutores sociales a abrir un proceso de negociación sobre la gestión 
del estrés en los lugares de trabajo, en el marco de lo previsto en el Acuer-
do Interprofesional firmado el 2 de julio de 2008 que, a su vez, era trans-
posición del Acuerdo Marco Europeo sobre Estrés. A diferencia de lo su-
cedido en otros países, como España, y al igual que la opción seguida por 
algún otro, como Italia, Francia convirtió en obligatorio el Acuerdo Euro-
peo, a través del “Arrêté de 23 de abril de 2009”. La incitación no era es-
trictamente a acordar, porque no se establecía esta obligación, sino a abrir 
un periodo de negociación con vista a alcanzar, como es natural, un 
acuerdo, pero si no se lograba no sucedía nada, tan sólo se establecía la 
obligación de sustituir tal posibilidad por un “plan de acción” a cargo de 
las empresas, si fracasaba la negociación. Para que esta “incitación” fuera 
más creíble o seria se ponía una fecha final -el 1 de febrero de 2010-, si 
bien luego se han firmado algunos otros, superada esa fecha.

A fin de poder hacer un seguimiento de estas acciones, el Gobierno, a 
través del Ministerio de Trabajo, creó un sistema de recogida de informa-
ción desde todas las zonas o regiones francesas hacia el Ministerio, a fin 
de mantener actualizada la base de datos y disponer de una información 
accesible y transparente. Tanto que a través de la página web creada al 
efecto en el portal del Ministerio se puede seguir al día esta evolución, 
estando accesible para toda la ciudadanía qué empresas habían iniciado 
los procesos de negociación y cuáles los habían concluido, bien con éxito 
bien sin él. La actualización es mensual3.  El Ministerio era consciente de 
las dificultades que suponía a tal fin el restringido periodo dado para 
abrir y culminar tan formidable proceso de negociación colectiva, tanto 
de empresa como de sector, pues apenas contaron con 3 meses -aunque se 
insiste en que hubo acuerdos posteriormente-, por lo que puso de relieve 
la necesidad de concretar el objeto de la negociación, que no se acotaba en 
el tiempo, pues se trataba de establecer un espacio de gestión participada, 
a través de: 

“…rechercher prioritariamente les voies d`un engagement durable et partagé dnas 
la prévention des risques psychosociaux et la promotion du bien-ètre au travail”

Por las limitaciones de tiempo y por la falta de madurez en esta mate-
ria de buena parte de las empresas implicadas, sin perjuicio de algunos 
casos excepcionales que ya acreditaban una dilatada experiencia en esta 
materia, se ofrecía la posibilidad de elegir dentro de una opción: o los 
“acuerdos de fondo” o de “contenidos”, a través de los cuáles se definía 
un plan concreto de intervención psicosocial en la empresa para la ges-
tión preventiva del estrés laboral y de los riesgos psicosociales en su con-

3  Esta información está disponible en el sitio oficial www.travailler-mieux.gouv.fr. Para 
la información de apoyo técnico: www.dgt.stress@travail.gouv.fr



L
A

R
P

S
IC

O

1 5 6

R
ev

is
ta

 d
e 

P
re

ve
nc

ió
n 

de
 R

ie
sg

os
 P

si
co

so
ci

al
es

 y
 b

ie
ne

st
ar

 e
n 

el
 tr

ab
aj

o

03
/2

01
1

1 5 7

junto, para las empresas con mayor tradición o precedentes -”back-
ground”- en esta materia, o los “acuerdos de método”, a través de los 
cuales se fijaba un camino, un procedimiento a través del cual se deter-
minará cómo llevar a cabo la acción en esta materia, responsabilizándose 
a determinados sujetos o estructuras de tal acción, que se daría en una 
segunda fase. Se trata de acuerdos de carácter procedimental, o de “legi-
timidad reflexiva”, por cuanto que no ordena directamente una acción, 
sino que fija las pautas, determina un método y atribuye competencias de 
actuación, ya se trate de estructuras internas a la empresa -CHSCT, médi-
cos del trabajo- o externas. Como era de esperar, han sido estos últimos 
los que ha predominado sobre los primeros, lo que evidencia una cierta 
debilidad de la acción, por cuanto la creciente actividad en la materia no 
repercute directamente en la mejora de las condiciones de trabajo, son 
que se debe aguardar a una segunda fase aplicativa, esto es, de mayor 
toma “en serio”.

4.

Sintetizando el informe último -junio de 2011- como balance de la ex-
periencia, habrían sido algo más de 600 empresas las que habrían adopta-
do o un acuerdo colectivo -234 (después se han firmado algunos más, lo 
que ha elevado esa cantidad a los 250 referidos, si bien esta cuestión va 
cambiando)-, mientras que el resto se habrían contentado con un “plan de 
acción”, bien unilateral bien concertado con las representaciones. Como 
puede verse, la otra mitad no ofrece ninguna respuesta a la llamada, lo 
que evidencia la “debilidad” jurídica de la llamada - pura “invitación”- y 
por tanto del instrumento elegido, lo que sorprende, pues se trata de una 
obligación.

Las dos terceras partes de esos acuerdos colectivos se firmaron de in-
mediato, esto es, en el primer trimestre de 2010. Ante tanta rapidez, pare-
cía claro, como se ha dicho, que se estaba conminando a que la mayoría 
fuesen acuerdos de método, lo que así ha sucedido, pues cuatro de cada 5 
acuerdos tiene esta modalidad. Esto implica, pues, que los compromisos 
alcanzados son más sobre el procedimiento a seguir que sobre la acción 
preventiva a realizar, de modo que en la mayor parte de los casos aún no 
se ha iniciado esa acción y donde sí se ha hecho se trata de poner en prác-
tica tan sólo “métodos de evaluación cuantitativa” -los recurrentes cues-
tionarios-, pero sin entrar en un análisis en profundidad de todos los 
factores implicados, en especial el relativo a la “organización del trabajo”. 
Asimismo, por lo que hace al órgano básico de gestión, y pese a estar fir-
mados en la mayor parte de los casos por los sindicatos que tienen pre-
sencia en la empresa, más de dos terceras partes de los acuerdos atribu-
yen o encomiendan la tarea de diseño y puesta en práctica del procedi-
miento evaluador a una instancia específica, un grupo específico, encar-
gado de “pilotar”, de dirigir, todo el proceso, dejando a un lado órganos 
competentes en materia preventiva, como el CHSCT (análogo al Comité 
de Seguridad y Salud en el Trabajo español).

De ahí que, como la propia Dirección General de Trabajo ha evidencia-
do, no es fácil ordenar los instrumentos puestos en acción por esos acuer-

dos con las previsiones legales, pues desplazan a menudo la competencia 
de tales órganos legales a meras instancias consultivas en el proceso, de-
jando su presencia en marginal. Por lo que les ha criticado que:

	 “las relaciones entre estas diferentes instancias unas legales y otras 
convencionales, apenas son identificadas y organizadas en los acuerdos”. 

	 En suma, y por no hacer más extenso este repaso, se les critica 
que a menudo resultan más compromisos formales que convicciones rea-
les sobre la necesidad de hacer de los riesgos psicosociales una clave de la 
política de salud laboral y, por lo tanto, de la entera política de gestión 
empresarial. No obstante, también halla ciertos ejemplos que califica de 
“buenas prácticas”, que atiende a los problemas reales y abre un espacio 
seguro y comprometido de progreso.
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ACUERDO MARCO DEL GRUPO DANONE SOBRE 
EL ESTRÉS Y LOS RIESGOS PSICOSOCIALES1

1 Traducción Maria Rosa VALLECILLO GÁMEZ-Álvaro DE LA TORRE VALLECILLO.
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Entre 

Sr. Marc GROSSER, Director de Asuntos Sociales y de Responsabilidad 
Societaria de Danone, con sede social en París, 17 Boulevard 
Haussmann

por una parte

y los representantes de las Organizaciones Sindicales aquí representa-
dos

CFDT-FGA

CFTC

CFE-CGC

CGT-FO
CGT

de otra parte

se firma el convenio siguiente

PREÁMBULO

Las Organizaciones Sindicales preguntan regularmente a la Dirección 
General sobre el estrés, la carga y las condiciones de trabajo. En el trans-
curso de la reunión del Comité de Grupo de junio de 2007, la Dirección 
General se sensibilizó con los suicidios de trabajadores en algunas gran-
des empresas francesas, que habían llegado a cuestionarse la necesidad 
de conocer si el estrés era un problema en el Grupo Danone y qué medi-
das podían ponerse en práctica para evitar que los trabajadores lleguen a 
situaciones tan dramáticas. La Dirección General pide que el estudio de 
la problemática del estrés sea realizado conjuntamente con las Organiza-
ciones Sindicales, y que comience por “un trabajo previo para definir el 
perímetro y la metodología”.

La Dirección de Asuntos Sociales propone a las Organizaciones Sindi-
cales realizar un estudio en el marco de un Grupo de Investigación que 
se conforme entre las Organizaciones Sindicales y los representantes de 
la Dirección. Se acuerda que el tema de la prevención del estrés sea el 
objeto de un Acuerdo Marco Francés. Y en la reunión del CIC (Comité de 
información y consulta) de octubre de 2009, se acuerda con UITA una 
negociación que tenga como resultado un convenio de aplicación mun-
dial. El acuerdo marco Francés será transpuesto y negociado en su aplica-
ción en cada sociedad en un plazo razonable que no exceda de seis meses.
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El grupo Danone y las Organizaciones sindicales, afirman a través de 
este acuerdo que la lucha contra el estrés, el sufrimiento en el trabajo y 
los riesgos psicosociales deben conducir a una mejora de la salud y la se-
guridad en el trabajo, conjuntamente con los beneficios económicos y so-
ciales que se ponen en práctica por las sociedades del grupo y por sus 
trabajadores.

El estrés puede afectar colectivamente y/o individualmente a todos los 
trabajadores con independencia del tipo de contrato y del tamaño de la 
empresa. Es necesario tener en cuenta la diversidad de trabajadores, el 
entorno de trabajo, las situaciones de trabajo y la responsabilidad de la 
empresa en la lucha contra los problemas de estrés en el trabajo.

Al mismo tiempo, la Dirección debe integrar los riesgos psicosociales 
entre los riesgos profesionales. Teniendo la responsabilidad de desarro-
llar una política de prevención, se compromete a poner en marcha una 
política de salud en la empresa en este ámbito.

Igualmente, reconociendo que el acoso y la violencia en el trabajo son 
factores de estrés y de sufrimiento en el trabajo, la Dirección y las Orga-
nizaciones sindicales, se comprometen, a nivel de empresa, a que se rea-
lice un balance de la aplicación de los dispositivos existentes (reglamento 
interior, tratamiento de las alertas�) y que evalúe si es necesario mejorar-
los en el marco de los acuerdos sociales sobre riesgos psicosociales. Mien-
tras, la dirección se compromete a estudiar todos los casos que se le pre-
senten, y tomará las medidas para parar y sancionar toda actuación de 
maltrato y/o violencia en el trabajo.

Según el informe BIENESTAR Y EFICACIA EN EL TRABAJO, presen-
tado al Primer Ministro en febrero de 2010: “La salud de los trabajadores es, 
en principio, competencia de los directivos, no se externaliza y no es una compe-
tencia de la medicina”. En este marco, la Dirección del Grupo Danone, reco-
noció su responsabilidad y su obligación de actuar haciendo frente a los 
casos de estrés derivados de problemas vinculados al desempeño del 
trabajo.

1. Objeto

El objeto de este acuerdo es proporcionar a las empresas y a los repre-
sentantes de los trabajadores, un marco general que permita prevenir, 
detectar, evitar y tratar los casos de estrés en el trabajo:

· aumentando la toma de conciencia y la comprensión del estrés en el 
trabajo y de los riesgos psicosociales, por parte de la empresa, los tra-
bajadores y sus representantes
· procurando atraer su atención sobre los signos susceptibles de evi-
denciar la existencia de problemas del estrés en el trabajo de la manera 
más precozmente posible
· diseñando un proceso de funcionamiento en el seno de diferentes 
sociedades del grupo, que ponga en valor a los individuos y reduzca 
los factores que generan los riesgos psicosociales. El objetivo es no cul-
pabilizar al individuo por su relación con el estrés.

2. Descripción del estrés y del estrés en el trabajo

“Un estado de estrés sobreviene cuando hay desequilibrio entre la percepción 
que una persona tiene de las obligaciones que le impone su entorno y la percep-
ción que tiene de sus propios recursos para hacerle frente. 

El individuo es capaz de gestionar la presión a corto plazo pero encuentra 
grandes dificultades en una exposición prolongada o repetida a presiones inten-
sas.

Por otra parte, diferentes individuos pueden, en distintos momentos de su 
vida, reaccionar de manera diferente ante situaciones análogas. El estrés puede 
reducir la eficacia en el trabajo y puede causar graves problemas de salud.”

Esta definición  de estrés en el trabajo, propuesta por la Agencia Euro-
pea de Salud en el Trabajo, está recogida en el acuerdo marco CEE y en el 
ANI (Acuerdo Nacional Interprofesional).

El estrés puede estar provocado por diferentes factores como el conte-
nido y la organización del trabajo, el entorno de trabajo, una mala comu-
nicación, objetivos no definidos o insoportables, etc. (cf.4, Identificación 
de las fuentes de estrés en el trabajo)

3. Descripción de los riesgos psicosociales

La expresión, más amplia, de los riesgos psicosociales hace referencia a 
diversas situaciones de malestar y sensaciones negativas causadas por el 
trabajo. Se desarrolla  en el contexto de las empresas y obedece a causas 
muy variadas: sobrecarga de trabajo, obligaciones excesivas de tiempo y 
también pérdida de referencias, dificultad para encontrar sentido al tra-
bajo, conflictos de valores y de intereses� Recuerda sobre todo que la sa-
lud física y el bienestar en el trabajo no son solamente una dinámica indi-
vidual, sino que se construyen también en la relación con los demás: por 
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el reconocimiento, por la posibilidad de intercambios y de cooperación en 
el trabajo, por el apoyo de los compañeros y de los superiores.

4. Identificación de las fuentes de estrés en el 	trabajo

Teniendo en cuenta la complejidad de fenómeno del estrés, el presente 
acuerdo no pretende proporcionar una lista exhaustiva de los factores 
potenciales de estrés. De todas maneras, un determinado número de in-
dicadores puede revelar la presencia de estrés en las empresas justifican-
do la puesta en marcha de medidas adaptadas para la lucha contra este 
fenómeno.

Listado no exhaustivo de factores que pueden ocasionar estrés:

Organización:
Falta de claridad en el reparto de roles, organización del trabajo y mé-

todos inadaptados que reducen el saber hacer y la autonomía de los tra-
bajadores en sus puestos, carga de trabajo, falta de libertad de decisión, 
participación inadecuada en las decisiones,  reorganización permanente, 
obligaciones de adaptación, falta de adecuación de los recursos a los ob-
jetivos, insuficiencia de efectivos y precariedad manifiesta, ausencia o  
mala gestión del cambio, trabajo aislado, nuevas tecnologías de la infor-
mación y la comunicación (NTIC).

Gestión
Sistema de gestión, insuficiencia de gestión de proximidad, falta de 

comunicación interna, demandas e instrucciones contradictorias, falta de 
apoyo (del colectivo de trabajo, del responsable más próximo�), reconoci-
miento inadecuado de los esfuerzos y de los resultados alcanzados, RDP/
evaluación�

El individuo y su trabajo
Incertidumbre respecto del futuro profesional, ausencia de perspecti-

vas de evolución, formación insuficiente, desarrollo de las competencias, 
dificultad psíquica y del entorno, presiones temporales y cargas cuantita-
tivas, carga mental, falta de sentido y falta de utilidad del trabajo, exceso 
de horas y/o cambios de horarios intempestivos, interés intrínseco de la 
tarea, equilibrio entre la vida privada y la vida profesional, existencia de 
sentimiento de imposibilidad para realizar un trabajo de calidad, dificul-
tades de transporte�

Relaciones colectivas
Falta de respeto, falta de equidad, relaciones interpersonales, acoso, 

conductas incívicas, agresiones�

5. Las acciones

La empresa se compromete a poner en práctica todas las acciones y 
planes para prevenir el estrés.

La mejora de la prevención del estrés es un factor positivo que contri-
buye a una mejora de la salud de los trabajadores y a una eficacia mayor 
de la empresa.

Las instancias de representación del personal y la medicina del trabajo 
son los recursos con los que habitualmente se identifica el estrés en el 
trabajo.

Desde que se identifica un problema de estrés en el trabajo, se debe 
actuar por parte de la empresa para eliminar o en su defecto, reducir, la 
responsabilidad de determinar las medidas apropiadas, lo que incumbe 
al empresario y a las instancias de representación del personal. A los tra-
bajadores se les implica en la puesta en marcha de estas medidas.

Las medidas pueden ser colectivas y/o individuales. Pueden ponerse 
en marcha bajo la forma de acciones específicas atendiendo a los factores 
de estrés identificados o en el marco de una política que implique accio-
nes de prevención y acciones colectivas.

A este respecto, la Dirección de las Organizaciones Sindicales reafirma 
que la medicina del trabajo, sometida a secreto profesional, garantiza al 
trabajador la preservación de su anonimato.

Las medidas de lucha contra el estrés se analizan normalmente, en un 
entorno pluridisciplinar con el fin de evaluar su eficacia tanto en la dura-
ción como en su impacto en el estrés. Pueden revisarse en función de los 
resultados obtenidos y/o de las evoluciones de la empresa. Están, en este 
caso, sometidas a la aprobación de las instancias competentes. Esta revi-
sión puede solicitarse a instancias del CHS-CT. En este marco, conven-
dría determinar si se ha hecho un uso óptimo de los medios y si las me-
didas definidas son igualmente, apropiadas y necesarias.

Cuando la empresa no dispone de la experiencia requerida, recurre a 
un experto externo, de acuerdo con la legislación, los convenios colectivos 
y las prácticas europeas y nacionales, sin omitir el papel del CHS-CT, 
conforme a L 4614-12 del Código de Trabajo.

En este marco, la Dirección y las Organizaciones Sindicales quieren 
contribuir a la preservación de la salud de los trabajadores a través de:

Medidas contra estrés:
· La puesta en marcha de un observatorio del estrés (OMSAD) o de 
otros procesos de medición se generalizará a todos los ámbitos. Estos 
procesos de medición se escogerán de común acuerdo con las Organi-
zaciones Sindicales, a partir de un cuaderno de tareas a definir en co-
mún, para establecer un informe anual que ayudará a las instancias 
representativas del personal en el análisis del estrés, de conformidad 
con los artículos  L 1153-5, L 1152-4 Y L 2323-27 Y L 2323-29. Los resul-
tados del OMSAD y/o de otros organismos, serán estudiados y comple-
tarán el documento único, que se convertirá un soporte adicional para 
el seguimiento del nivel de estrés.
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· Por otra parte, se pondrá en marcha un seguimiento trimestral de los 
indicadores más usuales de clima social (absentismo de corto, medio y 
largo plazo, accidentes de trabajo: tasa de frecuencia y tasa de grave-
dad, número de visitas al servicio médico a petición del trabajador, 
rotación del personal, en particular la fundada en los despidos�). Estos 
indicadores se completarán con el informe del médico de trabajo que 
incluirá las observaciones complementarias derivadas de la práctica o 
de casos que se hayan superado.

Conciliación entre la vida profesional, la familiar y la personal.
· La conciliación entre la vida profesional, la vida familiar y la vida 
personal, constituye un eje de vigilancia, tanto por la gestión como 
para los trabajadores y sus representantes. en este sentido, las consig-
nas y los métodos en la utilización de los nuevos medios de comunica-
ción, serán objeto de recomendaciones tanto de cara a los responsables 
jerárquicos como a los usuarios, de manera que la necesidad de respe-
tar los tiempos de trabajo y los tiempos de descanso, así como la orga-
nización de una gestión de planificación para un periodo lo mas am-
plio posible, afectará a las obligaciones de organización personal de los 
trabajadores, y en todo caso les deja un margen razonable para organi-
zarse en caso de necesidad de evolución de las planificaciones. En fin, 
Danone no tiene implantada la cultura del presentismo, un trabajador 
debe sentirse libre para ser autorizado a salir del trabajo antes que to-
dos sus compañeros o su superior, en el caso de que haya cubierto su 
horario y/o si estima, en el marco de su autonomía de organización de 
su tiempo y de la realización de sus objetivos, que su jornada ha finali-
zado.

Organización del trabajo y cambios de organización
· Se trata de integrar a cada trabajador en su trabajo. En este marco, 
toda gestión de cambio que sea objeto de una información/consulta 
estará precedida de un estudio de impacto humano, es decir, de un 
análisis de las consecuencias humanas del cambio que comprenderá 
los riesgos psicosociales, la carga de trabajo, la ergonomía y las necesi-
dades de competencias, en colaboración con los representantes del 
personal y la gestión de proximidad, con el recurso, de ser preciso, de 
gabinetes externos. Estos estudios deben de ser completados también 
por el médico del trabajo y por el CHS-CT. La dirección y las Organi-
zaciones Sindicales insisten en la total independencia de los médicos 
de trabajo tanto para expresar sus posicionamientos como para com-
pletar los resultados del OMSAD o de otros organismos, explotando 
los datos individuales recogidos a partir de las visitas médicas en es-
tricta aplicación del secreto profesional.

· Se trata de reflexionar sobre el futuro o la adaptación de los nuevos 
métodos de gestión, de organización del trabajo y de la seguridad para 
favorecer el saber hacer y la autonomía de los trabajadores. Es impor-
tante velar por las modalidades de puesta en marcha de estos métodos 
asegurando que se inscriben en una perspectiva a medio plazo que se 
apoya en verdaderos trámites participativos. En fin, estos trámites de-

ben de tener también en cuenta la evolución de las competencias, la 
formación y yendo más allá, la organización de los colectivos de traba-
jadores y la valoración del individuo.

La dirección definirá sus peticiones y encargará un trabajo pluridisci-
plinar dirigido por los equipos responsables encargados, a los que se su-
man los médicos del trabajo y los representantes del personal. Si es nece-
sario, se requerirá a cualquier otro actor que pueda aportar una experien-
cia.

El intercambio con los trabajadores y las instancias representativas del 
personal, especialmente los propios de la empresa, se realizará antes de 
todas las decisiones de cambio y se hará de esta tarea un elemento fuerte 
de diálogo sobre el terreno.

· La dirección se compromete a buscar los recursos de afrontamiento 
del estrés en la organización del trabajo y a identificar los aspectos de 
la organización y de la gestión en el trabajo que podrían ser origen de 
estrés. Los representantes del personal y los trabajadores se vinculan a 
las gestiones para que la evaluación de riesgos del estrés sea fiable.
Los representantes del personal y los trabajadores serán también re-
queridos para la elaboración y la puesta en marcha de mejoras adapta-
das a sus situaciones de trabajo y los problemas asociados a las mis-
mas.
La dirección se compromete a poner en marcha las acciones necesarias 
para eliminar o reducir las fuentes de estrés.

· Algunas medidas serán puestas en práctica para mejorar la organiza-
ción, los procesos, las condiciones y el entorno de trabajo, para asegu-
rar un apoyo adecuado de la Dirección a las personas y los equipos, 
para dar a todos los actores de la empresa las posibilidades de compro-
meterse en el ámbito de su trabajo, para asegurar una buena adecua-
ción entre responsabilidad y control del trabajo y las medidas de ges-
tión y de comunicación destinadas a clarificar los objetivos de la em-
presa y el papel de cada trabajador.

Evolución de la gestión
La Dirección y las Organizaciones Sindicales se comprometen a dar 

confianza a las personas y a respetarlas en su identidad profesional y a 
enriquecer los mecanismos de reconocimiento de los trabajadores diri-
giéndose a la persona y no solamente a la función.

Desarrollar la gestión de proximidad estudiando los ejes 		
siguientes:

· Buscar un tamaño de los equipos, de las organizaciones que tenga 
más estabilidad, una rotación menor de los directivos (definición de las 
condiciones de transmisión durante los cambios de puestos de los di-
rectivos, un puesto piloto para asegurar que los tutores tengan tiempo 
de transmitir y los tutorizados tiempo de asimilar las informaciones)



L
A

R
P

S
IC

O

1 6 8

R
ev

is
ta

 d
e 

P
re

ve
nc

ió
n 

de
 R

ie
sg

os
 P

si
co

so
ci

al
es

 y
 b

ie
ne

st
ar

 e
n 

el
 tr

ab
aj

o

03
/2

01
1

1 6 9

· Asegurar que todo nuevo directivo esté informado de la gestión del 
conocimiento del Grupo y de la empresa y que asuma también las re-
glas y las relaciones sociales que han contribuido al progreso de Dano-
ne.
· Poner en valor la promoción interna para valorar mejor las “memo-
rias” de la empresa y construir una relación de confianza durante la 
duración de la relación entre la empresa y los  trabajadores.
· Priorizar durante el mantenimiento individual la evaluación de los 
progresos (realizados y por realizar) y medir las competencias desarro-
lladas en el marco del trabajo y no solamente los resultados obtenidos.

Dar sentido al trabajo
· Implicar a los trabajadores en la definición de sus objetivos, propor-
cionarles un margen de apreciación y de maniobra en la puesta en 
marcha de su misión y aceptar el derecho al error.
· El papel del director de proximidad debe ser reforzado para garanti-
zar la articulación del proyecto colectivo y los proyectos individuales, 
en el respecto al mismo tiempo de la eficacia de la empresa y la integri-
dad de las personas.

Completar la formación en gestión
· Hacer ineludible la formación de la gestión en las acciones de mante-
nimiento de la evaluación
· El itinerario de formación de los directivos debe integrar competen-
cias en gestión del cambio, en prevención del estrés y en prevención 
del sufrimiento en el trabajo.
· Los directivos deben igualmente ser formados en diálogo social y en 
el rol de las Instancias Representativas del Personal.

Formación/sensibilización del conjunto de los actores y de 	
vigilancia colectiva

La formación en los factores relacionados con estrés del conjunto de los 
actores de la empresa y en particular de la dirección, de sus directivos y 
de sus representantes del personal (CE, DSC, DS,DP y CHST), permitirán 
desarrollar la toma de conciencia y la comprensión del estrés, de sus po-
sibles causas y de la manera de prevenirlo y hacerle frente.

Es importante conservar el espíritu de la necesidad de la consideración 
colectiva de los riesgos psicosociales (estrés, sufrimiento en el trabajo), 
por la empresa para evitar que las propuestas no se limiten a sistemas “a 
la moda”: número verde, coaching, consideración individualizada del 
estrés (relajación, deporte�), que no tratan las causas profundas del mis-
mo.

La Dirección y las Organizaciones Sindicales han optado por desarro-
llar la vigilancia colectiva. Más que implantar un sistema de número 
verde o de “Sr, Estrés” con el que  contactar en caso de sobre-estrés, se 
recomienda que los roles de referencia (solicitud de personas de apoyo), 

identificación de los trabajadores que sufren y ayuda para encontrar solu-
ciones individuales o colectivas, sean tenidos en cuenta por los actores 
presentes en el lugar de trabajo, es decir:

· los IRP y en particular el CHS-CT
· el encuadramiento
· el responsables de recursos humanos
· el médico del trabajo

Los compañeros que sean testigos de una situación de estrés pueden 
también alertar a través de sus actores sobre las situaciones de estrés de 
las que tengan conocimiento.

Se recuerda que solo los responsables de los centros (dirección) tienen 
la responsabilidad de la seguridad y la salud de las personas en el trabajo.

Gestión de carreras
Para un mejor desarrollo de la carrera de cada trabajador y la identifi-

cación de las posibilidades de evolución (pasarelas de oficio, evolución 
tecnológica�) que se les proporcionaron, los niveles de competencias de 
los trabajadores deben de mantenerse y desarrollarse a través de la for-
mación. Se recuerda que en términos de la ley de 4 de agosto de 1994 (ley 
Toubon), el uso de la lengua francesa es obligatoria para todo documento, 
máquina o programa informático.

Por otra parte, el PDI (Plan de Desarrollo Individual) debe ser accesible 
a todos los trabajadores.

6. Responsabilidades de la empresa y de los trabajadores

En virtud de la directiva-marco 89/391 relativa a las puesta en marcha 
de medidas tendentes a promover la mejora de la seguridad y de la salud 
de los trabajadores en el trabajo y los artículos L.4121-1 a 5 del Código del 
trabajo, los empresarios adoptarán las medidas necesarias para asegurar 
la seguridad y proteger la salud física y mental de los trabajadores. Esta 
obligación cubre igualmente los problemas de estrés en el trabajo en la 
medida en que se presente un riesgo para la salud y la seguridad.

La lucha contra las causas y las consecuencias del estrés en el trabajo 
puede afrontarse en el marco de un procedimiento global de evaluación 
de los riesgos, o a través de una política distinta en materia de estrés y/o 
a partir de medidas específicas que tengan en cuenta los factores de es-
trés identificados.

Las medidas se ponen en marcha, bajo la responsabilidad del empresa-
rio, con la participación y la colaboración de los trabajadores y sus repre-
sentantes.

Más allá de todos los dispositivos de prevención y de resolución de los 
casos de estrés identificados en los párrafos precedentes, los firmantes 
del presente acuerdo estiman que la base de toda relación y de todo diá-
logo en el seno de la empresa, cualesquiera que sean los interlocutores 
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(directivos/trabajadores, dirección/representantes del personal�), el res-
peto a las personas, a su identidad profesional y de sus opiniones, deben 
ser la regla, siendo esta regla válida para el conjunto de actores.

7. Duración del acuerdo y comisión de seguimiento

Se acuerda entre las partes que el presente acuerdo se firme con dura-
ción indeterminada.

Se instituye una comisión  de seguimiento compuesta por representan-
tes de la Dirección y dos representantes por Organización Sindical repre-
sentativa a nivel de Grupo.

Esta comisión de seguimiento se reunirá una vez al año para efectuar 
un balance global por parte de la empresa de las acciones comprometidas 
y prever las medidas de ajuste necesarias, por la vía de cumplimiento del 
acuerdo.

Con ocasión de esta reunión, se podrá revisar la elección del socio ac-
tual (OMSAD)

Las partes firmantes, a demanda de una de ellas, acuerdan reunirse, 
con una demora de no mas de 3 meses, si se definen nuevos dispositivos 
legales, reglamentarios o convencionales relativos al estrés profesional y 
además provocan la revisión o evolución del presente acuerdo.

8. Fecha de entrada en vigor

El presente acuerdo entrará en vigor en la fecha de su firma.

9. Depósito y publicación

El presente acuerdo será depositado por la empresa, en dos ejemplares, 
uno en la Dirección Departamental del Trabajo, de Empleo y de Forma-
ción Profesional de París, y otro ejemplar en el Secretariado del Consejo 
de la Magistratura de París.

Un ejemplar será remitido a cada Organización Sindical que haya par-
ticipado en la negociación del presente acuerdo.

París, a 11 de mayo de 2010.
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FICHAS DE ACUERDOS COLECTIVOS EN FRANCIA

1. GESTIÓN DEL ESTRÉS A TRAVÉS DE UN ACUERDO COLECTIVO 
DE MÉTODO

EMPRESA CHANEL

Fecha de actualización de la ficha 02/07/2010

Informaciones generales

Razón social  CHANEL

Estado de la negociación

Han comenzado las negociaciones? Si

Número de reuniones celebradas 4

Se ha firmado un acuerdo? Si

Fecha de firma del acuerdo 29 de junio de 2010

Tipo de acuerdo de método

Firmantes del acuerdo CFDT, CFE-CG, FO

Contenido del acuerdo

El acuerdo de método se apoya en:
estado/diagnóstico de la situación a través de un interventor externo
formación de los actores (mandos, trabajadores, IRP�)
constitución de un grupo proyecto/comité de control
seguimiento de los trabajos/ evaluación

Otros trámites/acciones

Qué se ha constituido? Firmamos el 29 de junio de 2010 un acuerdo de 
grupo sobre el bienestar y la eficacia en el trabajo. La atención realizada 
por CHANEL en el bienestar de los trabajadores está fuertemente 
anclada en la cultura de sus empresa

CHANEL y las organizaciones sindicales firmaron un acuerdo sobre esta 
cuestión que  permitió también superar una nueva etapa en el conjunto 
de las empresas del grupo

El acuerdo tiene varias fases, la primera que se realizará en octubre 
será la de puesta en marcha de un diagnóstico realizado por una agencia 
externa, el IFAS, respondiendo a los criterios de independencia, de 
notoriedad y de profesionalidad.

  

2. EXPERIENCIA DE GESTIÓN DEL ESTRÉS EN LOS LUGARES DE 
TRABAJO A TRAVÉS DE UN PLAN DE ACCIÓN CONCERTADO 
PREVIO AL ACUERDO COLECTIVO DE CONTENIDO EN 
TRÁMITE DE NEGOCIACIÓN

EMPRESA CANON Francia
Fecha de actualización de la ficha 18/02/2010
Informaciones generales
Razón social : CANON FRANCIA
Región  : Ile de France
Estado de la negociación
Han comenzado las negociaciones ? Si
Número de reuniones realizadas: 0
Se ha firmado un acuerdo? No
Tipo de acuerdo: De contenido
En ausencia de acuerdo o en caso de fracaso de la negociación

Que se ha constituido? 
Un plan de acción 
concertado con los IRP y 
los delegados sindicales

Este plan de acción se sustenta en:
estado de situación/diagnóstico de la situación a través de un 
interventor externo

Formación de los actores (mandos, trabajadores, IRP�)

Constitución de un grupo proyecto / comité de evaluación

Proceso de consulta y/o consulta a los actores

Definición de los factores de estrés en la organización del trabajo

Condiciones de trabajo/entorno de trabajo/condiciones de los lugares

Formación en conciliación de la vida laboral y familiar (mandos, 
trabajadores, IRP�
Plan de acción de acompañamiento al cambio/restructuración�relaciones 
interpersonales (gestión�)
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3. EXPERIENCIA DE GESTIÓN DEL ESTRÉS LABORAL A TRAVÉS 
DE UN ACUERDO DE CONTENIDO

 
EMPRESA AXA FRANCE VIE
Fecha de actualización de la ficha 04/03/2010
Informaciones generales
Razón social : AXA France VIE
Estado de la negociación
Se han iniciado las negociaciones? si
Número de reuniones celebradas : 3 3
Se ha firmado un acuerdo? Si si
Fecha de firma del acuerdo : 25 de febrero de 2010
Tipo de acuerdo: de contenido
Firmantes del acuerdo: CFDT
Contenido del acuerdo

el acuerdo de fondo se sustenta en:
definición de los factores de estrés
formación (mandos, trabajadores, IRP�)
plan de acción 
acompañamiento al cambio/ restructuración
relaciones interpersonales (gestión�)
célula de escucha/toma en consideración del individuo
observatorio del estrés

Otros trámites/acciones

Por encima de las acciones apuntadas más arriba, se ha realizado:
un diagnóstico
indicadores de seguimiento
un control de proximidad que permita al trabajador que demuestre una 
situación de riesgo sufrida por el mismo o sus compañeros
alertar la gestión, la DRH, el médico de empresa o el CHSCT para el 
tratamiento

4. EXPERIENCIA DE GESTIÓN DEL ESTRÉS LABORAL EN LOS 
LUGARES DE TRABAJO A TRAVÉS DE UN PLAN DE ACCIÓN 
DE INICIATIVA EMPRESARIAL Y SIN PREVIA NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA

EMPRESA MCDONALD’S Paris Sud sarl
 Fecha de actualización de la ficha 18/02/2010
Informaciones generales
Razón social : MCDONALD’S Paris Sud sarl
Región  Ile de France
En ausencia de acuerdo o en caso de fracaso de la negociación

se ha previsto un plan de acción a iniciativa del empresario que se 
sustenta en:
el estado de situación /diagnóstico de la situación recurriendo a un 
interventor externo
formación de los actores (mandos, trabajadores, IRP�)
puesta en marcha de un proyecto de seguimiento
proceso de consulta y/o consulta de los actores seguidos del os trabajos/
evaluación de la organización del trabajo, condiciones de trabajo/
entorno de trabajo/gestión de los espacios)
formación (mandos, trabajadores, IRP�)
acompañamiento de los cambios/restructuracicones
relaciones interpersonales (gestión�)
evaluación de los trabajadores célula de escucha/toma en consideración 
del individuo 

Otros trámites/acciones

Que se ha establecido ? el cartel se fijó en 2003 para poner en marcha 
en Francia una política concertada tendente al bienestar de sus 
trabajadores en los restaurantes. Esta política se articuló alrededor de 3 
etapas clave
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LOS PROTOCOLOS ANTIACOSO EN LAS ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS SON UNA “BUENA POLÍTICA DE RECORTES” 

DE GASTOS

GONZALEZ COBALEDA, Estefanía  

El Tribunal Supremo acaba de confirmar, al inadmitir el recurso de 
unificación de doctrina, la condena por acoso moral en el trabajo al 
Ayuntamiento de VILLAROBLEDO (ALBACETE)1. Se trata de un 
empleado público de régimen laboral que, desde 2004, sufrió un proceso 
de persecución sistemática que llevo a apartarlo de su puesto de 
coordinador del organismo municipal de deportes. Tras una intensa tarea 
de defensa frente a este tipo de conductas, con reclamaciones a la 
Inspección de Trabajo y al Juzgado de lo Social, que dieron la razón al 
trabajador, el Alto Tribunal ha cerrado el proceso confirmando las 
decisiones precedentes, tanto del Juzgado de lo Social como del TSJ 
Castilla-La Mancha/Albacete. 

Ahora es la Sala de lo Social del TS, pero en otros casos es la Sala Con-
tencioso Administrativa del Alto Tribunal la que llega a conclusiones y 
condenas de tal guisa. Así se vio en el anterior número de esta Revista, 
que da cuenta  de una condena a otra Administración Pública por el aco-
so a un funcionario público. En uno y otro caso no se hace sino constatar 
algo que ya se indicó en tal momento y que ahora no podemos si no reite-
rar y es la necesidad de que se apliquen “protocolos de gestión integral” 
-preventiva y de protección- frente al acoso laboral en el sector público, 
ya sea en el seno del sector público-administrativo ya en el del sector 
público-empresarial. Con ello no se expresa sólo la formulación de un 
derecho de los empleados públicos en general, sino también un imperati-
vo de racionalidad económica, más en un momento como el actual de 
fuertes recortes en el seno de las AAPP, algunos de los cuales, sobre todo 
los de personal, de muy dudosa racionalidad.

A este respecto, el análisis más detenido de la experiencia de este 
Ayuntamiento, evidencia que no es un hecho aislado. Aunque la opaci-
dad sobre esta materia nos ha impedido verificar el número de afectados, 
señalándose por algunas informaciones que podían ser más de una dece-
na, lo cierto es que ha habido otras decisiones de los Tribunales que han 
aparado situaciones análogas, por lo que el problema de salud y de pérdi-
da de eficacia es evidente. En consecuencia, el disponer de un sistema 
adecuado de prevención de estas situaciones no sólo se revela como una 
medida de progreso en la mejora de la salud integral de los trabajadores, 
sino que es un interés ciudadano, por cuanto sus impuestos pueden des-
tinarse a mejores usos que pagar las importantes cantidades indemniza-
torias que supone todo este tipo de conductas, contrarias a las exigencias 
más elementales del Estado de Derecho.

1  Para una amplia información vid: http://www.laverdad.es/albacete/v/20120303/provincia/
supremo-ratifica-otro-caso-20120303.html
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Obra: QUEMADOS: EL SÍNDROME DEL BURNOUT: QUE ES Y 
COMO SUPERARLO

Autora: BOSQUED,  Marisa
Editorial: Paidós Ibérica
Año Edición: 2008
Lugar de edición: Barcelona

Sinopsis: 
Distinto al proceso de acoso, el “burnout”, o síndrome del trabajador 

quemado, como modalidad singular del estrés laboral, es una enferme-
dad del trabajo que presenta una incidencia creciente entre la población. 
Se puede decir que alguien está quemado cuando su trabajo no le motiva 
y le supone un esfuerzo casi insoportable. El enfermo padece un agota-
miento mental, físico y emocional, que con el tiempo trasciende a su vida 
personal provocándole una situación de precario equilibrio psicológico. 

Valoración: 
La autora ofrece herramientas para la prevención y superación del sín-

drome, por lo que el texto supone una de las mejores “guías de autoayu-
da”, interesante para todos los profesionales que corran el riesgo de pre-
sentarlo o ya lo padezcan en alguno de sus grados. Se destaca por ser uno 
de los libros más completos en el análisis de esta patología, que ya cuenta 
con una larga tradición de análisis desde diferentes disciplinas, tanto 
analíticas como clínicas

Obra: LA DIMISIÓN INTERIOR: DEL SÍNDROME POSTVACACIO-
NAL A LOS RIESGOS PSICOSOCIALES EN EL TRABAJO

Autor: PIÑUEL Y ZABALA, Iñaki
Editorial: PIRÁMIDE
Año edición: 2008

Sinopsis: 
Esta obra aborda el problema de los riesgos psicosociales en el trabajo 

desde la óptica de sus manifestaciones aparentes y de los daños que ge-
nera. Comenzando por la manifestación más externa, el síndrome posva-
cacional, va desglosando todos los factores que explican la aparición de 
este cuadro. Desarrolla las características que presentan las organizacio-
nes “tóxicas”, las prácticas directivas abusivas y los efectos sobre el traba-
jo de todo ello: la tríada de los riesgos psicosociales más importantes, 
formada por el estrés, el mobbing y el burnout. El libro describe el proce-
so por el cual los riesgos psicosociales en el trabajo no identificados con-
ducen al trabajador al fenómeno denominado «dimisión interior», que le 
lleva a una desconexión emocional y a una mera presencia en el trabajo a 
un nivel puramente externo y aparente, sin involucrarse de manera efec-
tiva en su trabajo, que se manifiesta en forma de pasotismo, abulia o 
burnout, o bien lo lleva a una huida hacia adelante desarrollando una 
adicción patológica al trabajo.

Valoración: 
Este libro es uno de los primeros en abordar desde una perspectiva 

profesional la incidencia de los riesgos psicosociales en el trabajo no como 
elementos separados e inconexos, sino desde un enfoque integrador que 
permite el trabajo práctico de prevención e intervención. 
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Obra:  ENFERMEDADES MENTALES DERIVADAS DEL TRABAJO 
EN ESPAÑA Y SU COSTE SANITARIO DIRECTO EN 2010 

Autores: Varios
Dirección: RODRÍGUEZ-CABRERO, G- GARCÍA GÓMEZ, M. 
Edición:  Observatorio de Riesgos Psicosociales de UGT-CEC
Año de edición: 2011

Sinopsis:
Contiene un estudio sobre el coste que genera al sistema sanitario las 

enfermedades mentales derivadas del trabajo, evidenciando el desplaza-
miento al sistema público de una estructura de costes que debería ser 
repartida de otro modo, a fin de ser eficientes.

Valoración: 
Se trata de una línea interesante de estudios en la que se pone el acento 

en los costes de la no prevención de los riesgos psicosociales, con lo que 
se introduce una vertiente poco explorada hasta ahora en nuestro país, 
como es la econométrica.

1  El mismo tipifica como falta disciplinaria de carácter muy grave, el acoso laboral (artículo 
95.2, letra o).

2  Servicio de prevención, unidad de recursos humanos, unidad directiva afectada, Comité de 
Seguridad y Salud, delegados de prevención, Subdirección General de Políticas Sociales, 
Prevención y Salud Laboral de la Dirección General de la Función Pública, del Departamen-
to de Gobernación y Administraciones Públicas.


